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Resumen 
 
Esta investigación presenta los resultados de un análisis comparativo del impacto de la 
Zona de Reserva Campesina de Cabrera, Cundinamarca (política enmarcada en la Ley de 
Reforma Agraria 170 de 1994) sobre la seguridad alimentaria, la vulnerabilidad de los 
hogares campesinos y la participación en la acción colectiva. Como estrategia empírica, se 
utiliza la comparación con un municipio cercano y el uso de técnicas de control por 
variables observables (Mínimos Cuadrados Ordinarios y Emparejamiento). Para el 
levantamiento de los datos se recorrieron todas las veredas del municipio de Cabrera, 
incluyendo las zonas de Páramo y la mayoría de las veredas del municipio de Venecia, el 
cual sirvió como población control para la investigación. 
 
Los resultados muestran que para variables como la acción colectiva y el ahorro hay un 
impacto significativo de la pertenencia a la ZRC, sin embargo en término de exposición a 
choques externos y en nivel de endeudamiento, los hogares tratados resultan más afectados, 
lo que evidencia la necesidad de un acompañamiento más fuerte por parte del Estado, quien 
desde el año 2002 y hasta 2010 le dio la espalda a esta figura jurídica.    
 
Palabras claves: Zona de Reserva Campesina, Desarrollo Rural, Seguridad Alimentaria, 
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El conflicto armado en Colombia ha sido objeto de múltiples investigaciones. A pesar de 
las diferencias en las tesis centrales y en el enfoque epistemológico, concuerdan en afirmar 
que la tierra ha sido un factor determinante y en esa medida, el campo ha sufrido mucho 
más que la ciudad los estragos de la violencia. De ahí, el interés en ahondar en el análisis 
sobre la institucionalidad rural para entender cuáles reformas son más eficaces y cuál es el 
alcance de la mejora de las condiciones de vida de los hogares. Una de estas reformas 
institucionales es la Zona de Reserva Campesina.  
  
El conflicto tiene su génesis en la violencia bipartidista de mediados del siglo XX. Según el 
Centro Nacional de Memoria Histórica (CNMH), en su informe: “¡Basta ya! Colombia: 
memorias de guerra y dignidad” (2013), el carácter cambiante del conflicto, de sus 
protagonistas y de sus contextos puede describirse a partir de su evolución en cuatro 
periodos distintos. El primer periodo corresponde al comprendido entre los años 1958 hasta 
1982, en donde se da la transición de la violencia bipartidista a la subversiva. Dicho 
periodo se caracteriza por la proliferación de guerrillas y el auge de la movilización social.  
 
Adicionalmente, aunque el origen del conflicto armado contemporáneo en Colombia está 
imbricado con la llamada violencia bipartidista, también surge por las inequidades 
derivadas del Frente Nacional. En ese sentido, los intentos fallidos de reforma agraria y la 
limitada capacidad de participación e incidencia de los actores que cuestionaban el acuerdo 
bipartidista, propiciaron un ambiente de inconformismo,  
 
El segundo periodo (1982-1996) se caracteriza por: 
 
“el crecimiento militar de las guerrillas, el surgimiento de los grupos paramilitares, la crisis y 
el colapso parcial del Estado, la irrupción y propagación del narcotráfico, el auge y declive de 
la Guerra Fría junto con el posicionamiento del narcotráfico en la agenda global, la nueva 
Constitución Política de 1991, los procesos de paz y las reformas democráticas con resultados 
parciales y ambiguos” (p. 111)  
 
De esta manera, durante la década de los 80 es ilustrativa la simultaneidad entre la 
propuesta de paz del presidente Belisario Betancur (1982-1986) y la posición militarista de 
las FARC; lo cual conllevó a una mayor polarización política y social. Más aún, la toma del 
Palacio de Justicia por parte del M-19 y la retoma del mismo por parte del Ejército significó 
un nuevo tropiezo para el proceso de paz.   
 
Por otra parte, las tensiones entre el Gobierno nacional y las fuerzas armadas se 
intensificaron en el gobierno de Virgilio Barco (1986-1990); ya que éste, por un lado, 
implementó una serie de políticas encaminadas a reforzar la concepción civilista del orden 
público y por otro, adoptó medidas para reconocer a las fuerzas políticas de izquierda 
dentro del espectro político, como en el caso de la UP; propuestas que no fueron bien 
recibidas por parte de las fuerzas armadas.  
 
En este contexto, se multiplicaron los grupos de autodefensas mutando aceleradamente 
hacia grupos paramilitares, los cuales desencadenaron una brutal represión contra la 
población civil por medio de masacres y asesinatos selectivos. Así, “…la crisis política y 
social, el auge de las violencias guerrillera y paramilitar y el apogeo del narcoterrorismo 
condujeron al progresivo debilitamiento de la acción política frente a la acción violenta y 
militar” (CNMH, 2013: 148). 
 
Frente a este panorama, la promulgación de la Constitución de 1991 significó una 
esperanza para el país, en tanto que se trataba de un pacto de paz y de una guía para el 
fortalecimiento de los derechos y la democracia. Bajo esa perspectiva y luego de las 
marchas campesinas de 1993 (como se mencionará más adelante) se formuló la Ley 60 de 
1994, cuyo propósito fue regular el mercado de tierras consistente en la negociación 
voluntaria entre propietarios y campesinos, a quienes el Estado les otorgaba un subsidio del 
70% (CNMH, 2013). No obstante, los resultados no fueron los esperados debido a la 
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asimetría de condiciones entre los propietarios y el campesinado, sobretodo, al 
desplazamiento forzado de cientos de familias que se vieron obligados a vender o a 
abandonar sus tierras.  
 
Lo anterior favoreció la compra de tierras por parte del narcotráfico que buscaba la forma 
de legalizar los dineros provenientes de ese ilícito, empleándolas en la ganadería extensiva.  
Así mismo, la apertura económica afectó al sector agrario; puesto que comenzó a 
enfrentarse con la competencia externa. La precarización de la economía campesina dio 
lugar a la expansión de cultivos ilícitos y a la conformación de economías cocaleras, 
consolidando así, la incidencia del narcotráfico.  
 
El tercer periodo (1996-2005) se distingue por el recrudecimiento del conflicto armado. De 
modo que, durante estos años la guerra alcanzó su máxima expresión y niveles de 
victimización como consecuencia de la disputa a sangre y fuego por las tierras, el territorio 
y el poder local. La violencia adquirió un alcance masivo mediante las masacres y a su vez, 
el desplazamiento forzado aumentó de tal manera que Colombia llegó a ser el segundo país 
en el mundo, después de Sudán, con mayor éxodo de personas.  
 
El fracaso de las negociaciones entre las FARC y el gobierno nacional bajo el mandato de 
Andrés Pastrana (1998-2002), conllevó al triunfo electoral de Álvaro Uribe en el año 2002, 
quien se destacó por desencadenar la mayor ofensiva política, militar y jurídica contra las 
guerrillas en la historia del conflicto armado colombiano.  
 
Finalmente, el último periodo comprendido entre los años 2005 y 2012 se caracteriza por la 
reacomodación del conflicto armado a raíz de la ofensiva militar del Estado que debilitó 
pero no doblegó a los guerrilleros, además, se produce el fracaso de la negociación política 
con los grupos paramilitares, derivándose de ello, el rearme y el violento reacomodo 
interno entre dichas estructuras.  
 
Como se mencionó en el contexto anterior, el campesino ha sido el actor más afectado 
durante el desarrollo del conflicto armado, lo que ha profundizado aún más la ya difícil 
situación del sector agrícola, sumada a la ausencia de monopolio de la fuerza por parte del 
Estado y la deficiente provisión en términos de bienes públicos que ha caracterizado al país 
históricamente. Lo que ha profundizado aún más las brechas entre la población urbana y 
rural: la incidencia de la pobreza rural es mayor tanto en ingresos como en pobreza 
multidimensional (ver anexo 1). Los habitantes de las zonas rurales tienen menores 
oportunidades para desarrollarse plenamente, y existen pocas posibilidades que con el pasar 
de las generaciones la situación socioeconómica mejore (DDRS; DDS, 2015)  
 
A pesar de la reducción absoluta en los índices de pobreza multidimensional
1
 en la zona 
rural, éste no ha sido suficiente para cerrar la brecha entre el campo y la ciudad, que en 
términos relativos se ha ampliado. La encuesta de calidad de vida (ECV) mostró que para 
2003 la pobreza rural era 1,9 veces la pobreza urbana, y ésta misma medición diez años 
después mostró que esta relación aumento a 2,5 veces. Según la ECV 2013, mientras que el 
46 % de la zona rural padece pobreza multidimensional, en el sector urbano solo el 18,5 % 
de la población la padece (DDRS; DDS, 2015). 
 
Vale decir, que entre 2003 y 2013 la pobreza multidimensional para el sector rural se redujo 
33.9 puntos porcentuales (de 79.8 a 45.9) mientras que la monetaria
2
  disminuyó en 19 
puntos porcentuales (de 61.7 a 42.8) y la monetaria extrema en 14 puntos porcentuales (de 
33.1 a 19.1). Sin embargo, la reducción de la pobreza monetaria en el año 2013 no se dio 
por el ingreso de sus fuentes de empleo, sino por ingresos de otras fuentes, como aquellas 
asociadas a la política social (transferencias institucionales). En decir, ha sido la política 
social en su sentido amplio (educación, salud, viviendas, transferencias condicionadas, etc.) 
                                                          
1
 “El Índice de Pobreza Multidimensional (IPM) identifica múltiples carencias a nivel de los hogares y las 
personas en los ámbitos de la salud, la educación y el nivel de vida.”  UNITED NATIONS DEVELOPMENT 
PROGRAMME, recuperado en http://hdr.undp.org/en/node/2515.  
2
 “mide el porcentaje de la población con ingresos por debajo del mínimo de ingresos mensuales definidos 
como necesarios para cubrir sus necesidades básicas”  (DNP, 2017, pág. 1)es decir, aquellos hogares que no 
pueden cubrir sus necesidades básicas, incluyendo alimentación, pago de vivienda, servicios públicos, salud, 
entre otros se consideran por debajo de la línea de pobreza monetaria.  
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la que ha hecho mucho más para mejorar la situación de la población rural, que la mejoría 
en las oportunidades económicas, que han sido limitadas para los habitantes pobres del 
campo. De ahí, la importancia que tiene la política social para el campesino colombiano.  
 
Según datos de la Encuesta Nacional de la Situación Nutricional (ENSIN), 2010, el 42 % 
de los hogares en Colombia estaban en inseguridad alimentaria, de ellos, el 57.7% 
correspondían al sector rural, y el 38.4% al sector urbano.  Parte de los resultados expuestos 
se explican a partir de la incapacidad o las barreras que tienen los pobladores rurales para 
generar ingresos; máxime cuando las menores remuneraciones provienen de las actividades 
agropecuarias, siendo estas las más comunes en las zonas rurales y las de menor ingreso per 
cápita, especialmente para los trabajadores independientes. Este aspecto tiene como 
consecuencia mayores niveles en la incidencia de pobreza monetaria y pobreza monetaria 
extrema, que hace que los hogares campesinos estén en mayor medida, más vulnerables a 
los diferentes choques
3
 externos que se puedan presentar.  
 
Bajo este panorama, las investigaciones sobre las condiciones de vida de los hogares 
campesinos, y sobre las diferentes políticas agrarias son un elemento importante en el 
desarrollo del sector agropecuario colombiano, pues brindan herramientas técnicas que 
enriquecen el debate a la hora de la formulación de política pública.  
 
Éste trabajo busca ofrecer herramientas técnicas sobre la política de Zonas de Reserva 
Campesina, y como ésta puede aportar en el desarrollo rural, como una figura que permite 
mejorar las condiciones de seguridad alimentaria, disminuyendo los riesgos de los hogares 
campesinos y empoderando las comunidades para la participación y la acción colectiva 
como una forma de incidir en el destino de su territorio. Para identificar el impacto se 
desarrolló un cuestionario de medición para aplicar a hogares de las diferentes veredas de 
Cabrera (Cundinamarca) y del cercano municipio de Venecia, que se considera el grupo 
                                                          
3
 Entiéndase por choques, afectaciones de tipo natural como heladas, sequias, inundaciones y desajustes 
macroeconómicos que puedan impactar negativamente en el nivel de ingresos de los hogares campesinos.   
control. Para el análisis de los datos, se utilizaron técnicas de control de la selección sobre 
variables observables.    
 
En el primer capítulo titulado “legislación agraria y las ZRC” se abordaran las diferentes 
leyes de reforma agraria que ha tenido el país, desde la ley 200 de 1936 hasta la ley 160 de 
1994 que soporta la política de ZRC. En el segundo capítulo titulado “desarrollo rural: 
seguridad alimentaria, riesgo, vulnerabilidad y acción colectiva” plantea como los hogares 
campesinos están expuestos a diferentes choques y riesgos, y como la acción colectiva 
puede generar una transformación en la forma de incidir en la construcción de política 
pública desde la base social. En el tercer capítulo llamado “Sumapaz y la lucha agraria” se 
recoge el contexto de la lucha campesina de la región del Sumpaz. El cuarto capítulo 
titulado “metodología” explica la forma en cómo se recogieron los datos y como serán 
usados para el análisis final. En el quinto capítulo se encuentran los resultados de la 
aplicación del análisis econométrico. Finalmente, el lector encontrará en el último capítulo 
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1. LEGISLACIÓN AGRARIA Y LAS ZONAS 
DE RESERVA CAMPESINA 
 
1.1 LEYES DE REFORMA AGRARIA EN COLOMBIA  
 
Desde los años sesenta, con los antecedentes de la Ley 200 de 1936 y la Ley 100 de 1944, 
distintos mandatarios han intentado resolver el problema de la tierra en Colombia sin lograr 
avances significativos. Por el contrario, la situación se ha vuelto aún más compleja a raíz de 
los múltiples actores que han surgido con el pasar de los años, al conflicto armado, al 
narcotráfico y a la debilidad del Estado para resolver de manera adecuada el problema de 
tierras. A diferencia de otras regiones del mundo, en América Latina la visión sobre lo rural 
ha sido impuesta desde afuera, es decir, las reformas no han surgido desde procesos 
autónomos sino promovidas por los intereses norteamericanos en la región. Al respecto 
Absalón Machado (2009) es enfático al señalar que: 
 
“…las reformas en am rica latina  con la e cepci n de la mejicana de principios del siglo  la 
cubana y la boliviana de 1952  fueron procesos m s impulsados desde afuera por los 
intereses norteamericanos de mantener el dominio pol tico en el continente  no fueron 
procesos aut nomos y end genos provenientes del convencimiento de las clases dirigentes 
sobre su necesidad para alcan ar un desarrollo m s din mico dentro de una mayor equidad 
y equilibrio social” (p.15). 
 
En ese orden de ideas, en los países industrializados  
 
“…la sociedad era predominantemente rural  poniendo fin  desde temprano, a las formas 
señoriales de explotación de la tierra, uniformando la distribución de los recursos a base de 
la propiedad y el cultivo directo de los mismos, lo que elevó la productividad agrícola, 
redujo la dependencia alimentaria, aumentó el ahorro, agrandó y consolidó un estrato de 
productores independientes propietarios de la tierra y facilitó la ampliación de los mercados 
para la industria, con un proceso ordenado de urbanización” (Machado A. , 2009, pág. 16) 
 
Posteriormente, estos países tomaron la decisión de impulsar la ruralidad como parte 
esencial del desarrollo; por ende, las reformas agrarias que se implementaron 
oportunamente permitieron una articulación eficiente entre la agricultura y la industria, 
logrando con ello, no sólo que se resolviera el problema rural oportunamente sino también 
que se construyeran democracias sólidas (Machado A. , 2009). 
 
En contraste, los programas y políticas rurales en Colombia han sido sugeridos desde 
afuera, desconociendo los contextos locales. Esto ha tenido como consecuencia, entre otras 
cosas, que las soluciones para resolver el problema agrario se hayan basado en estrategias 
sectoriales sobre diversos temas: tenencia de tierras, desplazamiento forzado, pobreza rural 
y productividad-rentabilidad, por ejemplo; lo cual ha minimizado la proyección del sector y 
su potencial en términos de desarrollo y crecimiento.  
 
La tierra y el uso del suelo, se constituyen en elementos estratégicos para la producción y el 
sostenimiento de sistemas productivos, los cuales tienen la capacidad de generar estabilidad 
en los asentamientos humanos e igualmente de generar ingresos cuando los productores 
manejan bienes con demandas dinámicas en el mercado o configuran modelos de 
competitividad en encadenamientos productivos, por tanto el acceso a la propiedad y al uso 
del suelo, se constituye en un elemento esencial de supervivencia de mejoramiento de 
ingresos y del nivel de vida de las familias rurales (Vargas, 2012). Lo rural es estratégico 
para el desarrollo, no sólo por las razones económicas expuestas sino también por la 
necesidad de superar los conflictos históricos en miras de llegar a la paz.   
 
Por supuesto, la apuesta por lo rural y su impacto en el desarrollo y crecimiento han 
dependido en buena medida de las concepciones sobre el papel del Estado y su intervención 
en la economía. En los años sesenta y setenta primó la visión estructuralista
4
, según la cual, 
                                                          
4
 El pensamiento estructuralista latinoamericano surgió a finales de la década del siglo XX, cuyo máximo 
representante fue el economista Raúl Prebish desde la Comisión Económica para América Latina y el Caribe 
–CEPAL–.  La propuesta teórica del pensamiento estructuralista se basó en resaltar la clásica división del 
sistema económico mundial en centro y periferia, dos regiones con distintos niveles de desarrollo.  “El 
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los mercados son menos eficientes en cuanto a la asignación de bienes y servicios y por 
ello, era fundamental la intervención del Estado. Por el contrario, a finales de los años 
ochenta y en la década de los noventa triunfó el neoliberalismo económico con la propuesta 
de que el mercado debe funcionar sin restricciones y el papel del Estado debe reducirse a 
garantizar dicho funcionamiento (o a tomar el mercado como referente), a través de la 
privatización de empresas estatales, desregulación de bienes, servicios y mercados 
laborales, ajuste fiscal basado en una reorientación drástica del gasto público, 
reestructuración de los programas sociales apoyados por el Estado con un enfoque de 





Estas distintas visiones sobre lo rural se han expresado en el país desde los años sesenta a 
través de nueve leyes con incidencia en la reforma agraria: la Ley 135 de 1961, la Ley 1 de 
1968, las Leyes 4ª y 5ª de 1973, la Ley 6ª de 1975, la Ley 35-PNR de 1982, la Ley 30 de 
1988 y la Ley 160 de 1994. Cabe resaltar que la importancia de lo agrario no sólo ha 
dependido de la concepción sobre el papel del Estado y su intervención en la economía, 
sino también ha estado determinada por la visión del problema agrario por parte de las 
élites gobernantes y del contexto social, económico y político tanto a nivel nacional como 
internacional.  
 
Para la década de los 50, Colombia se enfrentó a una etapa de gran inestabilidad política al 
mismo tiempo que la economía se encontraba en su mayor auge debido al comportamiento 
positivo de los precios internacionales del café, siendo este el principal producto de 
exportación. Durante ese mismo decenio, el país se orientaba hacia el modelo de sustitución 
                                                                                                                                                                                 
centro, estaba constituido por aquellas economías en las cuales penetraron primero las técnicas capitalistas 
de producción; mientras que la periferia, estaba constituida por aquellas que permanecían rezagadas en 
términos tecnológicos y organizativos. Para Prebisch, esta división centro-periferia había causado una 
repartición inequitativa de las ganancias del comercio, generando un cuestionamiento sobre la vigencia de 
la teoría ortodoxa del comercio internacional, basada en los supuestos de la ventaja comparativa…” 
(BRICEÑO, QUINTERO & RUIZ DE BENITEZ, 2013: 3). 
5
 Para David Harvey (2005), el logro más importante del neoliberalismo radica en la “acumulación por 
desposesión”, lo cual comprende, entre otros aspectos, la mercantilización y privatización de la tierra y la 
expulsión forzosa de sociedades campesinas. 
de importaciones, el cual dirigió “la inversión de una proporción de sus excedentes hacia 
un modesto crecimiento del sector manufacturero, apoyado en la configuración de un 
subsector agrícola productor de materias primas” (Fajardo, 2014, pág. 33).   
 
Sin embargo, esta fase de desarrollo no tuvo mayor éxito dadas las limitaciones no sólo en 
la propiedad territorial, sino también en la escasa disposición de capitales y de oferta 
tecnológica. Frente a ello, los mismos sectores que lideraron el modelo de sustitución, 
conscientes de las consecuencias de la guerra en el campo y de su responsabilidad en la 
desigual distribución de la tierra, promovieron junto con el apoyo del Gobierno 
norteamericano un proyecto de Reforma Social Agraria Ley 135 de 1961 .  
 
La Ley 135 de 1961 tuvo como propósito “reformar la estructura social agraria por medio 
de procedimientos enderezados a eliminar y prevenir la inequitativa concentración de la 
propiedad rustica o su fraccionamiento antieconómico; reconstruir adecuadas unidades de 
explotación en las zonas de minifundio y dotar de tierras a los que no las posean, con 
preferencia para quienes hayan de conducir directamente su explotación e incorporar a ésta 
su trabajo personal”. Además, fomentar la adecuada explotación económica de tierras 
incultas o deficientemente utilizadas; crear condiciones bajo las cuales los pequeños 
arrendatarios y aparceros gocen de mejores garantías, y tanto ellos como los asalariados 
agrícolas tengan más fácil acceso a la propiedad de la tierra; y elevar el nivel de vida de la 
población campesina.  
 
En ese sentido, un avance importante de este programa de reforma agraria fue el 
reconocimiento del derecho a la tierra de los campesinos expresado en la figura de la 
Unidad Agrícola Familiar (UAF) que aparece como un instrumento básico de redistribución 
de la tierra, el objetivo era ofrecerle al campesino un predio que según las condiciones 
productivas del suelo le garantizara la posibilidad de subsistir y generar un excedente 
económico que incrementara su patrimonio. La Ley además estableció la creación del 
Instituto Colombiano de la Reforma Agraria INCORA, entidad encargada de intervenir 
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en las propiedades afectadas para impulsar las parcelaciones entre campesinos carentes de 
tierras.  
 
De esta forma, la acción del Estado se centró en reducir la diferencia entre el ingreso rural y 
urbano, por medio de la redistribución de los beneficios sociales y así mismo, el gobierno 
priorizó la visión acerca de la necesidad de retener a la población en el campo frente al 
diagnóstico del BIRF en cabeza de Launchlin Currie en 1951; según el cual, uno de los 
problemas centrales de la economía era la desproporción entre el número de habitantes de 
las áreas rurales y su productividad, por lo que era fundamental que la mano de obra de las 
regiones sobrepobladas se reclutara para trabajar en las grandes ciudades, en tanto que la 
producción agrícola se podía incrementar con poca mano de obra (Kalmanovitz & Lopez, 
2006).  
 
La implementación de la Ley 131 de 1961 constituyó la expresión de dos perspectivas 
sobre la cuestión agraria: la Alianza para el Progreso y la orientación reformista y 
desarrollista promovida por la CEPAL. Respecto al primer punto, la Alianza para el 
Progreso “impuls  una reforma cuyo eje central era reorientar el desarrollo centrado en la 
propiedad latifundista. Si bien intentaba corregir los defectos de la estructura de tenencia, 
no pretendía evitar la fragmentación de la propiedad, sino que era parte de una estrategia 
de desarrollo que consultaba el conflicto social derivado de la estructura agraria” 
(Machado, 1991, pág. 99).   
 
Por otro lado, según (Roa, 2009), la estrategia de la CEPAL favoreció una nueva fase de 
industrialización sustitutiva y así mismo, la creciente urbanización requirió garantizar el 
abastecimiento de alimentos en las ciudades. De modo que la política agraria en los sesenta, 
buscó “impulsar la adopción de tecnologías modernas en el campo y resolver los asuntos 
de tenencia de la tierra, dando un segundo aire a los procesos de modernización, que ya se 
encontraba en su última fase, ampliando el mercado interno” (Roa, 2009, pág. 7).  
Sin embargo, el programa de reforma agraria no tuvo los resultados esperados. Como bien 
lo señala (Fajardo, 2014, pág. 45):  
 
“entre 1962 y 1982 se entregaron 648.234 hectáreas del Fondo Agrario Nacional 
(constituido con tierras compradas, expropiadas o cedidas) a 34.918 familias, a razón de 
18.5 hectáreas cada una. Es decir, 800.000 familias sin tierra del censo agropecuario de 
1970 fueron favorecidas 4,36% por el Fondo Agrario Nacional y el 7,9% si se incluye la 
extinción de dominio”.  
 
En ese contexto, pese a la incipiente modernización agrícola, a mediados de los años 
setenta las políticas estatales hacia el campo cambiaron notablemente, revirtiendo de esta 
forma los programas de Lleras Restrepo. En 1972, bajo el gobierno de Pastrana Borrero, se 
firmó entre los partidos tradicionales y terratenientes el Pacto de Chicoral que puso fin a la 
reforma agraria. Si el gobierno de Lleras Restrepo buscó promover un empresariado rural, 
invirtiendo en infraestructura y fortaleciendo las organizaciones campesinas, como medio 
de presión para que los latifundistas dejaran de ser un obstáculo al desarrollo capitalista en 
el campo, con el Pacto de Chicoral se buscó proteger la propiedad privada a través de la 
Ley 4ª de 1973 y la Ley 6ª de 1975. 
 
La Ley 4ª de 1973 reconoció la actividad productiva del propietario como garantía para no 
intervenirla y con ello, desapareció la posibilidad de redistribuir tierras al interior de la 
frontera agrícola. Razón por la cual, el acceso a la tierra por parte de los campesinos 
carentes de ella quedó limitado a la titulación de baldíos. Con la Ley 6ª se “dio nuevamente 
reconocimiento a la aparcería como relación productiva que garantizaría la producción y 
la estabilidad social en el campo” (Fajardo, 2014, pág. 46). Bajo esas condiciones, se frenó 
la expropiación de tierras para la reforma agraria.    
 
Para la década de los setenta, se presentó una radicalización del movimiento campesino 
como consecuencia del problema agrario no resulto, pues el INCORA no logró modificar la 
estructura de la propiedad. En contraste, la inversión se centró en la construcción de 
infraestructura física, en colonizaciones dirigidas y en la promoción de la titulación de 
baldíos.  
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El establecimiento del Programa de Desarrollo Rural Integral –DRI– en Colombia y en 
América Latina en general fue promovido por la banca multilateral frente a los fallidos 
intentos de Reforma Agraria. En la década de los setenta, el Programa pasó a ser un fondo 
adscrito al Ministerio de Agricultura (INCODER, 2012) y se desarrolló en tres fases: 1976-
1982, 1983-1990 y 1991-1996, bajo la modalidad de un programa especial financiado por 
el Banco Mundial y el Presupuesto General de la Nación –PNG–.  
 
Durante las primeras fases del DRI, este programa se complementó con el Plan Nacional de 
Rehabilitación –PNR– (Ley 35 de 1982) promovido por el presidente Belisario Betancur y 
reforzado por el gobierno Barco a partir de 1986. Ambas políticas se articularon cuando el 
INCODER reactivó las compras de tierra. Sin embargo, los resultados fueron mínimos 
porque dicha articulación no logró contrarrestar las fuerzas opositoras a la redistribución ni 
tampoco logró frenar la compra de tierras por parte de narcotraficantes y el despojo tanto a 
pequeños y medianos productores por parte de los nacientes grupos paramilitares. 
Posteriormente, la Ley 30 de 1988 buscó eliminar las trabas al proceso redistributivo.  
 
El Pacto del Chicoral estableció qué predios eran considerados adecuados o 
inadecuadamente explotados con el fin de imposibilitar la expropiación y negociación 
directa para la reforma agraria, pues ello hacía más difícil afectar predios adecuadamente 
explotados. La Ley 30 eliminó este obstáculo, posibilitando la afectación de estos predios. 
Otro aspecto importante que introdujo la Ley 30 de 1988 fue la importancia que se le dio al 
proceso de negociación directa entre el INCODER y los propietarios, proceso que sería un 
antecedente valioso del mercado de tierras. 
 
De esta forma, Barco centró sus esfuerzos en reactivar la reforma agraria con el objetivo de 
fomentar la reconciliación nacional y social e integrar a los colombianos marginados de las 
áreas rurales, tal como lo afirmó en el acto de sanción de la Ley 30. Sin embargo, lo que 
realmente motivó el regreso a la política distributiva fue el recrudecimiento de la violencia 
en el campo y el auge de los grupos alzados en armas y el narcotráfico. Además, como 
sostiene Machado (2009): 
 
“Ello se dio en una situación desventajosa por el desprestigio que había adquirido el 
INCORA, su ineficacia, el enredo administrativo en su operación, la corrupción, la falta de 
recursos y su incapacidad para contrarrestar tanto la adquisición de tierras por lo nuevos 
actores armados como la reactivación de los índices de concentraci n de la propiedad” 
(p.164). 
 
Dado este contexto, se configuró una contrarreforma basada en el éxodo de cientos de 
campesinos y en el despojo de manera violenta de sus patrimonios agrarios.  
 
Las políticas impulsadas a finales de los ochenta, coincidieron con una coyuntura en la cual 
a nivel internacional el Banco Mundial promovió una estrategia centrada en el “desarrollo 
comunitario”, cuyo énfasis se orientaba a superar los obstáculos que impedían la 
modernización del campo por medio del mejoramiento de la producción agrícola.  
 
Al respecto, Fajardo (2014) sostiene:  
 
“Las recomendaciones de esta agencia fueron „traducidas‟  tomando la e presi n de Joao 
M. M. Pereira, en un conjunto de políticas, programas y proyectos dirigidos hacia la 
seguridad alimentaria  cuya „poblaci n objetivo‟ eran los m s pobres de las  reas urbanas y 
los pequeños campesinos. La acción estatal se centró en la dotación de capacidades técnicas 
a los pequeños productores campesinos con mayores perspectivas de desempeño empresarial 
en la producci n de alimentos b sicos (“bienes salario”) a trav s del Programa de 
Desarrollo Rural Integrado  DRI” (p.48). 
 
De modo que, en la última fase el DRI aumentó la producción a través de la modernización 
tecnológica en lugar de favorecer la redistribución de tierras a pequeños propietarios.  
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Las políticas agrarias iniciadas en 1984-1985 que introdujeron ajustes macroeconómicos 
frenaron la política sectorial del fomento y el otorgamiento de subsidios, lo cual a su vez 
limitó la intervención del Estado. Estas medidas junto con el cambio de perspectiva 
adoptado en el DRI, constituirían el primer paso para la política aperturista de los años 
noventa.  
 
En Colombia, el modelo de apertura económica y liberalización del mercado comenzó a 
tomar fuerza a través de reformas políticas, económicas y financieras orientadas hacia el 
mercado, debilitando el papel del Estado. En este contexto, el mercado de tierras se 
consolidó como la vía más efectiva para garantizar la distribución de la tierra. Con ello se 
pretendió que el mercado funcionara con una línea de crédito subsidiada para la compra de 
tierras por parte de los campesinos y pequeños productores, así podrían negociar 
directamente con los propietarios interesados en vender sus predios.  
 
Además, como resultado de las reformas institucionales y el nuevo paradigma del “Estado 
Mínimo”, se restringió el presupuesto para actividades agropecuarias y rurales. “Los 
servicios de apoyo al sector agrícola terminaron por excluir a los pequeños productores 
rurales y, en general, a la agricultura familiar –AF-, con muy poca o nula capacidad para 
“competir” por la oferta de estos servicios  los cuales favorecieron a los grandes y 
medianos agricultores comerciales” (INCODER, 2012, pág. 6). 
 
En el seno de estas reformas y de la nueva visión sobre lo rural orientada hacia el mercado 
de tierras, se promulgó la Ley 160 de 1994, la cual terminó definitivamente con la 
orientación redistributiva y de intervención directa del Estado en la regulación del acceso a 
la propiedad rural. La Ley 160 de 1994 modificó el Sistema Nacional de Reforma Agraria y 
Desarrollo Rural Campesino al determinar que la reforma agraria liderada por el Estado no 
había sido eficiente en cuanto a la realización de sus objetivos y por ende, la solución más 
viable sería el mercado de tierras para lograr las metas de redistribución. Por consiguiente, 
la apuesta en los años noventa consistió en distribuir por la vía del mercado, otorgando 
subsidios a los campesinos para que ingresaran en el mercado de tierras como compradores. 
Una de las figuras más importantes introducidas por esta Ley fue la de Zonas de Reserva 
Campesina –ZRC –, pues representó para los campesinos la oportunidad para acceder a la 
tierra de forma colectiva, amparados en el derecho a la tierra y el territorio. Esta novedosa 
disposición brindó de garantías legales a los campesinos con el fin de proteger sus tierras 
frente a los ataques de agentes externos. 
 
1.2 LEY 160 DE 1994 Y LAS ZONAS DE RESERVA CAMPESINA  
 
Hacia el 1994, campesinos ubicados entre la cordillera Oriental y la Serranía de la 
Macarena se propusieron avanzar en la estabilización y ordenamiento territorial dados los 
riesgos que presentaba el avance del narcolatifundio y la violencia asociada a éste. Cabe 
resaltar que la inmersión del narcotráfico en Colombia configuró nuevas formas de 
apropiación de la tierra.  
 
A partir de la década de los 70, “los campesinos despojados de la tierra y atraídos por las 
colonizaciones fueron contactados por los agentes del narcotráfico que encontraron así los 
insumos estratégicos para su desarrollo, a saber, tierras de bajo costo y mano de obra 
empobrecida, lejos del control del Estado” (Fajardo, 2002, p. 51). De esta forma, comenzó 
a cultivarse marihuana en la Costa Atlántica y el Meta para luego expandirse a otras zonas 
del país. En los años 80s, la apuesta fue por los cultivos de coca y en los 90 comenzaron los 
de amapola.  
 
El avance de este proceso significó la consolidación y fortalecimiento del narcotráfico en 
zonas de difícil acceso, lejos del control del Estado. Dicho fortalecimiento fue posible 
gracias a las redes de poder que se articularon entre narcotraficantes, paramilitares y 
autoridades políticas locales. Frente a ello, la violencia fue decisiva a la hora de concentrar 
la propiedad rural a través del despojo y del destierro de millones de campesinos por parte 
de la acción del paramilitarismo como herramienta para la explotación de tierras. De esta 
forma también se legalizan los dineros del narcotráfico a través de la adquisición violenta 
de tierras. 
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“En un foro convocado por la Contralor a General de la República en junio de 2005 en 
torno a la Ley 333 de 1996 sobre extinción de dominio, el vice-Contralor General expuso los 
estimativos sobre las tierras controladas por narcotraficantes y paramilitares, los cuales las 
calculaban entonces en más de 4 millones de hectáreas, proporción que ha reforzado la 
concentración monopólica de la propiedad y reiterado el significado político y estratégico de 
la gran propiedad territorial” (Fajardo  2002  p. 163) 
 
Frente a este contexto, los campesinos propusieron al Incora que se les titulara la tierra en 
medianas extensiones a cambio del compromiso de preservar los bosques y los recursos 
naturales existentes en la zona. Éstas propuestas fueron incluidas en la ley 160 de 1994, 
capitulo XIII, con el nombre de “Zonas de Reserva Campesina” (Fajardo, 2002). A 
comienzos de la década de los 90, “las autoridades de antinarcóticos detectaron 2.300 
hectáreas de amapola a lo largo del Macizo Colombiano, extendiendo posteriormente su 
incidencia a 12 departamentos del país. El anuncio de nuevos hallazgos de hectáreas 
sembradas alentó una fumigación de mayor intensidad con el respaldo del gobierno 
entrante” (Vargas, 2004, p. 115). 
 
De modo que durante la administración de Cesar Gaviria (1990-1994) y Ernesto Samper 
(1994-1998) se amplió la fumigación con glifosato a nuevas hectáreas bajo cultivo sin 
ningún éxito; puesto que, los cultivos aumentaron tal como lo menciona Juan Tokatlian 
(2001) en el caso de la amapola:  
 
“En 1992, se habían destruido 12.864 hectáreas (9.561 con glifosato) de amapola. 
Durante 1993, se erradicaron 9.821 hectáreas pero en 1994 los cultivos de amapola 
seguían proliferando. Durante 1994, se erradicaron 5.314 hectáreas (4.676 
hectáreas mediante fumigación aérea). Sin embargo, de acuerdo a estimaciones de 
las autoridades estadounidenses, en ese año las plantaciones de amapola se 
mantuvieron en aproximadamente 20.000 hectáreas; dato que el gobierno 
colombiano nunca refutó
”
 (Tokatlian, 2001, pp. 16-17). 
 
El fracaso de las fumigaciones con glifosato en la erradicación de los cultivos, evidenció los 
efectos nocivos de esta estrategia en la economía campesina, ya que la fumigación no sólo 
destruía los cultivos ilícitos sino también los legales y los proyectos agrarios alternativos. 
Sumado a lo anterior, la contaminación de las fuentes hídricas, la intoxicación de los suelos, 
animales y cultivos de pancoger representaron una vulneración de los derechos humanos del 
campesinado.  
 
En consecuencia, impulsados por el aumento de las fumigaciones aéreas en contra de los 
cultivos de coca que afectaban de igual manera los pastos y cultivos de pancoger, 
campesinos, colonos y obreros de la hoja de coca, se vieron forzados a movilizarse en lo 
que se conocería como “las  marchas cocaleras de 1996” en los departamentos de Caquetá, 
Sur de Bolívar, Putumayo, Cauca y Guaviare,  los cuales ejercieron la presión suficiente 
para que el gobierno reconociera las ZRC como alternativa de desarrollo rural para estas 
regiones marginadas por la inversión social, golpeadas por la violencia, la exclusión y la 
pobreza, procediendo con la reglamentación de la Ley 160 de 1994 en referencia a las ZRC, 
a través del Decreto 1777 de 1996 (ILSA-INCODER, 2012).  
 
La figura de la ZRC se propuso como una forma organizativa para la defensa del territorio, 
más allá de la sola asignación de tierras. Es decir, un espacio de protección y promoción de 
la economía campesina, que le permitiera al campesinado superar los problemas que 
afronta el sector, como la ampliación de la frontera agrícola, el deterioro ambiental de 
ecosistemas, la concentración de la tierra, la expulsión y el desplazamiento por la presión 
del latifundio y el narco latifundio
6
 o el conflicto armado interno y el desestimulo estatal a 
la producción campesina (CNMH, 2009).  
 
Existen dos definiciones sobre las ZRC, una institucional, que propende más por una 
estabilización del territorio mediante la titulación de baldíos, regulando y delimitando la 
                                                          
6
 En la década de 1990, en algunas regiones del país se comienza a hacer evidente la presión ejercida por el 
narco latifundio, a través de desplazamientos, de compras y usurpación de tierras. (CNMH, 2009) 
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frontera agrícola, con el fin de estabilizar la economía campesina, y otra que ve esta figura 
como la estrategia de desarrollo rural que puede garantizar parte de la reforma agraria 
redistributiva que necesita el campo colombiano, teniendo en cuenta que en Colombia el 
coeficiente de Gini para la concentración de la propiedad agraria representa uno de los más 
altos en América Latina, entre 0.8 y 0.9.   
 
Para el INCODER (2013) por ejemplo, las Zonas de Reserva Campesina son: 
 
 “Áreas geográficas cuyas características agroecológicas y socioeconómicas requieren la 
regulación, limitación y ordenamiento de la propiedad con el propósito de fomentar y 
estabilizar la economía campesina y superar las causas de los conflictos que las afectan.” 
(p.3). 
 
Mientras que las organizaciones campesinas, los movimientos sociales y algunos 
académicos se recogen en una definición más amplia en la cual las ZRC son el 
reconocimiento del estado de la existencia de colonos organizados en sus territorios, a los 
cuales considera interlocutores válidos para el proceso de estabilización de la reforma 
agraria. Ellas pueden ser una estrategia de desarrollo regional y un instrumento de ayuda 
que garantice los derechos sobre la propiedad de la tierra de las comunidades, permitiendo 
el acceso a créditos y asistencia técnica por parte del estado. Como figura jurídica está 
destinada a fomentar y estabilizar las economías campesinas de los colonos, su idea 
principal es evitar la concentración de la propiedad rural. La ley menciona que las áreas 
para establecer ZRC deben ser las de colonización y donde predominen los baldíos 
(Fajardo, 2000).   
 
Sin embargo, el decreto también estableció como ámbito para las ZRC además de las áreas 
de baldíos y colonización, áreas geográficas cuyas características agroecológicas y 
socioeconómicas necesitaran la regulación, limitación y el ordenamiento de la propiedad, 
de esta manera abrió la posibilidad de establecer ZRC dentro de la frontera agrícola, 
causando rechazo en los gremios por miedo a las organizaciones campesinas. El debate no 
es marginal, por el contrario, hace referencia a la oposición histórica de las elites nacionales 
a una reforma agraria efectiva (Fajardo, 2000). 
 
El objeto principal de la Ley de Zonas de Reserva Campesina (ZRC) o los objetivos que 
constituyen su figura jurídica son la regulación, limitación y ordenamiento de la propiedad 
rural, la eliminación de su concentración y el acaparamiento de tierras baldías, la 
adquisición o implantación de mejoras, el fomento de la pequeña propiedad campesina y la 
prevención de la descomposición de la economía campesina del colono y la búsqueda de su 
transformación en mediano empresario (ILSA-INCODER, 2012)  
 
Otros objetivos de las ZRC serían: Controlar la expansión inadecuada de la frontera 
agropecuaria, corregir los fenómenos de inequitativa concentración, o fragmentación 
antieconómica de la propiedad rústica, crear condiciones para la consolidación de la 
economía campesina, crear propuesta de desarrollo humano sostenible, de ordenamiento 
territorial y de gestión pública, fortalecer los espacios de concertación política, ambiental y 
cultural entre el Estado y las comunidades rurales, garantizando la participación de éstas en 
las instancias de decisión local y regional (ILSA-INCODER, 2012). 
 
Si bien la Constitución Política de Colombia de 1991 consagra al país como un Estado 
Social de Derecho, ésta no reconoce expresamente al campesino colombiano como sujeto 
político, fue incapaz de identificar sus derechos, como si lo hizo al reconocer derechos 
fundamentales de las comunidades indígenas y afrocolombianas, a tal punto que en la Carta 
Magna, no figuran acciones pro campesinado, no se les reconoce la posibilidad de la 
tenencia colectiva, ni la posibilidad de construcción de territorios. El campesino como 
sujeto es nombrado una sola vez y es etiquetado como trabajador agrario, como un obrero 
del campo,  lo que se puede entender como una presencia casi nula y un desconocimiento 
del campesino auténtico, con todo lo que culturalmente representa, lo que se puede 
entender casi como una exclusión de éste del marco constitucional. (ILSA-INCODER, 
2012).  
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El reconocimiento del campesino como sujeto de derechos políticos y territoriales no ha 
sido una prioridad en ninguna administración. De hecho, a pesar de los avances en términos 
de derechos fundamentales en la Constitución de 1991, el campesinado fue excluido e 
invisibilizado debido a que el modelo económico imperante lo considera como atrasado y 
subdesarrollado, tal como lo subraya Carlos Fajardo (2002): 
 
“El imaginario del campesinado pobre y atrasado se enfrenta al del agente rural moderno y 
de esp ritu empresarial  de modo que se opone la cultura campesina a la cultura moderna  la 
identidad campesina a la identidad occidental globalizada, como si la primera no fuera fruto 
de los procesos de desarrollo y como si la segunda hubiese borrado todos los  mbitos de la 
vida.  n imaginario contra otro y poco de procesos de construcci n. De esta manera  desde 
diversos  mbitos se toman decisiones sobre el sujeto campesino  decisiones apoyadas en 
ideas  im genes  representaciones  es decir  apoyadas en imaginarios  que ejercen poderes 
que sitúan al campesinado en una posici n de desventaja frente a la sociedad (...)  n 
imaginario negativo: el campesinado minusv lido para adelantar los procesos de 
desarrollo” (pp.10-19) 
 
En ese sentido, la Constitución de 1991 profundizó la competencia asimétrica entre los 
sujetos rurales: campesinos, indígenas y comunidades afrodescendientes, al reconocer 
solamente los derechos y la identidad colectiva de los dos últimos. A los indígenas se les 
ratificó los derechos de propiedad colectiva, respetando su cosmovisión sobre el territorio y 
así mismo, su autonomía política. A las comunidades afrocolombianas, con la Ley 70 de 
1993, se establecieron mecanismos para legitimar sus titulaciones colectivas y sus 
autoridades políticas. En contraste, a los campesinos no se les reconoció derechos 
diferenciales, lo que conlleva a acentuar la pobreza, la vulnerabilidad y la exclusión social.  
 
El reconocimiento político implica el cumplimiento de las obligaciones del Estado con los 
campesinos y en ese sentido, la lucha por sus derechos implica ser reconocidos como 
ciudadanos 
 
 “sujetos de inversi n del presupuesto nacional [...] [y con ello viene] el derecho a la 
participaci n pol tica  que tambi n es una e clusi n hist rica [...] Involucra de manera 
directa esquemas de redistribuci n (responsabilidades estatales  transferencias)  autonom as 
territoriales, autoridad propia, consulta y poder de decisi n sobre los usos del territorio que  
según lo plantea Honneth (1997)  son distintas dimensiones del reconocimiento” 
(Montenegro, 2016, p. 184).  
 
Las ZRC son fundamentales a la hora de reconocer a los campesinos como sujetos 
políticos.  
 
El marco constitucional en el que se basan las ZRC, descansa en los artículos 58 que versa 
sobre la función social y ecológica de la propiedad; el articulo 64 donde el estado debe 
promover el acceso a la propiedad de la tierra y los servicios sociales por parte de los 
“trabajadores agrarios” con el objetivo de mejorar los ingresos de los campesinos; el 
articulo 65 insta al estado a la protección de la producción de alimentos con el objeto de 
velar por la seguridad alimentaria; en los artículos 79 y 80 queda plasmado que toda 
persona tiene derecho a gozar de un ambiente sano y es deber del estado su protección y la 
planificación racional de su uso, con el fin de propender por la sostenibilidad ambiental del 
territorio (INCODER , 2013).    
 
El artículo 79 de la Ley 160 de 1994, traza como propósito fundamental para los procesos 
de colonización presentes y futuros, la regulación, limitación y el ordenamiento de la 
propiedad rural, eliminando la concentración y el acaparamiento de tierras baldías “el 
artículo citado plantea el ordenamiento de la propiedad en función de la corrección de los 
fenómenos de inequitativa concentración de la propiedad rústica y la creación de 
condiciones para la consolidaci n de la econom a de los colonos.” (SINPEAGRICUN-
ILSA-INCODER, 2011, pág. 31).  
 
Por su parte, el artículo 80 indica que son ZRC las áreas seleccionadas por la junta directiva 
del INCORA, teniendo en cuenta características agroecológicas y socioeconómicas de la 
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región. Igualmente se especifica que a través de reglamentación se indicarán las 
extensiones máximas y mínimas que podrán adjudicarse, estas serán determinadas en 
Unidades Agrícolas Familiares -UAF- y el número de estas que podrán tenerse en 
propiedad, así como requisitos, condiciones y obligaciones que deberán cumplir los 
habitantes de las zonas (SINPEAGRICUN-ILSA-INCODER, 2011).  
 
El INCORA procederá a adquirir o expropiar las superficies que excedan los límites 
permitidos con el fin de garantizar la limitación a la propiedad privada en estas zonas. 
Además, “se plantea que la acci n estatal en estos territorios estar  orientada hacia la 
efectividad de los derechos sociales, económicos y culturales de los campesinos, y su 
participaci n en instancias de planificaci n y decisi n del orden regional.” 
(SINPEAGRICUN-ILSA-INCODER, 2011, pág. 31) 
 
Posteriormente el articulo 81 indica que las “Las Zonas de Colonización y aquellas donde 
predomine la existencia de tierras baldías son Zonas de Reserva Campesina” lo cual pone al 
campesinado como población preferente para la titulación de tierras baldías de la nación, 
aunque el aparato normativo igualmente señala una excepción: “las Zonas de Desarrollo 
Empresarial
7
, las cuales se establecen igualmente en baldíos, buscando a través de la 
inversión de capital el aumento de la producción agropecuaria, dentro de criterios de 
racionalidad, eficiencia y protección del ambiente. Estas Zonas de Desarrollo 
Empresarial, son implementadas por empresas especializadas del sector agropecuario y 
forestal (Art culos 82 y 83)” (SINPEAGRICUN-ILSA-INCODER, 2011, pág. 32) 
 
Finalmente el artículo 84 obliga a la participación de los alcaldes, entes municipales, y a las 
organizaciones representativas de los colonos, de los municipios en los cuales se constituya 
las ZRC, en la formulación y ejecución de los planes de desarrollo de los territorios a través 
de los Concejos Municipales de Desarrollo Rural –CMDR- o las instancias de participación 
que hagan sus veces, donde definen lineamientos agrícolas, artesanales e industriales.  
                                                          
7
 Cabe resaltar que la ley ZIDRES ha sido demandada ante la corte constitucional, pues para los 
demandantes ésta vulnera los derechos de los campesinos sin tierra al permitir la apropiación de baldíos de 
la nación por parte de agroindustriales. 
 
Dos años después, con el Decreto 1777 de 1996 se reglamenta el Capítulo XII de la Ley 
160 en lo relativo a las ZRC, el Decreto sostiene la definición de las ZRC contenida en la 
Ley, enfatizando en que las zonas se constituirán y delimitarán por la junta directiva del 
INCORA, en regiones donde predomine la existencia de tierras baldías, en zonas de 
colonización y en la áreas cuyas características agroecológicas y socioeconómicas 
requieran de la limitación, regulación y el ordenamiento de la propiedad o tenencia de 
predios rurales. Las ZRC podrán comprender zonas de amortiguación del área de Sistema 
de Parques Nacionales Naturales, así como en casos excepcionales para la conformación de 
una ZRC se podrá sustraer un área de reserva forestal que se encuentre intervenida por el 
hombre (SINPEAGRICUN-ILSA-INCODER, 2011).  
 
El Decreto 1777 de 1996 en su Artículo 1 señala como objeto de la figura “fomentar y 
estabilizar la economía campesina, superar las causas de los conflictos sociales que las 
afecten y, en general, crear las condiciones para el logro de la paz y la justicia social en 
las  reas respectivas” y se especifican siete objetivos de las zonas:  
  
(i) Controlar la expansión inadecuada de la frontera agropecuaria del país; (ii) Evitar 
corregir los fenómenos de inequitativa concentración, o fragmentación antieconómica de la 
propiedad rústica; (iii) Crear las condiciones para la adecuada consolidación y desarrollo 
sostenible de la economía campesina y de los colonos en la zonas respectivas; (iv) Regular la 
ocupación y aprovechamiento de las tierras baldías, dando preferencia en su adjudicación a 
los campesinos o colonos de escasos recursos; (v) Crear y constituir una propuesta integral 
de desarrollo humano sostenible, de ordenamiento territorial y de gestión política; (vi) 
Facilitar la ejecución integral de las políticas de desarrollo rural; y finalmente, (vii) 
Fortalecer los espacios de concertación social, política, ambiental y cultural entre el Estado 
y las comunidades rurales, garantizando su adecuada participación en las instancias de 
planificación y decisión local y regional. (SINPEAGRICUN-ILSA-INCODER, 2011, pág. 
33) 
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Cabe mencionar que el Decreto establece que la acción del Estado será concertada con la 
población campesina y preferencial a ella, así como también señala las entidades 
gubernamentales que coordinarán las políticas del Estado, que financiarán o cofinanciarán 
planes, programas y actividades en las ZRC, a los Ministerios de Agricultura y Desarrollo 
Rural, de Medio Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial (SINPEAGRICUN-ILSA-
INCODER, 2011).  
 
Finalmente, en línea con lo anterior está el Acuerdo 024 de 1996 expedido por el INCORA, 
que fija los criterios generales y procedimientos para seleccionar y delimitar las ZRC en 
Colombia, logrando brindar mayores herramientas para la aplicabilidad de la figura 
(INCODER , 2013).  
 
El acuerdo presenta las excepciones de áreas y regiones donde no se pueden constituir las 
Zonas:  
 
(a) Las comprendidas dentro del Sistema Nacional de Parques Nacionales Naturales; (b) Las 
establecidas como reservas forestales, salvo los casos a que se refiere el parágrafo 2º del 
artículo 1º del Decreto 1777 de 1996; (c) En los territorios indígenas, según lo previsto en 
los Artículos 2º y 3º del Decreto 2164 de 1995; (d) Las que deban titularse colectivamente a 
las comunidades negras, conforme a lo dispuesto por la Ley 70 de 1993; (e) Las reservadas 
por el Incora u otras entidades públicas, para otros fines señalados en las leyes; y (f) Las 
que hayan sido constituidas como Zonas de Desarrollo Empresarial (SINPEAGRICUN-
ILSA-INCODER, 2011, pág. 33)  
 
También quedó  estipulado el trámite legal administrativo requerido para la selección, 
delimitación y constitución de las ZRC, es de destacar el carácter concertado y democrático 
de este proceso y el de la elaboración del Plan de Desarrollo Sostenible de las ZRC, que se 
aprueba a través de una audiencia pública, que tiene como fin explicar a la comunidad las 
ventajas de la reserva campesina, discutir objeciones y recomendaciones que se formulen 
tanto en  la propuesta de selección como en el plan de desarrollo sostenible, además de 
concertar las actividades, programas e inversiones que deberán realizarse por las entidades 
públicas y privadas, y por las organizaciones que representan a campesinos y colonos en los 
territorios (SINPEAGRICUN-ILSA-INCODER, 2011).  
 
Conviene destacar entonces, que la Ley presenta a las ZRC como una figura de regulación 
de la propiedad y de estabilización ambiental de los territorios, específicamente a evitar la 
concentración de tierras baldías en áreas de colonización; por tanto, no podemos afirmar 
que la figura en sí representa una estrategia de redistribución de la tierra, pero si se puede 
resaltar, que es un freno al latifundio, particularmente en las zonas de baldíos de la nación y 
en las zonas de reserva ambiental, igualmente permite un acercamiento importante a la 
garantía y goce efectiva del derecho a la tierra y al territorio, a los derechos culturales, 
ancestrales, y económicos de los campesinos y colonos beneficiados por la política de ZRC. 
 
1.2.1 CONTEXTO ACTUAL DE LAS ZONAS DE RESERVA CAMPESINA 
 
Las seis zonas de reserva campesina: Guaviare, Pato-Balsillas, Sur de Bolívar, Cabrera, 
Bajo Cuembi y Comandante y Valle del Rio Cimitarra (ver anexo 2), fueron constituidas 
formalmente entre los años de 1997 y 2002. Ubicadas en los límites de la frontera 
agropecuaria en regiones altamente afectadas por la dinámica de la confrontación armada y 
con una marcada ausencia estatal. La mayoría de ZRC fueron solicitadas por 
organizaciones campesinas que veían en la figura una alternativa a los problemas 
socioeconómicos y una fórmula para la sustitución de cultivos de uso ilícito en sus 
territorios (ILSA, 2012).  
 
Este programa, busca trascender el marco de proyectos individuales de “fincas” y la 
tradicional adjudicación de baldíos. En las ZRC hablamos de un espacio más amplio, 
espacios que facilitan mayores escalas de operación, más eficientes en términos de 
ordenamiento territorial y de realización de proyectos ambientales de impacto, de la 
dotación de infraestructuras para el desarrollo y la posibilidad de la construcción de los 
planes de desarrollo local que deben ser aprobados por la comunidad de la ZRC (Fajardo, 
2002).  
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Bajo esta lógica, si bien los proyectos de tipo individual (hacemos referencia a los tipo 
“fincas”) son importantes para el crecimiento de la economía campesina, toman una mayor 
relevancia estratégica los proyectos de tipo agregado, adelantados por grupos de 
productores, como el caso de algunas propuestas presentadas ya dentro de las ZRC. Estos 
proyectos agregados podrían incorporar la perspectiva de cadenas agroindustriales viables a 
la oferta de materias primas de la región, buscando procesos de encadenamiento que 
articulen la producción agrícola y pecuaria de las ZRC en procesos agroindustriales de 
distinta escala y que posibiliten mayores niveles de agregación de valor a nivel de finca, 
teniendo en cuenta las estructuras regionales de producción y operación de los mercados 
laborales, y las migraciones internas de la región (Fajardo, 2002).  
 
La esencia de la ZRC tiene vigencia en el carácter del ordenamiento territorial ambiental, 
con un enfoque agroecológico (visto como un modelo de transformación rural), de saberes 
populares, donde es posible construir ciencia y tecnología a partir de esos saberes 
autóctonos de los territorios.  El objeto principal es el logro de la paz y la justicia social. 
Desde las comunidades se han planteado la educación comunitaria, que permite construir 
desde un enfoque territorial y de región más allá del enfoque municipal. Un ejemplo más 
claro de la apropiación social del territorio en las ZRC se da en el valle de Cimitarra, donde 
los pobladores dejaron una zona o franja amarilla en la cual se abstuvieron de sembrar o 
producir para protegerla, hoy día es reconocida por el ministerio de ambiente como parque 
natural. 
 
Como lo menciona Pinto (2009) dentro del plan de desarrollo de las ZRC se encuentra el 
cuidado y defensa de los recursos hídricos, madereros, mineros; así como el impulso de los 
proyectos productivos de vivienda, búfalos, cabras, trapiches, trilladoras, galpones, 
piscicultura, entre otros, en pro de impedir que los agrocombustibles, los megaproyectos de 
explotación y la misma violencia que desplazan día a día a la población campesina, afecte 
la lucha por alcanzar la soberanía y la seguridad alimentaria y nutricional campesina vista 
desde el corazón del territorio. Estos esfuerzos, junto a los proyectos de orden alimentario y 
social como los proyectos de vivienda, huertas comunitarias, y los anteriores mencionados, 
han logrado que las comunidades cada día defiendan su territorio de los inclementes 
ataques en contra de la vida del campesinado y sirvan de ejemplo organizativo a los 
procesos nacientes en las diferentes regiones del país. 
 
Hacia el año 2000, en Colombia se vivía un nuevo intento por solucionar el conflicto 
armado mediante la vía del dialogo, por lo que se llevaba a cabo un proceso de paz con la 
guerrilla de las FARC-EP, en un experimento que resultó bastante negativo para el país, 
éste se conoció como “Zona de Distención” ubicadas en municipios del Meta y Guaviare, 
donde la guerrilla tendría libre tránsito y el gobierno garantizaba que los militares no 
irrumpieran en dicha zona. El fracaso del modelo fortaleció la idea de la solución al 
conflicto por la vía militar, idea de la cual se alimentó Álvaro Uribe políticamente para 
llegar a la presidencia en 2002. La estigmatización hacia los movimientos opositores a la 
política guerrerista no se hizo esperar, entre ellos estaban los movimientos campesinos que 
impulsaban las zonas de reserva campesina, las cuales fueron atacadas y estigmatizadas 
como nuevas “zonas de despeje” y sus principales representantes asociados con la 
subversión.  
 
La iniciativa de ZRC como principal estrategia de desarrollo rural integral impulsada por el 
Incora, cambió radicalmente en la administración de Álvaro Uribe, quien en la práctica y 
por la vía legal quiso eliminar la figura, lo que ocasionó el estancamiento de ésta en los 8 
años de su gobierno (2002-2010). El estancamiento tenía tres componentes: el 
administrativo, el represivo y la vía jurídica. En primer lugar, el componente administrativo 
tenía como fin no permitir la creación de más zonas de reserva campesina, el abandono de 
los proyectos piloto para las mismas y el retiro de cualquier tipo de apoyo administrativo. 
El segundo componente asociado a lo represivo, pretendía por medio de la estigmatización 
a organizaciones campesinas y a los principales líderes de las comunidades frenar cualquier 
tipo de iniciativa campesina. Por último, a través de la vía jurídica en la presentación del 
Estatuto de Desarrollo Rural amparado en la Ley 1152 de 2007, se pretendía que las ZRC 
sólo se establecieran en zonas de baldíos, lo que en la práctica representaba estar solo en los 
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bordes de la frontera agrícola. Éste Estatuto fue declarado inexequible por la Corte 
Constitucional con la Sentencia C-1175 de 2009 (ILSA, 2012).        
 
Dado lo anterior, durante los 8 años de gobierno Uribe las comunidades en su legítimo 
derecho de organizarse y auto-determinarse decidieron defender su territorio mediante 
acuerdos internos sin necesidad de una aprobación oficial. Las ZRC de hecho, se 
fundamentan en los procesos campesinos que se han apropiado de la naturaleza de la figura, 
construyen un territorio y buscan caminos alternativos para el avance de los planes de 
desarrollo sostenible. Son un ejercicio legítimo de construcción territorial alternativa, así no 
se encuentren legalizadas por el gobierno (ILSA, 2012).  
 
En 2010, durante el primer periodo presidencial de Juan Manuel Santos, el discurso político 
tuvo un giro importante no solo en materia del conflicto y en su referencia a los 
movimientos sociales, también en lo referente a las ZRC, al punto que miembros del alto 
gobierno, manifestaron que éstas serían un instrumento privilegiado de la política agraria 
del presidente Santos (ILSA-INCODER, 2012). Ese mismo año se llevó a cabo el primer 
encuentro de ZRC en Barrancabermeja, donde participaron las diferentes organizaciones 
campesinas de las ZRC ya constituidas y de las que están en proceso de constitución, por 
parte de las instituciones gubernamentales asistió el gerente del INCODER al igual que 
voceros del Ministerio de Agricultura.  
 
El evento sirvió para visibilizar las dificultades de diferente índole, como estigmatizaciones 
a campesinos de delincuentes y guerrilleros, amenazas de grupos paramilitares y represalias 
contra los procesos organizativos. También se denunció la situación de extrema pobreza 
vivida en la mayoría de los territorios campesinos y la afectación que sufren con la 
fumigación aérea de cultivos ilícitos. El espacio fue importante porque después de 8 años 
volvió a permitir la interlocución entre los campesinos de las ZRC y el gobierno nacional, 
el cual se propuso retomar el acompañamiento suspendido en los 8 años anteriores.  
 
Se propuso evaluar las experiencias de los planes piloto de las Zonas de Reserva 
Campesina (PPZRC) en conjunto con las asociaciones campesinas y los comités de impulso 
de las ZRC. También fortalecer las ZRC ya constituidas (Guaviare, Pato-Balsillas, Sur de 
Bolívar, Cabrera, Bajo Cuembi y Comandante y Valle del Rio Cimitarra) e iniciar los 
procesos normativos para la creación de nuevas bajo la ley vigente entre ellas la ZRC de 
Montes de María. Se solicitó la actualización de los planes de desarrollo locales y de 
ordenamiento territorial mediante metodologías e instrumentos flexibles que permitirían 
contar con el mapa exacto de las relaciones sociales del territorio, y priorizar los proyectos 
de inversión. Igualmente contempla la inversión en infraestructura, proyectos productivos y 
desarrollos tecnológicos (Osejo, s.f.).  
 
Dentro del Plan de Desarrollo 2011 se plantea la necesidad de incrementar el acceso a la 
tierra con vocación agropecuaria a través de cuatro estrategias: la primera la agilización del 
proceso de restitución de tierras vía extinción de dominio, la segunda es la simplificación 
de los procesos en la adjudicación de subsidios, el tercero mediante la adjudicación de 
baldíos nacionales, y por último el fortalecimiento de las ZRC para la estabilización de la 
población cercana a la frontera agropecuaria y el mejoramiento de los mercados 
campesinos, ésta debe estar enmarcado en una política campesina integral de tierras que 
facilite el desempeño de estos mercados, así como la seguridad en los derechos de 
propiedad (DNP, 2011). 
 
El hecho destacado está en la asociación de las ZRC con la frontera agropecuaria, puesto 
que permite inferir que la figura se usará como fórmula para cerrar la frontera agrícola y 
contener la colonización, pero también está indicando que éstas no estarán cerca a las 
cabeceras urbanas o a las grandes ciudades como mecanismo de abastecimiento alimentario 
y reducción de la cadena de intermediarios, o como herramienta de preservación ambiental 
en zonas cercanas a los centros urbanos, lo que afectaría la solicitud en curso de la ZRC del 
Sumapaz, cercana a Bogotá (ILSA, 2012).   
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Con la puesta en escena nuevamente de las ZRC se ha reactivado el debate sobre su campo 
de acción. Si bien la legislación permite que se creen zonas en cualquier parte del territorio 
rural, en la práctica y según lo presenta el Plan Nacional de Desarrollo (2010-2014) su 
constitución se ha limitado exclusivamente a los cierres de la frontera agrícola. Este 
escenario ha hecho resurgir el debate en los sectores que quieren consagrar legalmente ésta 
realidad, cercenando la posibilidad de crear zonas de reserva campesina dentro de la 
frontera agrícola, vale mencionar que la posición del INCODER en este debate ha sido el 
de no limitar la creación de las ZRC a regiones con predominio de baldíos por el contrario, 
dar paso a la creación dentro de la frontera agrícola  (ILSA, 2012).   
 
A pesar de las buenas intenciones del gobierno Santos en el proceso de restitución de tierras 
a campesinos desplazados por la violencia, y de poner sobre la mesa el campo, como uno 
de los ejes productivos para el crecimiento económico del país, las organizaciones que 
agremian las ZRC han mostrado su descontento por lo que ellos llaman una sobre posición 
o contradicción, si se tiene en cuenta que el gobierno de manera paralela impulsa otras 
figuras territoriales discordantes, como los megaproyectos minero energéticos y los 
proyectos agroindustriales de grandes extensiones, vale la pena mencionar la figura jurídica 
aprobada para el desarrollo rural empresarial más conocida como ZIDRES
8
, con la que el 
gobierno propone desarrollar los llanos orientales.  
 
“cuatro grandes empresarios del país ya han invertido capitales en la Altillanura, la suma 
llega a los US$600 millones, sobre un total de 119.000 hectáreas. Este tipo de inversiones se 
podrán insertar en el mercado bursátil como commodities partir de los desarrollos 
                                                          
8
 La Ley 1776 de 2016 define las ZIDRES como: “territorios especiales, aptos para la agricultura, la ganadería, 
la pesca o los desarrollos forestales, pero alejados de los centros urbanos, con baja densidad de población y 
limitada infraestructura. El Gobierno ha creado estas zonas –que por su naturaleza demandan altas 
inversiones para que sean productivas– con el fin de desarrollar planes rurales integrales, fortalecer la 
sostenibilidad ambiental y fomentar el desarrollo económico y social de sus habitantes”.  Esta Ley fue objeto 
de controversia al considerarse que sólo beneficiaría los latifundistas y grandes terratenientes que 
legitimarían la acumulación de baldíos, vulnerando así los derechos de pequeños campesinos. Congresistas 
del Partido verde y del Polo junto con asociaciones campesinas demandaron la Ley por inconstitucional ante 
la Corte Constitucional. Sin embargo, la Corte mediante la sentencia C-077/17 dejó en firme la 
implementación de las ZIDRES. 
 
estipulados en la Ley 1450 de 2011, en lo que será una reprimarización bursátil de la 
economía.” (ILSA, 2012, pág. 47) . 
 
Finalmente, es necesario señalar que las ZRC surgen como una propuesta enmarcada en 
procesos de exigibilidad política en el marco de las marchas cocaleras por el derecho a la 
tierra y al territorio por parte de campesinos colonos y pequeños propietarios, siendo así 
una figura que se fue complejizando hasta llegar a ser parte de la Ley 160 de 1994, y que se 
basa en la economía campesina que va más allá del concepto tradicional de ganancia en el 
proceso de producción de alimentos, propendiendo por la existencia propia del campesino y 
su desarrollo. 
 
1.2.2 ALGUNAS EXPERIENCIAS INTERNACIONALES SIMILARES  
 
Si bien la figura de las Zonas de Reserva Campesina constituyen una experiencia única 
colombiana, surgida a partir de las luchas campesinas de los años 90 como respuesta al 
desplazamiento, la colonización, la sustitución a los cultivos ilícitos y la solución para 
muchas comunidades sin tierra, existen figuras similares a las ZRC en algunos países de 
América Latina.   
 
Tal es el caso de México, donde existe la figura jurídica del “Ejido”, ésta es producto de un 
proceso legal que se denomina dotación, la cual se entrega a una comunidad organizada, no 
existe una compra, en su origen las reciben gratuitamente del estado, ya sean de tierras 
expropiadas a latifundistas o de propiedad de la nación.  
 
El ejido nace en la revolución Mexicana hacia el año de 1910, inspirada en las consignas 
zapatista “Tierra y Libertad”, se suponía que los campesinos recibirían las tierras de mejor 
calidad expropiadas a los latifundistas y que el modelo daría la tierra a quienes la trabajen  
 
“según las Resoluciones Presidenciales de dotación de tierras, se establecieron unos 30 000 
ejidos y comunidades que incluyeron 3,1 millones de jefes de familia, aunque según el último 
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Censo Agropecuario de 1991 se consideraron como ejidatarios y comuneros 3,5 millones de 
los individuos encuestados. Afines del siglo XX, la propiedad social comprendía el 70 por 
ciento de los casi 5 millones de propietarios rústicos y la mayoría de los productores 
agropecuarios de México” (Warman, 2002, pág. 2) 
  
Sin embargo, el ejido se convirtió en una parcelación minifundista que no recibió un 
acompañamiento complementario del estado, lo que no le permitió a los “ejidarios” salir de 
la pobreza, y como fue la constante en Latinoamérica, la revolución agraria fue perdiendo 
fuerza por el creciente desarrollo urbano. El modelo revolucionario prometía mejorar las 
condiciones sociales de los campesinos, pero la mayor parte de los 40 millones de la 
población rural Mexicana sigue viviendo bajo la línea de pobreza establecida por el mismo 
gobierno. El modelo también establecía como objetivo nacionalista la autosuficiencia 
alimentaria, “pero desde finales de 1970 se gastan miles de millones de dólares en la 
compra de granos importados” (Trujillo Bautista, 2010, pág. 102).  
 
A finales de los años 80 principios de los 90 el ejido sufrió una serie de reformas que 
pretendían adaptarlo a la entrada en vigor del nuevo modelo de libre mercado en la 
economía mundial, la reforma promulgada por el expresidente Carlos Salinas en la Ley 
Agraria de 1992, modificó el status legal del ejido permitiendo la libre venta del territorio 
asignado al ejidario si éste así lo deseaba, y modificó de esta forma la line hereditaria que 
traía en sus inicios la figura. Naturalmente, lo que se pretendía era activar el mercado de 
tierras en el campo mexicano, y que cualquier persona pudiera acceder a los ejidos “con la 
nueva ley, las mujeres y los hijos perdieron el derecho primordial de herencia del ejido; el 
titular como dueño legitimo tiene el poder de decisión total sobre el uso y destino de su 
tierra  desprotegiendo legalmente a las familias” (Velasco, 2013: 31). 
 
Sin embargo, para Velasco (2013) tener la opción de comprar no ha sido solución 
dinamizadora de la economía campesina, debido al desequilibrio histórico en la tenencia de 
la tierra y al control sobre los recursos, solo pocas personas tuvieron y tendrán el capital 
suficiente para la compra de una parcela productiva de buena calidad. 
 
Ésta situación se señala contradictoria dentro de la reforma neoliberal, pues termina 
beneficiando a los mismo terratenientes de siempre, creando también un problema de 
vulneración hacia las mujeres que quedan desprotegidas al no poder heredar el ejido cuando 
su conyugue decide venderlo o hipotecarlo, esto ha llevado a que sean ellas las que tomen 
una posición más activa dentro del hogar, y asuman la responsabilidad sobre el “solar” 
como es llamado el ejido parcelado y adjudicado a la familia (Velasco, 2013). 
 
Con la reforma de 1992, el Estado asumió que había cumplido su propósito después de 75 
años respecto al reparto de tierras. El ejido como sociedad de propietarios permaneció 
como sujeto jurídico de la propiedad, sin embargo obtuvo facultades para vender y arrendar 
parte de sus territorios, incluso para asociarse a agronegocios, de la misma manera que 
autoriza a sus ejidarios a vender o enajenar la propiedad a quien éste desee sin importar si 
esos nuevos propietarios hacen o no parte de la sociedad ejidal, “la reforma favoreció la 
circulación de la tenencia de la tierra y la formación de un mercado de tierras, pero 
mantuvo la propiedad social con salvaguardas especiales para evitar despojos y 
concentración” (Warman, 2002, pág. 7). 
 
Los ejidos antes de la reforma de 1992 guardan más similitud con las figuras de los 
territorios indígenas o afros en Colombia que con las ZRC
9
. Sin embargo después de la 
reforma que sufrieron en la Ley Agraria de 1992, se observan algunas similitudes con las 
ZRC, por ejemplo: el ejidario es libre de vender su tierra a quien corresponda, al igual que 
el campesino que logra una titulación del baldío dentro de la Zona de Reserva Campesina, 
lo que permite que el mercado de tierras sea dinámico. Igualmente la asamblea ejidataria 
                                                          
9
 En Colombia, la Ley 70 de 1993 reconoció a las comunidades negras que han venido ocupando tierras 
baldías en las zonas rurales ribereñas de los ríos de la Cuenca del Pacífico, de acuerdo con sus prácticas 
tradicionales de producción, el derecho a la propiedad colectiva. De esta forma, la Ley define el carácter de 
“Ocupación colectiva” como “el asentamiento histórico y ancestral de comunidades negras en tierras para 
su uso colectivo, que constituyen su hábitat, y sobre los cuales desarrollan en la actualidad sus prácticas 
tradicionales de producción”. En ese sentido, los ejidos son más similares a la figura territorial de las 
comunidades afrodescendientes  dado el proceso de titulación colectiva, el cual no se presenta en ninguna 
Zona de Reserva Campesina. Sobre el impacto de la ley 70, una evaluación se encuentra en Peña et al. 
(2017). 
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acuerda mediante consenso con sus socios la extensión del ejido, lo que en las ZRC se 
realiza a través del plan de desarrollo aprobado por las comunidades del territorio y con 
posterior visto bueno del Consejo Directivo del INCODER quienes definen cuantas 
unidades agrícolas familiares máximas y mínimas podrán adjudicarse. Los Ejidos definen 
sus estrategias de desarrollo territorial en asamblea de ejidarios, al igual que se estipula en 
las ZRC donde son las comunidades quienes realizan sus planes de desarrollo con carácter 
vinculante por parte de las instituciones gubernamentales.  
 
En Bolivia existe otra figura similar a las “ZRC” y al “Ejido”, la cual recibe el nombre de 
Tierras Comunitarias de Origen “TCO”. Esta es una forma de dimensionar la propiedad 
comunitaria que comenzó a implementarse con la Ley 1715 de 1996 del Instituto Nacional 
de Reforma Agraria, dando inicio a lo que en Bolivia se llamó la segunda reforma agraria
10
. 
Las TCO se definieron como “espacios geográficos que constituyen el hábitat de los 
pueblos y comunidades indígenas y originarias, a las cuales han tenido tradicionalmente 
acceso y donde mantienen y desarrollan sus propias formas de organización económica, 
social y cultural, de modo que aseguran su sobrevivencia y desarrollo” (Fornillo, 2011).  
 
En el papel, esta legislación apuntaba a un horizonte democratizador de la propiedad de la 
tierra, planteaba un “saneamiento” interpretado como el rehacer desde cero el mapa agrario 
del país, haciendo una radiografía de la tenencia actual para de acuerdo a ésta, el estado 
rectificara donde viera la necesidad de hacerlo mediante procesos redistributivos. El modo 
de aplicación pasó a ser determinante en la forma en cómo se abordaría la temática de tierra 
y territorio, planeó en un periodo de 10 años concluir todo el saneamiento, pero a 2006 solo 
había logrado incluir para saneamiento y titulación 9.3 millones hectáreas, correspondiente 
al 8.7% de lo previsto, de las cuales solo se identificaron 100.000 hectáreas entregables a 
                                                          
10
 La primera Reforma Agraria inició en 1953 bajo el mandato de Víctor Paz Estenssoro (1952-1956). “Esta 
ley se presentó como el modelo normativo que permitía restituir a las comunidades indígenas las tierras que 
les fueron usurpadas y cooperar en la modernización de sus cultivos. En lo que se refiere al sistema 
productivo entonces vigente, se dijo que la ley sería una herramienta para estimular la mayor productividad 
y comercialización de la industria agropecuaria, facilitando la inversión de nuevos capitales, respetando a los 
agricultores medianos, fomentando el cooperativismo agrario, prestando ayuda técnica y abriendo 
posibilidades de crédito (Decreto Ley 3464, considerandos)”  (Colque, Tinta & Sanjinés, 2016: 71). 
 
campesinos. Sin embargo, se terminó priorizando la titulación y el catastro de propiedades 
privadas para garantizar la seguridad jurídica y atraer inversionistas, lo que termino 
fortaleciendo el latifundio improductivo y privatizando concesiones ambientales en muchas 
zonas de Santa Cruz, Beni y Pando (Fornillo, 2011). 
 
Con la llegada al poder del MAS (Movimiento al Socialismo) por medio del Presidente Evo 
Morales (2006-2020), los movimientos campesinos tomaron mayor impulso y mediante 
presiones en la movilización lograron reformar la Ley INRA (Instituto Nacional de 
Reforma Agraria) aprobada diez años atrás, cuyo objetivo principal se centró en 
“transformar las estructuras de tenencia y acceso a la tierra, desmontando la herencia 
colonial aún presente en el Estado” (Fornillo, 2011, pág. 157) y que tuvo como principal 
logro el reconocimiento de las Tierras Comunitarias de Origen (TCO).  
 
Las principales modificaciones que introdujo la reforma a Ley INRA promulgada en 
noviembre de 2006 y reglamentada en agosto de 2007 son las siguientes: 1) ampliación del 
plazo para concluir el proceso de saneamiento o expropiación, que debería finalizar el 19 de 
octubre de 2013 como estaba aprobado 10 años atrás; 2) se estableció que las tierras 
fiscales (es decir las expropiadas o confiscadas) sean dotadas exclusivamente a campesinos 
e indígenas sin tierras o con poca tierra; 3) subrayaron la equidad de género estableciendo 
que en los casos de matrimonios y uniones conyugales libres o de hecho los títulos 
ejecutoriales sean emitidos a favor de ambos conyugues; 4) se crearon herramientas para 
acelerar el saneamiento y hacer más efectivo los procesos redistributivos (Fornillo, 2011).  
 
A partir de esta reforma se generaron mecanismos efectivos para la redistribución de la 
tierra mediante la expropiación o la reversión como fueron llamados éstos procesos 
administrativos, lo que implicaba el retorno de la tierra al dominio del Estado, sin ningún 
cargo o indemnización a causa de incumplimientos en su “función económico-social”, ésta 
función está definida dentro de la producción sostenible y compatible con el interés 
colectivo, que debía ser comprobada en el territorio, e imposible de justificar con el pago de 
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un impuesto. Estas tierras expropiadas o reversadas, solo pueden ser entregadas a 
campesinos e indígenas sin tierra, o con poca tierra.  
 
La figura ha sido efectiva en materia de redistribución del mapa de propiedad la tierra, 
según Fornillo (2011):  
 
“De partida  Bolivia tiene una superficie de 109 858 100 ha y descontando las manchas 
urbanas, cuerpos de agua, salares, etc., la superficie objeto de saneamiento es de 106 751 
723 ha, de las cuales solo el 65% es económicamente aprovechable. Ahora bien, en el 
período total que va del año 1996 a 2009, el INRA saneó más de 40,5 millones de ha –se 
consideran tierras ya saneadas a las  reas tituladas a “ ” propietario y a las tierras fiscales 
identificadas por el Estado–, es decir, el 37,95% de la superficie, casi la mitad del total si 
contamos que a fines de 2009 se encontraban en proceso de saneamiento 10,6 millones de 
ha, esto es un 9,94%. A la hora de dar cuenta de la modalidad con que se tituló la tierra, de 
las 40 508 710 ha hasta ahora saneadas, 18 064 657 ha (45%) se han titulado bajo la figura 
de TCO; 15 741 097 ha (34%) son tierra fiscal; 4 915 568 ha (12%) corresponden a la 
propiedad comunitaria…” (p.6). 
 
De acuerdo a lo anterior, vale la pena resaltar como el grueso de la titulación responde a las 
necesidades de las comunidades campesinas e indígenas; lo cual demuestra también la 
voluntad política que estos procesos requieren, procesos complejos en su desarrollo, pero 
necesarios para avanzar en las reformas agrarias vitales para la trasformación estructural del 
mapa rural de países en vías de desarrollo, que aún tienen una deuda histórica sin saldar con 
el campesinado.  
 
Al analizar el caso Mexicano con  la figura del Ejido y el Boliviano con las TCO, se 
demuestra los intentos de éstos países por adelantar los procesos de reforma agraria, lo cual 
pone de manifiesto que no es una preocupación única de Colombia, que como lo menciona 
Machado (2011) el país pasó a la modernidad sin resolver el problema agrario. Estos 
procesos guardan características similares, sobre todo la idea de la titulación minifundista y 
el respeto por las organizaciones campesinas de base en los territorios a la hora de la 
formulación de los planes de desarrollo local.  
 
Sin embargo, hay que decir que tanto Mexico antes de la reforma de 1992 como Bolivia 
con la llegada al poder del MAS, han desarrollado procesos de titulación colectiva de 
tierras, con el propósito de llevar a cabo una reforma agraria basada en la redistribución de 
la misma. Posterior a la reforma a de los Ejidos en 1992, estos toman un enfoque hacia la 
redistribución vía mercado de tierras. Como se mencionó anteriormente, en las ZRC no se 
da la titulación colectiva de la tierra, sino que esta se entrega mediante Unidades Agrícolas 
Familiares (UAF) a campesinos y colonos, principalmente en baldíos de la nación, es decir, 
ésta reforma no toca la estructura de la propiedad ya existente, por lo cual el espíritu de la 
reforma no es de carácter redistributivo sino de mercado.  
 
Hacia el año 2010 Olivier De Schutter, relator especial sobre el derecho a la alimentación 
manifestaba:  
 
“…los debates y propuestas se han orientado a dos vertientes, en primer lugar, la reforma 
agraria centralizada o dirigida por el Estado, efectuada mediante la adquisición de tierras 
por parte del Estado compensadas a precios por debajo del mercado, y en segundo lugar, la 
reforma agraria descentralizada, basada en criterios de mercado y en el principio de un 
comprador voluntario y un vendedor voluntario. Frente a las dos modalidades, afirma que la 
primera ya no es tan común hoy en día, primando la segunda, ya que desde el decenio de 
1990  se ha observado una tendencia hacia la reforma agraria basada en el mercado…” 
(ILSA-INCODER, 2012, pág. 11)  
 
Es decir, el paradigma del mercado se insertó también en la forma de abordar el problema 
agrario, desconociendo que las ventas de tierra favorecen a aquel que posee el capital para 
adquirirlas, y no necesariamente al que mejor uso agropecuario le dé, al entender la tierra 
como una simple mercancía, se alejan de la visión alternativa que reconoce a campesinos y 
colonos derecho sobre ella en razón de que la trabajan día a día. Figuras como las ZRC 
entran a jugar un papel importante a la hora de favorecer a colonos y campesinos 
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organizados en sus territorios, ya que si bien no se da una titulación colectiva de la tierra, si 
presenta herramientas para frenar el avance latifundista en el campo colombiano.  
 
2. DESARROLLO RURAL: SEGURIDAD 
ALIMENTARIA, RIESGO, 
VULNERABILIDAD Y ACCIÓN 
COLECTIVA 
 
Después de introducir la ZRC y su contexto legal e histórico, en el presente capítulo se 
abordarán las tres categorías teóricas que serán objeto de medición en el instrumento y de 
discusión en el análisis posterior, a saber: seguridad alimentaria, riesgo, vulnerabilidad y 
acción colectiva. Por consiguiente, en la sección 2.1 Derecho a la alimentación, seguridad y 
soberanía alimentaria se realizará un breve contexto sobre el derecho a la alimentación a la 
luz de la Declaración de los Derechos Humanos y de la Organización de las Naciones 
Unidades para la Alimentación –FAO –, se definirán los conceptos de seguridad y 
soberanía alimentaria y se analizará su relación con la noción de vulnerabilidad.  
 
Posteriormente, en la sección 2.2 se hablará sobre vulnerabilidad y riesgo campesino, se 
abordaran los conceptos sobre vulnerabilidad social, la exposición de los hogares a 
diferentes choques y el análisis de cómo desde la teoría se entiende el concepto de riesgo 
campesino y la forma en como éste sector lo afronta. Finalmente, en la sección 2.3 sobre 
territorialidad y acción colectiva, abordaremos como desde la figura de la identidad y 
relación con el territorio, las comunidades construyen lazos que permiten generar 
movimiento social que desembocan en la acción colectiva, con la cual las organizaciones 
son capaces de alcanzar los objetivos trazados en pro del bien común.  
 
2.1 DERECHO A LA ALIMENTACIÓN, SEGURIDAD Y SOBERANÍA 
ALIMENTARIA 
 
Los esfuerzos de las organizaciones internacionales se han centrado en definir qué es el 
derecho humano a la alimentación, y cuáles son sus elementos constitutivos. Esto con el 
objeto de identificar, definir y acabar definitivamente con el problema del hambre, el cual 
tomó especial relevancia después de la segunda guerra mundial dada la afectación que tuvo 
la población en este periodo por la escasez de alimentos.  
 
La alimentación como derecho fundamental fue consagrada en la Declaración Universal de 
Derechos Humanos de 1948. Se reconoce el derecho humano a la alimentación en el 
artículo 25 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, y toma especial 
relevancia el artículo 11 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, artículo que es reinterpretado por el Comité de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales de la ONU –CDESC- a través de su observación general 12, para precisar que 
los elementos básicos del derecho a la alimentación son: 1) Suficiencia; 2) Adecuación; 3) 
Sostenibilidad; 4) Inocuidad; 5) Respeto a las culturas; 6) Disponibilidad; 7) Accesibilidad 
económica y; 8) Accesibilidad física (Fradejas, 2007).  
 
Bajo este contexto la FAO asocia la noción de hambre a la sensación individual de 
consumo insuficiente de alimentos, la que relaciona directamente a la inseguridad 
alimentaria y nutricional de la población. La seguridad alimentaria según la FAO se define 
entonces como  
 
“a nivel de individuo, hogar, nación y global, se consigue cuando todas las personas, en todo 
momento, tienen acceso físico y económico a suficiente alimento, seguro y nutritivo, para 
satisfacer sus necesidades alimenticias y sus preferencias, con el objeto de llevar una vida 
activa y sana”  (PESA, 2011).  
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El concepto de seguridad alimentaria y nutricional adoptado por el estado colombiano, 
parte del reconocimiento del derecho que posee toda persona a no padecer hambre, tiene en 
cuenta los tratados internacionales firmados, la evolución histórica conceptual, y se basa en 
la construcción conjunta con los diferentes actores de la comunidad, agentes del orden 
nacional y territorial, y la define según el documento (Conpes 113, 2008, pág. 3) en un 
contexto multidimensional como: seguridad alimentaria y nutricional es la disponibilidad 
suficiente y estable de alimentos, el acceso y el consumo oportuno y permanente de los 
mismos en cantidad, calidad e inocuidad por parte de todas las personas, bajo condiciones 
que permitan su adecuada utilización biológica, para llevar una vida saludable y activa.  
 
La definición anterior pone de manifiesto que una persona está en condición de inseguridad 
alimentaria, cuando carece de la posibilidad de alcanzar una canasta de bienes que no 
incluye los niveles de alimentos necesarios para una alimentación suficiente e idónea. La 
dimensión de los medios económicos para la seguridad alimentaria y nutricional, hace 
referencia a la capacidad de los individuos de adquirir una canasta suficiente de alimentos, 
inocuos y de calidad para el consumo, mediante el uso de diferentes canales de acceso, 
como lo son el mercado y el autoconsumo. Desde esta perspectiva una persona está en una 
situación potencial de hambre cuando: 1) existe escasez de oferta de alimentos de la canasta 
básica; 2) cuando se genera algún cambio en sus dotaciones iniciales de ingresos (acceso a 
la tierra, a crédito, insumos, etc) o 3) cuando ocurre una variación negativa en su poder 
adquisitivo, como el alza en los precios de alimentos o insumos, o caída de su nivel 
ingresos. Teniendo en cuanta lo anterior una situación de inseguridad alimentaria puede 
originarse potencialmente por desajustes de oferta y demanda (Fradejas, 2007).  
 
Para la FAO (2006) existen cuatro dimensiones centrales en las que basa el análisis de la 
seguridad alimentaria: La disponibilidad, entendida como la existencia de cantidades 
suficientes de alimentos de calidad suplidos a través de producción nacional o 
importaciones; Acceso, en el que se refiere a la posibilidad de las personas de acceder a los 
recursos adecuados para adquirir alimentos apropiados, recursos a los que tiene derecho en 
virtud de acuerdos jurídicos, políticos, económico y sociales de la comunidad en que vive; 
Utilización, entendida como la utilización biológica adecuada de los alimentos a través de 
una alimentación que satisfaga las necesidades de cada persona; Estabilidad, importante 
para tener seguridad alimentaria, una población, un hogar o una persona deben tener acceso 
adecuado a los alimentos en todo momento, no deben correr riesgo alguno para acceder a 
los alimentos a consecuencia de crisis repentinas.   
 
Si bien se logra un consenso en la conceptualización de la seguridad alimentaria, la 
discusión versa en torno al cómo asegurar su realización y defensa, principalmente por la 
complejidad de reconciliar dos posturas divergentes, dos rutas críticas en conflicto hacia el 
derecho a la alimentación. Por un lado, la ruta que se ha venido imponiendo desde mediado 
de los 70, la del continuum capitalista en su etapa neoliberal, una ruta orientada a fortalecer 
el rol del agronegocio como sujeto económico y político protagónico, no solo de cara a la 
alimentación mundial sino también a la provisión energética y por otro lado la ruta 
orientada al logro y defensa de la soberanía alimentaria –concepto que se explicará más 
adelante–  para garantizar el derecho a la alimentación, ruta que considera al campesinado 
como sujeto protagónico en la provisión alimentaria mundial, que prioriza las economías 
locales, los mercados locales y nacionales, así como promociona reformas agrarias que 
garanticen el acceso a los pequeños campesinos y comunidades indígenas al territorio 
(Fradejas, 2007, pág. 2).  
 
De igual manera, es necesario subrayar que existe un concepto complementario al de la 
seguridad alimentaria y nutricional. Se trata de la soberanía alimentaria, un concepto 
relativamente nuevo que surge en 1996 desde las organizaciones de la sociedad civil con el 
fin de abordar el problema del hambre desde el desarrollo del medio rural propio, y se 
define como: 
 
“el derecho de los pueblos a definir sus propias políticas y estrategias sustentables de 
producción, distribución y consumo de alimentos que garanticen el derecho a la 
alimentación para toda la población, con base en la pequeña y mediana producción, 
respetando sus propias culturas y la diversidad de los modos campesinos, pesqueros e 
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indígenas de producción agropecuaria, de comercialización y de gestión de los espacios 
rurales  en los cuales la mujer desempeña un papel fundamental” (Loma, 2007, pág. 17) 
 
De acuerdo con las discusiones llevadas a cabo en el marco del Programa Andino de 
Seguridad y Soberanía Alimentaria y Nutricional de la Comunidad Andina, se concluye que 
esta definición corresponde a una ampliación del concepto de seguridad alimentaria, 
incluyendo aspectos como el acceso y la utilización de los activos productivos, 
principalmente tierra, agua, y semillas; la valorización y mejoramiento de los sistemas 
productivos campesinos e indígenas; el respeto, rescate y perfeccionamiento de las 
prácticas agro-ecológicas ancestrales; preservando la identidad de los pueblos y 
propiciando la construcción de nuevas instituciones para la diversificación productiva y el 
intercambio con acceso a mercados de precios justos; y el desarrollo de las capacidades 
locales para satisfacer sus necesidades básicas en alimentos, con productos procesados, 
conservados y distribuidos localmente, y culturalmente demandados, sin decir con esto que 
la soberanía alimentaria se contraponga al comercio y a la importación de alimentos, lo que 
se pretende, es que esto no ocurra en detrimento de la capacidad de producción de una 
región o un país (CEPAL , 2014).     
 
Por otra parte, la vulnerabilidad alimentaria refleja la probabilidad de que se produzca una 
disminución aguda del acceso a alimentos, o a su consumo, en relación a un valor crítico 
que define niveles mínimos de bienestar, es decir, hace referencia a la potencial pérdida de 
seguridad alimentaria. Así, el énfasis se pone no sólo en quienes tienen problemas 
alimentario-nutricionales, sino también en quienes tienen una probabilidad alta de tenerlos, 
aun cuando al momento del análisis su acceso sea adecuado, lo que permite anticipar 
posibles fluctuaciones negativas, y trabajar en políticas focalizadas preventivas que 
racionalicen el uso de los recursos maximizando eficiencia e impacto (CEPAL , 2014).  
 
Entonces: 
                         Vulnerabilidad = Riesgo – Capacidad de Respuesta 
 
La vulnerabilidad se define como un vector que tiene dos componentes que se confrontan: 
el primero atribuible a las condiciones (variables) que presenta el entorno y el segundo a la 
capacidad-voluntad de contrarrestarlas. Así, en cuanto al riesgo se identifican tres 
dimensiones: ambiental (intensidad y frecuencia de: inundaciones, sequías, heladas y otros 
eventos); sanitario-nutricional (la propia desnutrición y epidemias - humanas, agrícolas y 
ganaderas-) el mercado de alimentos (variaciones en la oferta y precio de los bienes) 
(CEPAL , 2014).  
 
Seguidamente, la capacidad de respuesta se puede subdividir analíticamente en dos niveles: 
el familiar-comunitario y el social-institucional. 
 
 “En el primero se incluyen todos los aspectos que facilitan o limitan a un individuo, su 
familia y su entorno más cercano a hacer frente a los riesgos de inseguridad, como son: la 
dotación de activos físicos (alimentos, tierra y otros), humanos (salud y educación - 
conocimiento), sociales (redes de apoyo comunitarias, institucionales -internas o externas) y 
de infraestructura (capacidad de almacenamiento, accesos viales, sistemas sanitarios, de 
riego y de mitigación de daños); los niveles y grados de diversificación de la producción, el 
ingreso y el consumo. En el segundo nivel se encuentran las intervenciones que la sociedad 
lleva adelante para subsidiar la capacidad autónoma deficitaria, entre las que se 
encuentran: la cobertura y capacidad de reacción de los programas de ayuda alimentaria; 
las reservas monetarias y de alimentos, así como la capacidad de movilizarlos para 
recolectar y distribuir bienes alimentarios; los programas de mitigación de riesgos a través 
de inversión física (canales de regadío, centros de acopio y otros), saneamiento, 
equipamiento (maquinaria), transferencia tecnológica y financiamiento; la cobertura de los 
sistemas de protecci n social y las redes de servicios sociales de salud y educaci n” 
(CEPAL , 2014, pág. 21). 
 
De esta manera, la soberanía alimentaria se convierte entonces en una variable central de la 
propia noción de vulnerabilidad, pues en ausencia de ésta, disminuye la probabilidad de la 
población de enfrentar de forma exitosa los riesgos de inseguridad alimentaria por sus 
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propios medios. Es decir, a mayor soberanía alimentaria, mayor capacidad de la población 
de hacer frente a la inseguridad alimentaria.  
 
 
2.2 RIESGO Y VULNERABILIDAD DEL HOGAR CAMPESINO  
 
Los impactos de diversos tipos por diferentes eventos ocurridos sobre el sector rural y la 
actividad agropecuaria han venido siendo subvalorados, al menos en Colombia, así lo 
afirma Ramirez (2012) quien plantea que existe una tendencia a pensar que todos los 
problemas más importantes del país son de carácter urbano, esto, sustentado en datos 
poblacionales que señalan, que solo un 22% de la población colombiana es rural. Por tanto 
la mayor problemática no está en el campo, sino en las urbes.    
 
“No solo se ha llegado a afirmar que los “desastres” tienden a ser cada vez más urbanos y a 
concentrarse en grandes y medianas ciudades, lo cual no parece tener una sustentación 
empírica clara, sino que el impacto rural aparece como secundario y muchas veces 
“fantasma” frente a las presuntas grandes cifras de daños urbanos y las pequeñas de los 
daños rurales” (Ramirez, 2012, pág. 3). 
 
De la misma manera, se supone que los daños en la producción agropecuaria (sector 
productivo) son iguales a los daños rurales (territorio con un cierto tipo de relaciones 
económicas, sociales, políticas y culturales). Por lo cual, no se “contabilizan” de manera 
separada y terminan subvalorándose los datos de pérdidas rurales, diferente a los de la 
producción directa que llevan una contabilidad más estricta, no se señalan los impactos y 
repercusiones que tienen los daños para el conjunto de la sociedad (seguridad alimentaria, 
aumento en el costo de la vida, dependencia cada vez mayor de la importación de 
alimentos, por ejemplo) (Ramirez, 2012). 
 
“La incertidumbre y el riesgo que enfrentan las personas en la regi n latinoamericana y del 
Caribe comprende, entre otros aspectos, los grados de inseguridad económica que acarrean 
caídas abruptas de los ingresos, el tipo de riesgos idiosincrásicos y la posibilidad de que 
éstos deriven en riesgos catastróficos, o bien la disminuida capacidad para resistir a las 
perturbaciones (shocks) una vez que éstas exhiben cierta recurrencia y los activos de los 
hogares pueden verse progresivamente reducidos” (Sojo, 2003, pág. 2).  
 
Para Sojo (2003) las probabilidades de que las perturbaciones del ingreso afecten a los 
hogares pobres y a los de ingresos medios han sido, en algunos casos, semejantes. La 
política que delimita una responsabilidad pública mínima en materia de protección social va 
por dos vías: la de circunscribir las responsabilidades del Estado al combate de la pobreza 
mediante redes de protección
11
 y contraponer las políticas focalizadas a las universales; y 
en cuanto al aseguramiento la de desestimar y subvalorar la solidaridad, cohesión social y 
las relaciones de grupo, haciendo hincapié en la responsabilidad individual para asegurarse 
contra los riesgos
12
. “Dado que cada individuo está expuesto a un determinado conjunto de 
riesgos, obtiene un beneficio al reducir su riesgo agregado mediante la diversificación” 
(Sojo, 2003, pág. 8). 
 
El mercado de aseguramiento permite trasladar riesgos a una agencia que pueda 
enfrentarlos, y que gracias a su capacidad de diversificación posibilita que los individuos 
encaren actividades riesgosas. El aseguramiento permite reducir la brecha entre los niveles 
efectivos de dotación de ingresos y los niveles deseados, y guarda analogía con el ahorro, 
sin embargo los mercados de aseguramiento a veces no existen en la región, o no están 
desarrollados adecuadamente (Sojo, 2003). De hecho durante la experiencia de trabajo en 
territorio con las comunidades campesinas, éstas  manifestaban que ninguna entidad pública 
o privada ofrecía algún tipo de seguro sobre sus cultivos.   
 
“Pero adem s  por la relaci n precios/ingresos y en pa ses con una concentraci n de 
ingresos particularmente alta, la necesidad de aseguramiento de la población no puede 
traducirse en una demanda efectiva cuando las remuneraciones son bajas o se sufren 
                                                          
11
 “Programas no contributivos de transferencias monetarias o en especies dirigidos a los pobres y grupos 
vulnerables” Banco Mundial.  
12
 “Se entiende por aseguramiento el conjunto de transacciones mediante las cuales el pago de un monto 
determinado permite recibir otro pago si ocurren ciertos eventos.” (Sojo, 2003) 
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episodios de desempleo, factores todos que llevan al sub-consumo de aseguramiento” (Sojo, 
2003, pág. 8).  
 
El análisis en el manejo del riesgo apunta acertadamente a que todas las personas son 
vulnerables a múltiples riesgos de diverso origen. Constituyen riesgo los diferentes eventos 
que pueden dañar el bienestar y que son inciertos en cuanto a su temporalidad o a la 
magnitud del daño que pueden causar. La exposición es la probabilidad de que un riesgo 
ocurra. La vulnerabilidad mide la resistencia que se tiene o no a un choque, y la 
probabilidad de que éste se traduzca en un detrimento del bienestar de los hogares (Sojo, 
2003).  
 
La vulnerabilidad puede ser entendida como el resultado de una relación entre las 
condiciones externas y el conjunto de activos que poseen los actores sociales junto con las 
posibilidades de implementar estrategias para la utilización de dichos activos, lo que se ha 
denominado como la oposición entre entorno e interno (entendiendo por interno la relación 
individuo, hogar y comunidad) que tiene como particularidad cierta capacidad de respuesta 
y adaptación (Busso, 2003).  
 
“Desde este punto de vista  la vulnerabilidad no es solo producto de circunstancias e ternas  
sino que se define también a partir de la capacidad de reacción de los actores, la cual estará 
en función de su dotación de activos y de las estrategias que lleven a cabo para su uso y 
reproducci n.” (Labrunée & Gallo, 2003, pág. 136)  
 
Al analizar este enfoque, la vulnerabilidad como la relación entre recursos y oportunidades, 
se manifiesta una forma sutil de transferir a los más perjudicados de la sociedad la 
responsabilidad de su situación, dando píe a sugerir, que la vulnerabilidad puede ser 
resultado de la incapacidad de adaptación a las condiciones del medio, antes que a la 
hostilidad del mismo. Las múltiples formas de pobreza, exclusión y abandono, no tienen su 
origen en el desajuste de recursos y oportunidades, sino en el modelo de acumulación, que 
para el caso colombiano, representa los índices de desigualdad más altos de América Latina 
en concentración de la tierra. La vulnerabilidad social muestra, que las fuerzas que 
impulsan los hogares hacia el riesgo de caer en la pobreza, tienen su origen en el centro del 
sistema (Labrunée & Gallo, 2003).     
 
La insatisfacción analítica con los enfoques de pobreza y sus métodos de medición ha 
impulsado los estudios de vulnerabilidad. Algunos teóricos señalan que el concepto de 
pobreza, al expresar una condición de necesidad como consecuencia única de la 
insuficiencia de ingresos
13
, encuentra limitaciones para entender la complejidad de los 
individuos en condiciones de pobreza. En cambio, el enfoque de vulnerabilidad al manejar 
diversas variables como la “indefensión, inseguridad, exposición a riesgos, shocks y estrés” 
(Chambers, 1989), provocados por diferentes eventos socioeconómicos, entrega una visión 
más completa sobre las condiciones de vida de los individuos en estado de pobreza y, 
considerando al mismo tiempo, la disponibilidad de recursos y las estrategias de las propias 
familias para enfrentar los impactos que las afectan. (Pizarro, 2001).  
 
Los cambios que se presentan el entorno económico, social y político, generado por shocks 
repentinos o transformaciones de carácter estructural, pueden llegar a ser tan desfavorables 
sobre las familias y comunidades como los mismos desastres naturales. En efecto, los 
ajustes macroeconómicos y los cambios en el modelo de desarrollo de América Latina, así 
como la transición del “socialismo real” al capitalismo en Europa Oriental, y el recorte de 
las políticas del llamado “estado de bienestar” en Europa Occidental, produjeron 
reestructuraciones productivas, tecnológicas, económicas, sociales e institucionales de tal 
magnitud que dejaron en condiciones de indefensión e inseguridad a millones de habitantes 
en todo el mundo (Pizarro, 2001).   
 
                                                          
13
 “Según la hipótesis de ingreso permanente, los hogares buscan mantener una senda de consumo 
constante a lo largo de su vida (Friedman, 1957). Por tal motivo, los hogares van a tratar de suavizar su 
consumo ante choques inesperados que afecten su bienestar. Los hogares, al no tener la posibilidad de 
asegurarse totalmente para prevenir choques imprevistos, tienden a suavizar consumo por medio de 
mercados financieros, agotamiento de ahorros y venta de activos (Deaton, 1989; Paxon, 1992; Townsend, 
1995).” Citado en (Feres & Mancero, 2001)    
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Igualmente, al disminuir las redes de protección social del estado en salud, educación y 
seguridad social, y al verse impactadas las comunidades por el mayor desempleo y 
precariedad en el trabajo, las familias afectadas suelen implementar estrategias basadas en 
el manejo de sus propios recursos para defender su vida en el territorio. Algunos expertos 
del Banco Mundial sostienen que los pobres deben ser vistos como, “…administradores 
estratégicos de un portafolio complejo de activos” (Moser, 1998 p.4). Bajo esta apreciación, 
cotejar y evaluar los recursos y capacidades de los individuos en estado de pobreza, en 
lugar de insistir en la escasez de sus ingresos, como lo hace el enfoque de pobreza, puede 
resultar interesante desde el punto de vista de las política pública (Pizarro, 2001). 
 
Sin embargo, y en contradicción con la visión de Moser (1998), es necesario reconocer la 
insuficiencia de las iniciativas y de los recursos existentes en la sociedad civil, para 
enfrentar sus condiciones de abandono e inseguridad cuando no tienen un adecuado 
acompañamiento de la política pública “valorar las iniciativas, capacidades y recursos 
existentes en los grupos vulnerables de la sociedad no debiera significar, en ningún caso, 
que el estado prescinda de su actividad reguladora, compensadora y de protección social 
de los grupos m s d biles” (Pizarro, 2001, pág. 12). Por el contrario, el estado tiene una 
responsabilidad ineludible de garantizar una seguridad mínima a todas las personas y de 
facilitar el acceso de oportunidades similares a todos los miembros de la sociedad.  
 
Por tanto, desde el enfoque de la vulnerabilidad, se podrían impulsar iniciativas de política 
pública que apunten a fortalecer los recursos y a integrar las estrategias que tienen las 
propias familias, y la sociedad civil en general, para resistir de mejor manera frente al 
modelo de desarrollo vigente. Éstas, sin embargo, no pueden reemplazar o excluir las 
políticas ni obligaciones propias de protección básica que le corresponde al estado con los 
hogares, ni su deber de ofrecer oportunidades iguales para todos (Pizarro, 2001). 
 
Buena parte de los campesinos son productores de subsistencia, sus activos son reducidos y 
por lo tanto son extremadamente vulnerables ante las variaciones que se presentan en la 
actividad agrícola. Sus niveles de consumo dependen de la producción anual, por tanto, si 
ésta se ve reducida de manera drástica, generaría condiciones aún más complejas para la 
supervivencia campesina. En este sentido, no es sorprendente que el campesino sea reacio a 
aceptar cualquier tipo de riesgo, aun cuando las probabilidades de tener éxito sean 
relativamente altas (Schejtman, 1975).    
 
La aversión campesina al riesgo guarda relación con las condiciones inciertas que se tienen 
en los procesos productivos agricolas. En este contexto, un simple fracaso podría llevar a la 
familia campesina a un estado de endeudamiento comprometiendo su desarrollo en el 
territorio. Desde ésta perspectiva, incorporar nuevas tecnologías o modificaciones a 
técnicas tradicionales ya probadas, implica cambios que pueden afectar sus condiciones de 
equilibrio en la producción (Cáceres, 1994).  
 
La forma en que los campesinos conducen su actividad productiva es el resultado de un 
proceso constante de técnicas preexistentes, y su resistencia al cambio o a nuevas 
tecnologías no se puede explicar como una expresión del conservadurismo campesino, por 
el contrario, ésta debería ser entendida como un mecanismo de defensa para disminuir sus 
riesgos. Sin embargo, no debe confundirse esto con no intervenir en el proceso campesino, 
sino con conocer y entender las realidades del territorio para que los procesos de 
innovación y adaptación tecnológica sean acorde a éstas realidades (Cáceres, 1994).   
 
Según Schejtman (1975) el ganado de crianza para el pequeño campesino se convierte en 
un seguro contra una mala cosecha o un resultado adverso de un riesgo asumido. Sin 
embargo, una de las estrategias principales para disminuir riesgos es la diversificación en la 
producción, ésta es la forma particular por la cual los campesinos distribuyen sus recursos 
asignándolos a diferentes actividades productivas. “Esto reduce el riesgo y la incertidumbre 
y permite apoyar la reproducción social de la familia sobre diferentes fuentes de ingreso.” 
(Cáceres, 1994, pág. 3). 
 
Una producción diversificada, permite a la familia campesina disminuir los riesgos que 
dependen de factores naturales, tales como el clima o las plagas, igualmente, aquellos 
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relacionados con el mercado de productos o insumos como las fluctuaciones en los precios 
o la demanda por los productos. De la misma forma, la diversificación se encuentra 
estrechamente relacionada con la dualidad autoconsumo/mercado que caracteriza a las 
sociedades campesinas, y que permite destinar una parte de su producción a la subsistencia 
(por lo general no la mejor parte) y otra parte al mercado (Cáceres, 1994).  
 
Uno de los beneficios más importantes que la diversificación de la producción trae consigo, 
es la diversificación del ingreso familiar, al depender la familia del ingreso de varios rubros 
productivos, se incrementa su estabilidad y disminuyen riesgos derivados de los precios de 
mercado o de las variaciones inesperadas del clima. Igualmente existe un impacto 
ambiental positivo, pues la combinación de diferentes alternativas productivas confiere a 
los campesinos la posibilidad de rotar los cultivos, descansar los suelos y combinar las 
actividades con la pequeña ganadería, lo que permite un manejo más equilibrado de los 
agroecosistemas (Cáceres, 1994).  
 
Las comunidades campesinas de la ZRC de Cabrera, al no estar vinculadas a cadenas de 
monocultivos, tienen una mayor facilidad a la hora de diversificar su producción. De igual 
manera las ZRC por ser espacios de cuidado y protección de la frontera agrícola tiene como 
especial característica sus ricos y diversos ecosistemas, por lo cual desde el comité de 
impulso
14
 se están gestionando espacios para impulsar el turismo agroecológico como otra 
fuente de desarrollo para el territorio. 
 
Quizá se suponga que todos los productos sujetos a pérdida puedan ser valorados en los 
mercados de riesgo y aseguramiento, y que los seguros permitan reemplazarlos parcial o 
totalmente mediante compensaciones monetarias. Sin embargo, hay cosas que no tienen 
                                                          
14
 El Comité de Impulso de la ZRC de Cabrera nace en el año 2013. Está conformado por representantes de 
distintos sectores sociales de este territorio (productivos, gremiales, pecuarios, comunitarios, la tercera 
edad, mujeres, jóvenes y el comité de bienes y servicios).  El Comité promueve la participación activa de la 
comunidad, realizando jornadas de sensibilización con la comunidad en donde se discuten las problemáticas 
del territorio. Uno de los procesos más exitosos que ha promovido el Comité de Impulso es la consulta 
popular del pasado 26 de febrero de 2017, en la que los habitantes de Cabrera dijeron “NO” al proyecto 
hidroeléctrico llamado El Paso. 
sustitutos de mercado adecuados, como la pérdida de la vida, o las afectaciones a la salud 
con componentes no monetarios como el dolor, la discapacidad o el sufrimiento, al no 
haber sustitutos perfectos a la buena salud, no existe mercado para ellos (Sojo, 2003), si 
bien, esto es objeto de grandes debates en la teoría de la evaluación costo-beneficio.  
 
Igualmente, la producción agropecuaria por lo menos en Colombia y para el caso de esta 
investigación tanto en Cabrera como en Venecia, Cundinamarca, las comunidades 
campesinas no cuentan con un servicio que les asegure su producción en caso de enfrentar 
alguna circunstancia que afecte sus ingresos. Es en este espacio en donde la política pública 
y la protección social son definidas como las intervenciones que ayudan a los individuos, 
los hogares y comunidades en el manejo del riesgo y que apoyan a los más pobres;  
 
“más que ayudar a enfrentar riesgos, se propone que las políticas busquen reducirlos y 
mitigarlos. Los pobres son más vulnerables, porque están más expuestos y tienen poco 
acceso a activos y pocas dotaciones, en términos de capacidades y recursos, para 
administrarlos. Por lo mismo, ellos tendrían aversión al riesgo, y pocas posibilidades de 
diversificar riesgos, de involucrarse en actividades de alta rentabilidad y de participar en 
arreglos formales e informales adecuados” (Sojo, 2003, pág. 14).  
 
Por tanto, el Estado de Bienestar debe ser entendido mucho más allá de una red de 
protección social y se justifica no sólo por cualquier fin redistributivo que se pueda tener (o 
no tener), sino también porque hace cosas que los mercados privados no harían por razones 
técnicas, o harían con ineficiencia (Sojo, 2003). Se necesita un estado que prevenga y 
respalde al individuo en condiciones de vulnerabilidad, que proporcione y/o facilite las 
figuras donde los individuos mediante la solidaridad y la construcción de tejido social 
asuman los riesgos de manera colectiva y se hagan más fuertes como comunidad ante los 
choques a los que se puedan enfrentar.    
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2.3 TERRITORIO, TERRITORIALIDAD Y ACCIÓN COLECTIVA 
PARA LA CONSTRUCCIÓN DE POLITICA PÚBLICA 
 
Las ZRC se constituyen en un elemento interesante por su rol en el desarrollo de una 
economía sostenible en regiones de colonización y de fragilidad ecológica, esta figura que 
se logra en territorios donde la organización campesina alcanza niveles altos, permite que 
miembros activos de su comunidad organizados en juntas comunales y en comités de 
impulso, construyan desde sus bases las políticas para el territorio, enmarcadas en sus 
planes de desarrollo sostenible y que direccionan la economía campesina de la zona.  
 
Para Fajardo (2002) la efectividad en el diseño y la aplicación de las políticas públicas 
reside en su reconocimiento por parte de los interlocutores, es decir, en el caso de los 
residentes e impulsores de las ZRC, éstas deben representar no sólo sus intereses, sino 
también la concertación que se realice de las mismas en favor del bien público. Este 
componente político termina incorporando un elemento que resulta estratégico en las 
relaciones “territorio -recursos naturales- sociedad”, el cual es el acceso real de los 
miembros de las colectividades a los recursos disponibles en el área habitada.   
 
Podría afirmarse entonces, que las ZRC, son una experiencia histórico concreta de 
producción social del territorio
15
, en el que comunidades campesinas organizadas o en 
proceso de organización, a partir de experiencias, conocimientos y trayectorias propias, 
abanderan en la actualidad reivindicaciones por el acceso a la tierra y la defensa del 
territorio, por la producción y el abastecimiento alimentario (seguridad y soberanía 
alimentaria de los territorios), por el relacionamiento armónico y no destructivo con la 
naturaleza (defensa del medio ambiente), y por formas democráticas de autorregulación 
                                                          
15
 “Conviene señalar que la noción de territorio no se agota en los elementos materiales (la tierra, los ríos, 
las montañas, las casas, etc.) o en la organización estatal (institucional) presente en él. El territorio es 
contentivo de la totalidad de las relaciones sociales que en él se constituyen. El estudio del territorio 
demanda, en ese aspecto, el análisis de las relaciones sociales que configuran su apropiación, es decir, su 
proceso de producción, en el entendido en que todo proceso de producción es a la vez un proceso de 
apropiación” (Estrada [comp], 2013, pág. 29). 
social y económica con aspiraciones de construcción de paz y justicia social (participación 
activa en los planes de desarrollo sostenibles), apropiándose del territorio y construyendo 
gracias a la fuerza y cohesión social relaciones de territorialidad (Estrada [comp], 2013).   
 
El concepto de territorio ha sido desarrollado como una construcción colectiva, relacionada 
fundamentalmente con las dinámicas sociales y económicas, con los conflictos y las 
contradicciones propias de la organización social capitalista. Por tanto, en el territorio se 
expresan y representan los proyectos políticos, económicos, sociales y culturales de las 
diferentes clases sociales y grupos poblacionales. Asimismo, la territorialidad implica la 
apropiación material o simbólica del territorio, que puede o no coincidir con formas 
estatales (por ejemplo, las ZRC de hecho). Una de esas expresiones se encuentra en la 
apropiación territorial hecha por los campesinos, afros e indígenas en sus diferentes 
procesos organizativos y comunitarios (Estrada [comp], 2013). 
 
De esta manera se infiere, que la producción del territorio se encuentra ligada por 
relaciones de poder
16
. Al respecto, Joan-Eugeni Sánchez (1992) sostiene: 
 
“Las relaciones de poder asumen una forma espacial-territorial, dado que es el espacio el 
lugar en el que se materializan aquellas. Los factores que ligan las relaciones de poder al 
espacio geográfico son: 1) La necesidad de que exista una coherencia entre relaciones de 
poder y articulación del espacio; 2) La consideración del dominio del espacio por los grupos 
                                                          
16
  “El ejercicio del poder es atribuible a los actores individuales y colectivos en tres niveles: proceso 
decisional, ámbito relacional concreto y producción de sentido de la praxis. El proceso decisional, como su 
nombre lo indica, representa las diferentes etapas que llevan a adoptar una decisión. En él, los actores 
sociales crean, movilizan o activan los recursos que consideran pertinentes para alcanzar objetivos precisos; 
por ende, es el nivel donde prima la racionalidad instrumental … El ámbito relacional concreto  representa 
el contexto inmediato del proceso decisional. El conjunto de acciones y reglas que definen los límites de las 
decisiones y los recursos, reales o potenciales, a disposición de los actores. Encierra los valores, los símbolos, 
los saberes, las creencias, los rituales y los procedimientos institucionales que facilitan ciertas acciones y 
obstaculizan o impiden otras  …  La producción del sentido de la praxis representa el proceso por medio 
del cual los actores le otorgan significado y orientación a sus acciones y por esa senda, construyen sus 
identidades o sus identificaciones sociales.” (Múnera, 1996, p.62-63). Con esta propuesta, Múnera amplía la 
definición de poder y subraya cuatro mecanismos de su ejercicio: dominación, resistencia, emancipación y 
negociación.  
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sociales; 3) La consideración de la localización de las fuerzas de decisión en su relación con 
la organización del espacio” ((p.30) 
 
En ese orden de ideas, el poder establece el marco de todas las relaciones sociales 
incluyendo las relaciones territoriales. La territorialidad representa entonces un conjunto de 
relaciones mediadas y definidas por el poder, en las cuales el territorio es apropiado a través 
de tres estrategias que incorporan determinados objetivos políticos, económicos, sociales o 
culturales, que buscan la conservación o la transformación de las relaciones sociales o de 
las relaciones con la naturaleza y con el territorio. Estas estrategias corresponden a la 
división de superficies, la implementación de nodos y a la construcción de redes que 
generan puentes para la cohesión social (Estrada [comp], 2013).  
 
“Puede afirmarse que los conflictos internos y e ternos de cualquier conglomerado humano 
ocurren en torno al control de sus recursos, alrededor de él se organiza cada colectividad y 
también en torno a su aprovechamiento y desarrollo se transforman las capacidades 
espirituales, científicas y técnicas de cada sociedad. 
 
De esta manera, la realidad de cualquier ordenamiento del territorio y de sus recursos 
(ordenamientos territoriales y ambientales) expresa, no solamente el conocimiento y 
valoración que la respectiva sociedad logre de ellos, sino también las relaciones de poder 
existentes en su interior y, en una u otra forma, las relaciones que puedan existir entre esa 
sociedad y otras que compitan por sus recursos” (Fajardo, 2002, pág. 113).  
 
Igualmente existen dos elementos importantes en las características de la territorialidad, 
uno es el control sobre el espacio y los recursos disponibles en él, y el otro es el control que 
se ejerce en las relaciones sociales a partir del control de ese espacio. Por tal motivo, la 
territorialidad es considerada una estrategia válida para el uso y control del territorio con 
fines políticos, sociales y económicos
17
, empleada por organizaciones y grupos sociales 
                                                          
17
 “En el campo el ordenamiento territorial se relaciona primordialmente con actividades agropecuarias, la 
producción de alimentos y la explotación de los recursos naturales.” (Borda, 1999, pág. 86)   
 
 
(Estrada [comp], 2013), las cuales buscan mediante las relaciones de poder ya establecidas 
una gobernabilidad armonizadora con el entorno, que represente los intereses de las 
comunidades que conviven en el territorio (Borda, 1999).       
 
“En este sentido la lucha por el territorio por parte de los sujetos  grupos sociales o clases 
sociales constituye en muchos casos una lucha por la existencia colectiva, dado que 
determinados grupos no pueden existir sin sus territorios. Tales son los casos de los pueblos 
indígenas y de las comunidades afrodescendientes, pero también de las comunidades 
campesinas, cuya existencia depende de su territorio. La lucha por el territorio es la lucha 
por la propia e istencia colectiva como comunidad” (Estrada [comp], 2013, pág. 31).  
 
La declaración sobre “los derechos de los campesinos y otras personas que trabajan en las 
zonas rurales” firmada en julio de 2013 por la ONU, en su artículo 4 contempla, no solo el 
derecho a la tierra y al territorio, y el acceso y tenencia individual de la tierra, sino también 
el derecho a la propiedad colectiva sobre ésta, así como la disposición y existencia de 
espacios comunitarios y de territorios campesinos, en los cuales se ejerzan actividades 
propias de este grupo humano (Estrada [comp], 2013). 
 
En este sentido, para Fajardo (2002) la paz y el desarrollo sostenible, deben guardar 
correspondencia con el reconocimiento de los derechos de las comunidades a la tierra y al 
territorio, pero también al manejo de sus recursos, así como el compromiso del estado en el 
suministro de criterios y orientación para alcanzar propósitos trazados por las comunidades. 
La construcción de esta territorialidad, ha superado la visión jerarquizada en la elaboración 
y formulación de política pública, otrora, exclusiva responsabilidad estatal, considerada 
causante de la crisis vivida en el campo Colombiano.  
 
Ésta visión, de una nueva forma de construcción de política pública, desde una mirada 
bottom-up, es decir de abajo hacia arriba, permite ver el proceso de formación en las 
políticas públicas desde la base social, representadas en diferentes actores de la sociedad 
civil o en movimientos sociales, su acción y presión, permite la identificación de políticas 
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que resultan de un problema social. Del éxito de éste ejercicio, de la capacidad de 
incidencia del movimiento social y la fuerza de la acción colectiva
18
, dependerá también el 
nivel de incidencia en la construcción de esa política.  
 
Sidney Tarrow, define al movimiento social de la siguiente manera:  
 
“los movimientos sociales se definen como desaf os colectivos planteados por personas que 
comparten objetivos comunes y solidaridad de una interacción mantenida con las elites, los 
oponentes y las autoridades. Esta definición tiene cuatro propiedades, desafío colectivo, 
objetivos comunes  solidaridad e interacci n mantenida.” (Tarrow, 1997, pág. 21) 
 
En ese sentido, el movimiento social se basa en cuatro propiedades: primero, el desafío 
colectivo donde los movimientos plantean desafíos a través de una acción directa disruptiva 
contra las elites, las autoridades u otros grupos o códigos culturales; segundo, el 
sostenimiento de objetivos comunes, el movimiento social se aglutina alrededor del 
planteamiento de exigencias comunes a sus adversarios, a los gobernantes o a las elites; 
tercero, la solidaridad, sin la cual no existiría movimiento social pues solo explotando 
sentimientos enraizados profundos de solidaridad e identidad (obrera, estudiantil, 
campesina) se crea movimiento social; y cuarto, la necesidad mantener la interacción de la 
actividad colectiva frente a los antagonistas. Sin lo anterior, el movimiento social se 
desvanecerá (Tarrow, 1997). 
 
El problema de los movimientos, de cómo coordinar a poblaciones desorganizadas, 
autónomas y dispersas de cara a una acción común y mantenida, se resuelve respondiendo a 
las oportunidades políticas a través del uso de la acción colectiva, movilizando a la gente a 
través de sentires culturales compartidos, “la acción colectiva es el acto profundo de los 
movimientos sociales. La acción colectiva puede ser breve o mantenida, institucionalizada 
o disruptiva, monótona o dramática” (Tarrow, 1997, pág. 19).  
 
                                                          
18
 “El primer aspecto básico de la acción colectiva es el desafiar a las elites oponentes”. (Tarrow, 1997, pág. 
181) 
Para Elster (1985) “la acción colectiva se define como la elección por todos o la mayoría 
de los individuos de la línea de acción llevada a cabo con el fin de alcanzar los objetivos 
colectivos trazados” (p. 137). La acción colectiva se convierte en contenciosa
19
 cuando es 
utilizada por gente que carece de acceso regular a las instituciones, que actúa en nombre de 
reivindicaciones nuevas o no aceptadas y que se conducen de un modo en que se convierten 
en amenaza para otros (Tarrow, 1997). La acción puede ser espontanea o coordinada en 
busca de resolver conflictos de asignación o de interacción entre agentes, la acción 
colectiva es igualmente una acción para resolver problemas de asignación de bienes 
públicos y generar beneficios sociales (Villaveces, 2009).   
 
La teoría de la acción colectiva, es una teoría de origen político, "cuyo mérito central es el 
de distinguir entre las acciones que se definen en función de los bienes públicos y aquellas 
que se definen en términos de los bienes comunes" (Maldonado, 2000, pág. 37)  La acción 
colectiva de origen político, se expresa de dos formas: acción colectiva reactiva y acción 
colectiva efectiva. La acción colectiva reactiva responde a coyunturas externas (una 
política, un desastre natural, etc.) y durará hasta que se resuelva el problema por el cual se 
luchaba. La acción efectiva establece la unidad de acción a partir de sus propios intereses, 
no reaccionando a situaciones externas, lo cual genera una autentica decisión colectiva que 
sustenta su acción en función de las metas y propuestas del grupo de la sociedad civil 
(Villaveces, 2009). 
 
El análisis de la acción colectiva, respecto a las políticas públicas, es una respuesta a la 
posición ortodoxa de las políticas públicas centradas en el estado, con un direccionamiento 
vertical (de arriba hacia abajo) y en la teoría economicista del comportamiento individual, 
del interés propio y optimizador. En contraposición al mundo real, donde encontramos 
casos de cooperación que no siempre se caracterizan por una lógica racional. Elementos 
                                                          
19
 “Las formas contenciosas de acción colectiva, asociadas a los movimientos sociales son históricas y 
sociológicamente distintivas. Tiene poder porque desafían a sus oponentes, despiertan solidaridad y cobran 
significado en el seno de determinados grupos de población, situaciones y culturas políticas” (Tarrow, 1997, 
pág. 20) 
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como la identidad de grupo o la identidad cultural pueden llevar a la cooperación para las 
acciones de tipo colectivo (Villaveces, 2009).  
 
Esta perspectiva de la acción colectiva atañe a los asuntos de la humanidad, de los derechos 
humanos, de los recursos del territorio, de la vida, la convivencia y el bienestar individual y 
social a la vez. De esto se puede concluir, que aquellas políticas públicas surgidas de una 
acción colectiva auténtica y no moldeada, son reflejo de los intereses de grupo y no están 
afectadas por intereses privados cooptados. “La acción colectiva real, efectiva y positiva, 
atañe a los valores innatos al individuo: la vida y la dignidad. Con seguridad, el producto 
de tal acción colectiva sería el de las políticas públicas con criterio colectivo, social y de 
vida” (Maldonado, 2000, pág. 46) 
 
Si bien, algunos autores siguen privilegiando la lógica de la acción colectiva determinada 
por los incentivos económicos de cooperar, otros ven en la capacidad que tienen elementos 
como la cohesión social, la solidaridad, las creencias e identidades las bases para concebir 
una participación más sólida que el simple resultado de un cálculo económico (Villaveces, 
2009). 
 
El agente no siempre decide participar de acuerdo a racionalidades objetivas 
costo/beneficio, existen otros elementos subjetivos como la capacidad de éste para percibir, 
evaluar y determinar las posibilidades y límites de su ambiente. El desarrollo de estos 
elementos, le permite construir al agente un sistema de acción, a éste sistema, se le 
denomina identidad Colectiva (Melucci, 1999).  
 
“La identidad colectiva es  por lo tanto  un proceso mediante el cual los actores producen 
las estructuras cognitivas comunes que les permiten valorar el ambiente y calcular los costos 
y beneficios de la acción; las definiciones que formulan son, por un lado, el resultado de las 
interacciones negociadas y de las relaciones de influencia y, por el otro, el fruto del 
reconocimiento emocional” (Melucci, 1999: 66). 
 
Para Pizzorno (1994), el objetivo principal de todo movimiento social es construir 
identidad, ganar reconocimiento, valor social y legitimidad. Define una primera fase de la 
acción colectiva como de formación de identidad, esta fase se identifica con la 
intensificación de la participación y la predisposición a la militancia en el movimiento. La 
acción no nace del intelecto de los organizadores, la acción se trasmite de manera cultural 
formando parte de la tradición propia de una sociedad. Cada grupo tiene una historia y una 
memoria propia de la acción colectiva, por ejemplo los campesinos se apropian de la tierra 
enarbolando los símbolos que heredaron de sus padres y abuelos (Tarrow, 1997).  
 
Los nuevos movimientos sociales se caracterizan, entonces, por ser portadores de nuevos 
valores relacionados con la autonomía por el territorio, la resistencia, la territorialidad, y la 
afirmación de estilos de vida. Su idea no es tomar el poder del estado, sino buscar una 
mayor autonomía. Finalmente, La diversidad de identidades rebasa las adscripciones 
clasistas
20
 y coloca el tema identitario como elemento clave para la compresión de la acción 
colectiva (Barrera, 2001).   
  
En este orden de ideas, el enfoque territorial aboga por el desarrollo inclusivo de todos los 
grupos de población, buscando potenciar el entrelazamiento de las actividades rural-
urbanas, el ordenamiento ambiental y productivo, que apunte al cierre de brechas regionales 
y a la elevación del bienestar de los grupos relegados a la pobreza. Su fuerza generadora es 
sin duda la participación de las comunidades locales, las cuales se organizan para proponer 
y concertar programas de desarrollo territorial con las autoridades, el sector privado y 
agencias regionales y nacionales, que cofinancian iniciativas surgidas de abajo hacia arriba, 
con carácter incluyente dentro de los planes de desarrollo (Reyes, 2016).  
 
No obstante, el modelo de desarrollo promovido por el capital en sus territorios, se 
caracteriza por el desarrollo de agronegocios a partir de los monocultivos a gran escala, con 
                                                          
20
 Para Karl Marx la vinculación de los individuos a la acción colectiva, respondía a la lucha en términos de 
clase. Los individuos se suma a acciones colectivas, cuando la clase social a la que pertenecen está en 
contradicción, plenamente desarrollada, con sus antagonistas (Tarrow, 1997).  
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base en el trabajo asalariado donde el campesino queda subordinado a las relaciones 
patronales, con la utilización de mecanización, agrotóxicos y semillas transgénicas; en 
contraste al modelo de desarrollo propuesto por los territorios campesinos, basados en la 
diversificación de cultivos que salvaguarden la seguridad y soberanía alimentaria del 
territorio, en el predominio del trabajo familiar y las relaciones vecinales, con bajos niveles 
de mecanización y sin la utilización de agrotóxicos (Estrada [comp], 2013).  
 
Afirmamos entonces que las Zonas de Reserva Campesina se presentan como una 
propuesta dinámica, heterogénea y de convergencia cultural, pero con rasgos comunes e 
identidades a los procesos organizativos y a las aspiraciones de construcción de 
territorialidad del campesinado Colombiano. Estas comunidades construyen un tipo de 
territorio particular que pueden denominarse territorios campesinos, que buscan incorporar 
a sus prácticas agrícolas actividades orientadas hacia el mejoramiento del medio ambiente, 
y que propenden por la construcción de nuevas formas de gobierno rural, lo que 
definiríamos como una autorregulación territorial (Ploeg, 2010) en expresa contradicción 
con el tipo de economía propuesto por el agronegocio y su forma de relacionarse con el 
territorio (Estrada (comp), 2013).  
 
Por consiguiente, la hipótesis planteada en esta investigación, sugiere que la figura 
territorial de la ZRC contribuye a disminuir los problemas de seguridad alimentaria de los 
hogares campesinos, así como la vulnerabilidad y los riesgos a los cuales se exponen por 
los diferentes choques externos. Esta figura, permite también un impulso para las 
comunidades en su organización social mediante actividades comunitarias y de acción 











3. SUMAPAZ Y LA LUCHA AGRARIA 
 
A principios del siglo XX con el aumento en la demanda de mano de obra debido al 
incremento de obras públicas para infraestructura y el nacimiento de plantas industriales en 
las principales ciudades del país, se genera un éxodo desde la hacienda rural y cafetera, 
producto del pago de mejores salarios y mejores condiciones laborales. Se da entonces una 
brecha entre los ingresos de los trabajadores agrícolas y los industriales, que en pocos años 
fue aumentando, y de paso debilitando el sistema de la gran hacienda
21
 (Agirre, 2015) 
sistema que entraba en conflicto con la parcela, pequeña propiedad campesina producto de 
la colonización “en el territorio que hoy es el municipio de Cabrera, la expansión de las 
haciendas coloniales marcó la imposición del latifundio como forma predominante de 
tenencia de la tierra en el Sumapaz” (Movimiento Regional Por la Tierra , 2013, pág. 8).   
 
                                                          
21
La hacienda fue un sistema de grandes extensiones de tierra, en la cual el campesino vendía su fuerza de 
trabajo que era lo único con lo que contaba, con lo cual ganaba su derecho de permanecer en las tierras del 
hacendado “en el Sumapaz y el oriente del Tolima se fueron configurando grandes haciendas de miles de 
hectáreas en manos de unos cuantos propietarios, que necesitaban del control de la fuerza de trabajo de 
campesinos, colono, arrendatario y labriegos, la mayor parte de ello provenientes de Boyacá. Estos 
campesinos fueron excluidos de la propiedad de la tierra y sometidos a oprobiosos sistemas de trabajo y de 
explotación puesto que las haciendas en muchos casos eran un "estado dentro del Estado" : tenían su 
cuerpos de seguridad interna, sus propios jueces y policías, emitían una moneda de curso forzoso en la 
circunscripción territorial de la hacienda, prohibía a los peones y colonos moverse libremente de un lugar a 
otro y les obligaba a pagar cumplidamente con sus obligaciones so pena de ser sometidos a castigos y 
tortura (como el terrible cepo), se practicaba el derecho de pernada por parte de los terratenientes ... y mil 
abusos más propios del dominio hacendatario.” (Vega Cantor, 2007).  
“Arando la paz, cultivando esperanzas”, Una evaluación de la política de zonas de reserva campesina (ZRC) 
como fórmula para el desarrollo rural y estrategia alternativa a la cuestión agraria no resuelta. 
71 
 
Hacia el año de 1920, en la región del Sumapaz
22
 existían cerca de sesenta grandes 
haciendas cafeteras. La zona alta, que abarca alrededor de 75.414 hectáreas, es decir 
alrededor del 42,22% del territorio sumapaceño, estaba en manos de cinco familias de 
hacendados para las cuales trabajaban la mayoría de los colonos de la zona, la “Hacienda 
Sumapaz” era la más extensa con 203.996 Ha la cual abarcaba desde Bogotá hasta el Meta 
pasando por la zona alta de Pandi y Gutiérrez (Agirre, 2015).   
 
El Alto Sumapaz fue escenario de conflictos por la tierra desde los primeros años del siglo 
XX, la exigencia de los colonos de San Bernardo y Cabrera frente a los dueños de las 
haciendas Alejandría y Sumapaz siempre fue por el reconocimiento de su derecho de 
posesión de las tierras en las que se habían establecido y las que habían transformado con 
su trabajo. Igualmente luchaban por el reconocimiento legal de Cabrera el cual fundaron en 
1910 bajo el liderazgo de Pascual Molina y Andres Fernández y con la ayuda del párroco 
de Pandi Francisco Antonio Mazo (Lote, 2016).  
 
En medio de las tensiones entre los colonos de Cabrera y los hacendados del Sumapaz fue 
expedida la Ley 71 del 24 de noviembre de 1917, la cual simplificaba los trámites para la 
adjudicación de baldíos a los pequeños productores y definía los derechos de los colonos. 
Esta ley no resolvió la disputa por la tierra en la región, por el contrario, los pocos colonos 
beneficiarios que recibieron adjudicaciones de más de 100 hectáreas de tierra (lo que los 
convirtió en “nuevos terratenientes) terminaron reproduciendo contra los campesinos el 
mismo trato recibido en las haciendas, lo que derivó en nuevas tensiones entre los colonos 
de la región (Lote, 2016).   
 
Durante el gobierno del conservador Abadía Méndez, en el año de 1926, la Corte profirió 
una Sentencia en la cual obligaba a todos los propietarios de baldíos a demostrar con títulos 
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 La región del Sumapaz está situada en la cordillera oriental de Colombia, formando parte de los 
departamentos de Cundinamarca y Tolima; abarca una superficie de 178.634Ha (1.786 km2) y está 
compuesta por diez municipios de Cundinamarca (San Bernardo, Tibacuy, Fusagasugá, Pasca, Usme, 
Arbeláez, Pandi, San Bernardo, Venecia y Cabrera) y tres del oriente del Tolima (Icononzo, Cunday y 
Villarrica). Zona rica en diversidad climática con una biodiversidad imponente, en la que resalta el Páramo 
de Sumapaz, el más grande del mundo. (Agirre, 2015) 
de propiedad privada o titulo original de traspaso de la nación su derecho sobre los predios 
(Agirre, 2015). Por otra parte, el decreto 1110 de 1928 de “colonias agrícolas” estableció 
zonas de tierras baldías de la nación para la fundación de colonias agrícolas y obligó a los 
latifundistas a demostrar donde eran los límites de sus tierras y por consiguiente donde 
comenzaban los baldíos de la nación, con lo cual la organización campesina del Sumapaz 
bajo el liderazgo de Juan de la Cruz Varela y Erasmo Valencia, emprendió las 
reclamaciones por las tierras de Pandi, Cabrera e Icononzo. Posteriormente, la Ley 200 de 
1936 o “Ley de tierras” de Alfonso López Pumarejo, estableció los parámetros para la 
titulación de tierras baldías (Movimiento Regional Por la Tierra , 2013).  
 
“…con la promulgaci n de la Ley 200 de 1936 se e acerba el conflicto entre campesinos y 
terratenientes, se produce cierta contención del movimiento agrario y la política de 
parcelaciones se erige como una de las estrategias centrales de „reforma agraria‟. Esta 
estrategia arroja limitados resultados en términos de la modernización del campo –propósito 
esencial de la ley– y, además, sitúa a los campesinos como grandes perdedores al someterlos 
a endeudamiento, a la venta de su fuerza de trabajo y a nuevos enfrentamientos entre ellos 
mismos.” (Lote, 2016, pág. 87) 
 
Tras los conflictos agrarios en la región de Sumapaz y Oriente del Tolima, las exigencias de 
los campesinos y colonos sobre la democratización de la tierra, fueron calificadas por parte 
del partido conservador y algunos sectores tradicionales del partido liberal como ideas 
comunistas que afectaban el orden establecido y fueron vistas como una amenaza para la 
paz. Tales conflictos se agudizaron durante el período de la Violencia
23
, hasta adquirir el 
carácter de confrontación armada (Valera & Duque, 2011).  
 
“El pensamiento agrarista  gaitanista y de i quierda dinami   las acciones de campesinos y 
colonos en torno a la lucha por la tierra y esto dignificó a los agrarios que se movilizaron en 
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 “La Violencia” periodo comprendido entre (1948-1957), inicia con el asesinato del caudillo liberal y 
candidato a la presidencia Jorge Eliecer Gaitán, que deriva en una especie de guerra civil entre los 
conservadores y liberales, en la que se vivieron innumerables atrocidades. El movimiento agrario, por ser 
considerado liberal y comunista sufrió una dura arremetida por parte de paramilitares conservadores 
(conocidos como “chulavitas”, “pájaros” o “guerrilleros de la paz”) lo que llevó al movimiento agrario del 
Sumapaz y Oriente del Tolima a tomar las armas y conformar guerrillas de autodefensa (Agirre, 2015).  
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pro de "Tierra, libertad y justicia", una consigna reveladora de los objetivos en juego y 
simb licamente e presivo del sentido de la lucha y la acci n.” (Vega Cantor, 2007, pág. 240)  
 
Seguido del asesinato de Jorge Eliecer Gaitán y bajo el régimen conservador de Ospina 
Pérez, el gobierno emprende la tarea de limpiar el Sumapaz de liberales y comunistas, con 
lo que se desata la Violencia en la región, violencia que tendrá tres etapas: la primera 
comienza en 1949 con la campaña conservadora ya mencionada de exterminio de los 
pobladores liberales y concluye en 1953 tras la amnistía decretada por del general Rojas 
Pinilla y la entrega simbólica de armas por los grupos liberales de autodefensa campesina; 
una segunda que inicia en 1954 con la ofensiva militar contra la zona de Villarrica Huila y 
el Alto Sumapaz, y finaliza en 1957 luego de los acuerdos verbales entre la Junta Militar y 
las guerrillas; y la tercera que va de 1958 a 1965 originada tras los acuerdos del Frente 
Nacional (Lote, 2016).  
 
Una de las características principales de esta etapa del conflicto en el Sumapaz es la 
organización de autodefensas campesinas liberales que se lanzaron a la clandestinidad para 
resistir el hostigamiento conservador. Igualmente, la fuerza pública atacó los puntos de 
concentración de autodefensa campesina con cercos militares y bombardeos aéreos lo que 
provocó el éxodo masivo de las familias campesinas que se desplazaron hacia regiones 
selváticas y que derivó en la colonización de la región de El Duda (Lote, 2016).  
 
Esta primera fase de la Violencia también marcó la vinculación del movimiento campesino 
de Sumapaz al Partido Comunista, con la influencia de éste, el movimiento campesino 
comienza a cuestionar el sistema bipartidista que se constituyó sobre la base de poderes 
gamonales y caciques regionales y locales. La resistencia toma sentido en la lucha de clases 
pues la pelea no es ya entre liberales y conservadores, sino entre ricos y pobres (Lote, 
2016).  
 
Posterior a la llegada de Roja Pinilla al poder, se ofrece un amnistía a las guerrillas de la 
época, Varela y otros jefes guerrilleros siguiendo instrucciones del Comité Central del 
Partido Comunista Colombiano hacen entrega de armas y se concentran en la formación de 
frentes democráticos y la organización de células comunistas regionales y locales (Lote, 
2016). Solo dos años duraría la paz en la región, en abril de 1955, el gobierno de Rojas 
Pinilla puso en marcha una ofensiva contra los campesinos de la región de Villarrica
24
, con 
un gran despliegue militar que tomó por sorpresa a la población, con lo cual empezaría la 
segunda etapa de violencia en la región (Agirre, 2015). 
 
 “Este poblado fue un símbolo por dos razones: por una parte, porque fue atacado de 
manera inmisericorde por la dictadura militar de Rojas Pinilla a nombre de su cerril 
anticomunismo, bombardeando y masacrando inofensivos campesinos; y por otra, porque 
pese al demencial ataque del Estado colombiano, que usó aviones de combate y empleó el 
tristemente célebre napalm, los campesinos combatieron y resistieron heroicamente durante 
varios meses” (Vega Cantor, 2007, pág. 241). 
 
Con el objetivo de aliviar la presión militar sobre Villarrica, se conformó un frente armado 
en Cabrera bajo el liderazgo de Juan de la Cruz Varela. Así, la guerra se traslada al Alto 
Sumapaz, donde duraría alrededor de tres años (Agirre, 2015). La lucha campesina del 
Sumapaz se basó en la presión y la movilización política como se había hecho años atrás, la 
creación de un periódico clandestino denominado „Acción Campesina‟ y el sostenimiento 
de las familias en las parcelas, con el fin de „fortalecer clandestinamente la organización‟ 
(Lote, 2016).   
 
Esta segunda etapa de violencia, culmina con la amnistía general ofrecida por la junta de 
gobierno militar que reemplazó al general Rojas Pinilla en el año de 1957. Por segunda vez, 
Juan de la Cruz aceptó deponer las armas y volver a negociar con el gobierno (Agirre, 
2015). Al finalizar este periodo de la Violencia, con el derrocamiento de la dictadura de 
                                                          
24
 “El 14 de septiembre de 1954 la Asamblea Nacional Constituyente, presidida por Mariano Ospina Pérez, 
expide el Acto Legislativo 6 en el que prohíbe la impresión y difusión de ideas comunistas en Colombia. En 
concordancia, el 4 de abril de 1955, Rojas Pinilla expide otro decreto para declarar como zona de 
operaciones militares a la región de Sumapaz. Se trataba pues de la puesta en marcha de un plan militar de 
‘limpieza’ o eliminación física de comunistas, que marcará el inicio de la segunda fase de la Violencia en la 
región.” Citado en (Lote, 2016, pág. 91).  
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Rojas Pinilla y los acuerdos verbales alcanzados entre la junta de gobierno militar 
transitoria y las guerrillas, Juan de la Cruz Varela afirmaba abiertamente que no fueron 
derrotados “pues no perdimos ni una pulgada de tierra de la que habíamos logrado 
arrebatar a los latifundistas en juicios jurídicos” (Citado en Lote, 2016, pág. 92).  
 
Tras la caída de la Junta Militar y la llegada del Frente Nacional, en la región de Sumapaz y 
Oriente del Tolima se presagiaba una nueva etapa de violencia, primero su posición 
estratégica y la riqueza de sus suelos, convertían estas dos provincias en deseo de 
latifundistas y proyectos modernistas; segundo, la reivindicación de la tierra por parte de 
los agrarios como espacio de realización de derechos, seguía siendo vista como una 
amenaza comunista; tercero, el Sumapaz y Oriente del Tolima por su tradición de lucha 
eran mirados con recelo por terratenientes y gobernadores, quienes por supuesto apoyaban 
la idea de eliminar todo indicio de organización campesina; cuarto, el modelo de desarrollo 
impuesto desde la Alianza para el Progreso, propuso una Reforma Agraria en función del 
incremento de la productividad agrícola y de la adopción de la política de “Seguridad 
Interna” que sirviera de instrumento para combatir al “enemigo interno” (Valera & Duque, 
2011).  
 
Bajo este contexto, se dio la tercera etapa del conflicto en la región, esta vez bajo el 
dominio político del Frente Nacional. Ésta fue llamada la guerra de los “limpios” y los 
“sucios”, la cual basaba su accionar en el exterminio selectivo de ex guerrilleros y 
militantes comunistas, a la que el movimiento campesino respondió mediante la resistencia 
civil. 
 
“Como formas principales de ejecutar la pol tica de “Seguridad Interna” en Sumapaz y 
Oriente del Tolima, se utilizaron la represión contra la población civil por parte de la fuerza 
pública y los asesinatos selectivos de líderes agrarios llevados a cabo por grupos de limpieza 
social llamados “limpios”.” (Valera & Duque, 2011, pág. 179) 
 
El objetivo de la llamada “limpieza” estaba trazada por la desarticulación de la 
organización agraria de la región y la búsqueda de apropiación de las parcelas de los 
campesinos tituladas en las luchas del 30, sin embargo, no lo consiguieron, pues el 
movimiento campesino lo contrarrestó de manera efectiva, esta vez ya no por la vía armada, 
sino mediante la organización política de su movimiento, denunciando permanentemente 
ante instancias gubernamentales, eclesiásticas, militares y medios de comunicación todos 
los asesinatos, las persecuciones, amenazas y demás barbaridades que los “limpios” 
llevaban a cabo (Agirre, 2015). 
 
“Este ambiente de persecuci n e impunidad  no logr  desestimular la organi ación agraria, 
ni llevarla a la lucha armada. Al contrario, por medio de la estrategia de resistencia civil, se 
fortaleció; cimentó las bases de una convivencia pacífica y venció la apatía política entre los 
habitantes de la regi n.” (Valera & Duque, 2011, pág. 184) 
 
Es conveniente señalar, que durante la década del sesenta se produce al interior del 
movimiento agrario de Sumapaz una ruptura frente a la lucha armada, mientras Varela 
expresó reiteradamente su desacuerdo con esta vía, pues sabía que pondría en riesgo las 
conquistas alcanzadas por el movimiento campesino, los agrarios del oriente y sur del 
Tolima terminaron optando por ella. Pese a la oposición de Varela, los campesinos del 
Sumapaz estuvieron durante mucho tiempo en medio del fuego cruzado de las FARC y el 
Ejército. A pesar de ello “han logrado sobrevivir en medio de esas tensiones  fortaleciendo 
sus formas de organización social; preservando y recreando su pasado histórico, y 
manteniendo la solidaridad y la cohesi n interna.” (Citado en Lote, 2016, pág. 94 y 95).  
 
El éxito de la resistencia del movimiento agrario del Sumapaz, radica quizá en la capacidad 
de desarrollar en medio de las dificultades, diferentes experiencias organizativas que 
favorecieron la interlocución del campesinado del territorio con el Estado, como es el caso 
del Sindicato de Pequeños Agricultores de Cundinamarca (SINPEAGRICUN) y la 
Cooperativa de Agricultores Coaltamira. Igualmente, se conforman las Juntas de Acción 
Comunal entre 1968 y 1970 consolidándose como espacio de organización del 
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campesinado y mediante el cual los campesinos de Cabrera gestionarán ante el estado los 
recursos para la construcción de escuelas, carreteras y la electrificación de las veredas 
(Lote, 2016).   
 
“Durante los años 80 y 90 se construyen además la mayoría de los acueductos de las veredas 
a través de proyectos gestionados por las JAC ante la alcaldía, en los que ésta aportaba con 
recursos monetarios y la comunidad aportaba con trabajo…” (Lote, 2016, pág. 98) 
 
De esta manera, entre finales de los 60 y mediados de los 90, se configuran las condiciones 
para la articulación del territorio a las lógicas del mercado y el acceso al capital, con la 
titulación de tierras por parte del INCORA, la construcción de vías, escuelas, acueductos y 
distritos de riego, la electrificación de gran parte del municipio,  la llegada de la banca 
pública en un primer momento a través del Banco Agrario (antes Caja Agraria) y la banca 
privada luego, el INDERENA en su momento hoy la CAR y con la constitución de la ZRC 
en el año 2000, provocando una mayor presencia del INCODER, el cual interviene en el 
municipio con el programa de Incentivo Económico a la Asistencia Técnica Directa Rural 
donde financia insumos, herramientas y realiza acompañamiento técnico promocionando 
también alianzas productivas para las asociaciones constituidas en el municipio (Lote, 
2016).  
 
En el caso de los campesinos del Sumapaz y su lucha por la tierra y el territorio, se 
demuestra una categoría esencial para entender las lógica de la historia de la agricultura 
colombiana y el movimiento agrario, la revancha terrateniente “término acuñado a 
comienzos de la década de 1970 por el investigador francés Pierre Gilhodes en su pequeño 
libro Las luchas agrarias en Colombia” (Vega Cantor, 2007, pág. 241), categoría que 
explica las constantes arremetidas durante los distintos periodos del siglo XX por parte de 
los latifundistas de la región, en contra del movimiento agrario y sus conquistas, amparados 





Este capítulo está dividido en tres apartados, a saber: Instrumento, recolección de datos y 
estrategia econométrica. De modo que en el numeral 4.1 se explicará bajo qué parámetros y 
objetivos se diseñó el Instrumento aplicado en la ZRC de Cabrera y en el municipio de 
Venecia. Así mismo, se describirá sucintamente el propósito de cada uno de los bloques del 
mismo. Posteriormente, en el numeral 4.2 se hará referencia a las razones por las cuales 
para los fines de esta investigación se tomó como territorio control al municipio de Venecia 
y a su vez, se detallará cómo se determinó el tamaño y la distribución de la muestra para la 
aplicación del Instrumento. Finalmente, en el numeral 4.3 Estrategia Econométrica se 
abordará la metodología de evaluación de impacto y su importancia a la hora de analizar el 
impacto en la seguridad alimentaria, la acción colectiva y los choques en los hogares 
campesinos de la ZRC de Cabrera 
 
4.1 INSTRUMENTO  
 
El instrumento diseñado en el marco de esta investigación, se desarrolló con el objetivo de 
levantar los datos socioeconómicos y de calidad de vida, confianza y cohesión social en los 
municipios de Cabrera Cundinamarca, declarado Zona de Reserva Campesina en el año 
2001 y en el municipio de Venecia, vecino de la Zona de Reserva Campesina de Cabrera; el 
cual servirá como población comparación para el análisis de las variables mencionadas en 
el desarrollo del marco teórico.  
 
El diseño del instrumento estuvo basado fundamentalmente en tres textos. El primero de 
ellos texto de Moncada (2000), el cual fue desarrollado en el marco del programa para el 
mejoramiento de las encuestas y la medición de condiciones de vida en América Latina y el 
Caribe (MECOVI). Este programa es una iniciativa conjunta del Banco Interamericano de 
Desarrollo (BID), del Banco Mundial (BM) y de la Comisión Económica para América 
Latina y el Caribe (CEPAL), cuyo objetivo “es mejorar la captación de la información 
“Arando la paz, cultivando esperanzas”, Una evaluación de la política de zonas de reserva campesina (ZRC) 
como fórmula para el desarrollo rural y estrategia alternativa a la cuestión agraria no resuelta. 
79 
 
sobre las condiciones de vida de la población en los países de la región en términos de su 
alcance temático, de cobertura geográfica (urbana y rural), confiabilidad, y sobre todo, 
relevancia para fines de políticas dirigidas hacia la reducción de la pobreza y el aumento de 
la equidad social” (Moncada, 2000, pág. 3).    
 
El segundo texto hace referencia a la medición de la seguridad alimentaria, se trata de la 
Escala Latinoamericana y Caribeña de Seguridad Alimentaria (ELCSA, 2012) elaborada 
por el comité científico de la ELCSA, cuyo objetivo principal se basó en contar con un 
indicador con bases científicas sólidas, que aporte a la comprensión del tema tratado, y 
permita además una mejor comunicación entre la sociedad civil, los tomadores de decisión, 
las instancias políticas y las agencias de desarrollo. La ELCSA forma parte de los métodos 
cualitativos, o los métodos basados en la experiencia, para medir la seguridad alimentaria 
en el hogar. 
 
El tercer texto corresponde al formulario de unidades productoras agropecuarias y predios 
con actividad no agropecuaria del Tercer Censo Nacional Agropecuario  (DANE, Min 
Agricultura, DNP, 2014), el cual se realizó con el objetivo de proporcionar información 
estadística estratégica, georreferenciada y actualizada del sector agropecuario, forestal, 
acuícola, pesquero y sobre aspectos ambientales; así como sobre los productores 
agropecuarios y la población residente en el área rural para la toma de decisiones y la 
estructuración del Sistema Estadístico Agropecuario (SEA). 
 
Es importante aclarar que la recolección de esta información se hizo en el marco de un 
proyecto,
25
 que tenía un presupuesto limitado y solo permitía encuestar una persona por 
hogar y con encuestas que no excedieran los 30-40 minutos. Asimismo, es oportuno aclarar 
que el instrumento incluía algunos bloques de preguntas específicos para los otros trabajos 
de campo, que no se analizarán en este trabajo.    
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 El proyecto es “Evaluación de impacto de las políticas de reforma de las instituciones agrarias sobre el 
bienestar de los hogares del campo colombiano”, financiado por la “CONVOCATORIA NACIONAL DE 
PROYECTOS PARA EL FORTALECIMIENTO DE LA INVESTIGACIÓN, CREACIÓN E INNOVACIÓN DE LA 
UNIVERSIDAD NACIONAL DE COLOMBIA 2016-2018” y dirigido por el Profesor Francesco Bogliacino. 
1 2
B1. En los últimos 3 meses, por falta de dinero u otros recursos, ¿alguna vez usted se preocupó
porque los alimentos se acabaran en su hogar?
B3.En los últimos 3 meses, por falta de dinero u otros recursos, alguna vez ¿Usted o algún adulto en
su hogar dejó de desayunar, almorzar o cenar?
1 2
B2. En los últimos 3 meses, por falta de dinero u otros recursos, ¿alguna vez usted o algún miembro
hogar tuvo una alimentación basada en poca variedad de alimentos? 
1 2
B4. En los últimos 3 meses, por falta de dinero u otros recursos, ¿alguna vez tuvieron que disminuir
la cantidad servida en las comidas a algún menor de 18 años en su hogar?
1 2
B] Seguridad alimentaria y nutricional
SI NO
A]  Identificación 
A1. Departamento: 
PROYECTO DE INVESTIGACIÓN UNIVERSIDAD NACIONAL DE COLOMBIA 
A2. Municipio A3. Dirección (indicar vereda): 
A4. Nombre Apellido: A5. Jefe de hogar: A6. ZRC/Control: 
A9: Estado civilA7: ¿Cuál fue el nivel de estudios más alto 
alcanzado? ___________________________
La presente investigación es única y exclusivamente con carácter científico y técnico, los datos o
información dada en este formulario estarán bajo confidencialidad de la Universidad Nacional y los
responsables del proyecto. 
ENCUESTADOR: 
A10: Sexo:A8: ¿Cuántas personas, 




El bloque A hace referencia al proceso de identificación de la persona encuestada, indaga 
por el territorio en el cual habita (ubicación geográfica, zona rural y/o urbana), identifica el 
género y si la persona encuestada es reconocida como el jefe de hogar y cuantas personas 
integran el hogar. También por su nivel educativo y su estado civil. La pregunta A6 es una 
de las más importantes en este bloque, ya que permite identificar según los objetivos de la 
investigación, si la persona encuestada hace parte de la población que recibe la política a 
estudiar, es decir si es tratada, o si por el contrario hace parte de la población contraste para 
el investigador
26
.   
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 El proyecto incluía tres viajes a campo, para el tema de restitución de tierra, el tema de ZRC y el tema de 
alianza productiva para el sector palmero. De aquí la terminología tratado y control, que se extendía a cada 
uno de los casos. Naturalmente, en cada caso, se modificaba la pregunta oportunamente, según el contexto. 
Tabla 1. Identificación de las personas encuestadas y Seguridad Alimentaria 
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El bloque B titulado seguridad alimentaria y nutricional busca examinar la inseguridad 
alimentaria en los territorios estudiados, la cual se define como “la disponibilidad limitada 
o incierta de alimentos nutricionalmente adecuados e inocuos; o la capacidad limitada e 
incierta de adquirir alimentos adecuados en formas socialmente aceptables” (ELCSA, 2012, 
pág. 11). La escala original incluye 16 preguntas en cuatro dimensiones. La lógica de las 
dimensiones es la siguiente. En un comienzo los hogares experimentan incertidumbre y 
preocupación entorno al acceso a los alimentos. A continuación, dadas las restricciones en 
el poder adquisitivo de los hogares, se hacen ajustes en la calidad de los alimentos que 
consumen, dejando de ingerir una dieta balanceada. Posteriormente al profundizarse la 
inseguridad alimentaria, los ajustes a los que se ven obligados los hogares afectan la 
cantidad de alimentos consumidos, se disminuyen las raciones que se ingieren o se saltan 
una o más comidas diarias. Más adelante el hambre se hace presente sin que se pueda 
satisfacer. Finalmente, cada una de estas dimensiones llega a afectar a los menores del 
hogar, después de haber afectado a los adultos. Es decir, los niños y niñas son protegidos 
por sus padres, especialmente por la madre, hasta que la inseguridad alimentaria alcanza 
niveles severos que hacen imposible protegerlos. Se escogieron cuatro preguntas, una por 
bloque. 
 
El bloque C titulado Identificación del predio y diversificación de cultivos tiene como 
objetivo identificar las características de los predios habitados por los hogares campesinos, 
permite saber cuántos son dueños y cuentan con títulos de propiedad, cuantos cuentan con 
escrituras de su predio de los que están en arriendo y cuantos están por posesión, que 
características de tamaño tienen, si son pequeños, medianos o grandes productores, cuantas 
hectáreas tiene dedicada a la producción agrícola y cuantas a la producción pecuaria en 
caso de tenerla. Igualmente permite identificar qué hogares siembran para el autoconsumo 
y qué tipo de semillas están utilizando para su producción, entendiendo que el uso de cada 
semilla certificada trae consigo un uso específico de fertilizantes.   
 
Tabla 2. Identificación del Predio y Diversificación de Cultivos 
 
 
El bloque D, titulado exposición a choques busca identificar los niveles de vulnerabilidad a 
los cuales se encuentran expuestos los hogares encuestados. En general los hogares 
campesinos con mediana y pequeña producción son más vulnerables a la caída de los 
ingresos cuando ocurre un evento en sus territorios o en el país, ya sea una crisis 
económica, una fuerte caída en los precios de los bienes producidos, o variaciones 
macroeconómicas en las tasas de cambio que incrementen los precios de los insumos o 
fertilizantes usados para la producción agropecuaria. Igualmente se mide la exposición a 
hechos violentos, ya que el desarrollo del conflicto ha tenido un impacto sistemáticamente 
más alto en el sector rural colombiano.   
 
Como es lógico, no todos los individuos cuentan con ahorros para afrontar los diferentes 
choques que se pueden presentar, especialmente los hogares con menores ingresos y en 
estado de pobreza son los más vulnerables ante las caídas del salario, el desempleo o los 
fenómenos naturales como heladas, inundaciones o sequias que pueden golpear la 
producción agropecuaria e incidir negativamente en los ingresos del hogar “No todos los 
choques afectan a grandes sectores de la población. Algunos disminuyen la capacidad de 
generar ingresos de individuos específicos, de manera temporal o permanente, como puede 
C1. ¿El predio que habita es?
C8. ¿Qué tipo de semillas utiliza? 
1. Certificada 2. No certificada
3. Tradicional 4. No sabe 
3. Entre dos y tres hectáreas
4. Entre tres y cuatro hectáreas
1. Menos de una hectárea
2. Entre una y dos hectáreas
3. Entre dos y tres hectáreas
5. Cinco o más hectáreas  
6. No sabe 6. Contesta en porcentaje del predio: 




5. Cinco o más hectáreas  
C6.  ¿Cuántas para la actividad ganadera,  si posee? 
4. Entre tres y cuatro hectáreas 4. Entre tres y cuatro hectáreas
2. Entre una y dos hectáreas
1. Persona Natural 2. Persona Jurídica 3. Otro: 
C3. ¿Cuántas personas toman decisiones sobre las actividades que se realizan en la Unidad Productora Agropecuaria?
3. Entre dos y tres hectáreas
C5. ¿Cuántas son utilizadas para la producción agropecuaria?
1. Menos de una hectárea
1. Ocupado con escritura: 2. Ocupado sin escrituras: 3. En Arriendo: 
5. Cinco o más hectáreas  
2. Entre una y dos hectáreas
C4. ¿Cuántas hectáreas tiene el predio habitado?
1. Menos de una hectárea
C] Identificación del predio y diversificación de cultivos
C2. Para el desarrollo de sus actividades agropecuarias usted está organizado/a como: 
6. Contesta en porcentaje del predio: 5. Otro: _______________
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ser el desempleo, las enfermedades o el envejecimiento. Los pobres son los que tienen 
menos posibilidades de contar con ahorros o seguros para hacer frente a estas 
perturbaciones. Los choques adversos merman drásticamente los ingresos de los pobres, 
afectan sus decisiones de consumo e inversión y contribuyen a que persista la pobreza. 
Estos choques se conocen como choques adversos idiosincráticos en contraste con los 
choques adversos agregados o sistémicos como las crisis económicas o financieras.” 
(Moncada, 2000, pág. 3) En este bloque se mide la reducción en el flujo de ingreso del 
hogar a raíz de la ocurrencia de eventos adversos, y las pérdidas de bienes asociados, y su 
valoración. 
 





D3. Como consecuencia de los problemas enfrentados por su hogar en los últimos doce meses ¿usted o algún miembro de su hogar perdió
parcial o totalmente bienes, predios, maquinarias o dinero? Indique el bien/predio/maquinaria o el valor de la pérdida. (Problemas y







viii. Heridas, pérdida de manos, brazos, piernas u
otro tipo de menoscabo a su integridad física
(SI/NO):
xii. Otros: __________________
iv. Discriminación, señalamiento o agravio a su dignidad,
buen nombre y honra (SI/NO):
iii. Pérdida de familiares, seres queridos o de la persona
de quien el grupo familiar dependía económicamente por
homicidio, desaparición, reclutamiento forzado, etc
(SI/NO):
vii. Robo de dinero/ bienes muebles/ cosecha/
animales (SI/NO):
xi. Chantaje (SI/NO):
i. Emboscada en la carretera (SI/NO): ix. Captura o secuestro (SI/NO):v. Atraco u asalto físico  (SI/NO):
ii. Tiroteo u otra confrontación que involucre el uso de
armas de fuego (SI/NO):
vi. Tortura o amenaza (SI/NO): x. Trabajo sin remuneración (SI/NO):
D5. Indique si alguna vez en la vida ha sido víctima de los siguientes acontecimientos violentos:    SI         NO
D2. Respecto a los ingresos percibidos normalmente por el hogar, y como consecuencia de los problemas enfrentados por su hogar en los




i. Pérdida del empleo 
ii. Caída del salario de algún miembro del hogar que sea perceptor de
ingreso
iii. Pérdida de la cosecha 
iv. Enfermedad grave o accidente de algún miembro del hogar
viii. Problema judicial xxii. Inundación
xiv. Cierre de empresa o despido xxviii. Otro_______________________________ 
xiii. Terminación de ayuda familiar xxvii. Falta de empleo/no hay trabajo
xi. Altos precios en los insumos de los productos cosechados xxv. Disminución en las ventas
xii. Daño en herramienta, sistema de riego u otro xxvi. Eliminación de subsidios estatales
ix.  Pérdida del empleo 
x. Bajos precios en los productos cosechados 
v. Muerte de algún miembro del hogar
vi. Separación o ruptura del núcleo familiar
vii. Hecho delictivo (robo, estafa, secuestro)
xv. Aumento en los precios de bienes de consumo masivo
xvi. Conflicto armado
xvii. Protestas (paros, huelgas, cierres  viales)
xviii. Terremoto
xix. Tormenta
xx. Deslizamiento de tierras
xxi. Sequía
D1. En los últimos doce meses algún miembro de su hogar se ha visto afectado por algunos de los siguientes problemas o dificultades?
D] Exposición a choques
D4. Como consecuencia de los problemas enfrentados por su hogar en los últimos doce meses ¿usted o algún miembro de su hogar tuvo
que utilizar algún seguro? indique de qué seguro se trata y el monto usado
Seguro: Monto: 
 
Producidos los choques, los hogares desarrollan diversas estrategias para superar la pérdida 
de ingresos, algunos pueden tener acceso a seguros, otros a préstamos del sector formal o 
informal, también disponer de redes sociales como amigos o familiares. Otros mecanismos 
de protección se desarrollan cuando las comunidades cuentan con organizaciones sociales y 
comunitarias, que permiten una cohesión social fuerte, donde eventualmente pueden tener 
la fuerza para exigir el respaldo del estado por medio de programas sociales.   
 
El bloque E, titulado diversificación de ingresos, ahorro y aspiraciones permite identificar 
el nivel de ingreso promedio de la población en estudio, además de caracterizar cuales son 
la fuente proveniente de éstos, si es de una o más actividades económicas. Igualmente 
permite entender, por cada hogar, cuántas personas perciben ingresos y cuál es su nivel de 
expectativas frente al desempeño económico del siguiente año, como sus aspiraciones de 
ingresos para obtener el nivel de vida que ellos consideran satisfactorio según sus 
necesidades. Finalmente busca conocer si el hogar tiene capacidad de ahorro para 
enfrentarse a los diversos choques a los que se está expuesto, y cuanto es su nivel de ahorro 
promedio anual. Es necesario aclarar que el ahorro se entiende como bruto, es decir incluye 
el pago de las cuotas de los préstamos adquiridos.   
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Tabla 4. Diversificación de Ingresos, Ahorro y Aspiraciones 
 
 
El bloque F, titulado Créditos, ayudas y otros medios de aseguramiento indagan en la 
primera parte por el acceso al capital de los hogares encuestados, y permite determinar 
cuáles son las instituciones que llevan crédito a los hogares campesinos, si es de naturaleza 
pública o privada, y si por otras vías los hogares acceden al capital vía crédito. Igualmente 
cuales son los niveles de endeudamiento que alcanzan los hogares encuestados. 
Posteriormente, busca medir el grado de participación de los hogares en diferentes 
actividades comunitarias, que permite determinar si existe una red social fuerte en su 
comunidad. Finalmente, se evalúa si los hogares están o no recibiendo las ayudas y 
subsidios estatales, ya que es una forma de aseguramiento ante los diferentes choques que 
puedan afectar el flujo de ingresos de los hogares.     
Monto: 
E6. En los últimos 12 meses su hogar ha podido ahorrar:       
E7. A cuanto ascendieron los ahorros del hogar en los últimos 12 meses
Monto: 
E1. El nivel de ingresos  monetario mensual de su hogar, en los últimos 12 meses (no incluya producción para autoconsumo) ha estado en 
promedio: 
3. Igual
ii. De la venta de la producción agropecuaria
v. Giros o transferencias de dinero por parte de algún familiar
E4. Considerando los ingresos de todas las fuentes y de todos los perceptores del hogar ¿cree usted que el nivel de ingresos del hogar en 
los próximos doce meses será mayor, menor o igual al actual? (Tenga en cuenta el poder adquisitivo del hogar).
1. Mayor
2. Menor
iii. De la ganancia neta de comercio (excluyendo la venta de la producción 
agropecuaria), de arriendo de fincas o apartamentos, de ganancia de otra 
actividad:  
vi. Subsidios por parte del estado o de otra administración pública
E] Diversificación ingreso, ahorro, aspiraciones
E2. Los ingresos mensuales del hogar son producto de: E3. ¿Cuantos integrantes de este hogar reciben ingresos?  
i. Remuneración como empleado Número: 
Monto:
1. Si 2. No
E5. Para el nivel de vida que considera satisfactorio ¿A qué nivel de ingreso para su hogar aspiraría en los próximos doce mese, 
incluyendo todas las fuentes? 
iv. De la prestación de trabajo como independiente, a parte de la finca
Tabla 5. Créditos, ayudas y otros medios de aseguramiento 
 
 
El bloque G titulado Confianza incluye dos preguntas. Una pretende identificar la llamada 
confianza generalizada o confianza en desconocidos, a través de una pregunta estándar 
extraída de la Encuesta Mundial de valores. La segunda pregunta, busca identificar cual es 
el nivel de credibilidad que tienen las personas en las diferentes instituciones con las cuales 
se relacionan, instituciones religiosas, políticas, gubernamentales y sociales. Para cada una 
de estas instituciones formales e informales se usa una escala Likert de cuatro ítems. Según 
Latinobarómetro la confianza se define como “…la capacidad de anticipar algo que sucede. 
Se confía en alguien del cual se sabe que actuará de una manera determinada. Un amigo, 
por ejemplo, cuando se lo llama para pedir ayuda, una autoridad cuando se le solicite que 
solucione un problema, una institución cuando se espera que produzca un bien o un 
servicio.” (Latinobarometro , 2015, pág. 3). Por tanto, el grado de confianza que tenga una 
sociedad en sus instituciones puede determinar el grado de legitimidad que tienen éstas 
frente a sus ciudadanos.   
 
ii. Compra conjunta de alimentos al por mayor (SI/NO):
viii. Participación en taller comunal para obtener ingresos adicionales
(SI/NO):
iii. Intercambio de mano de obra (SI/NO): ix. Actividades para recolectar fondos (fiestas, colectas) (SI/NO):
iv. Cuidado de niños y niñas de modo comunal (SI/NO): x. Gestión para acceder a programas de ayuda del gobierno (SI/NO):                                        
v. Construcción colectiva de obras comunales (caminos, escuelas, etc)
(SI/NO):
xi. Invasión de terrenos baldíos para vivienda y/o producción agropecuaria
(SI/NO):
v. Otro diferente de los anteriores: _________________________________
vi. Comité de seguridad y protección (SI/NO): xii. Otro: ____________________________________
F5. ¿En los últimos 12 meses algún miembro de su hogar ha utilizado o es beneficiario de algún programa de ayuda del gobierno?    
i. Familias en acción (SI/NO): iii. Familias guardabosques (SI/NO): iv. Subsidios de vejez (SI/NO):
ii. Subsidio de educación (SI/NO):
F1. En los últimos doce meses su hogar ha accedido a un crédito con alguna entidad Bancaria o Cooperativa local? 
F3. ¿A cuánto asciende la deuda pendiente? 
F4. ¿En los últimos 12 meses su hogar ha participado en algunas de las siguientes actividades vecinales o comunales de ayuda mutua? 
F2. ¿A cuánto ascendió el crédito? 
Monto: 
Monto: 
i. Preparación de olla común (SI/NO): vii. Organización y participación del comedor vecinal (SI/NO):
ii. Familiares (SI/NO): v. Amigos (SI/NO): viii. Prestamista particular (SI/NO):
iii. ONG (SI/NO): vi. Su centro de trabajo (SI/NO): ix. Otro _______________________
F] Créditos, ayudas y otros medios de aseguramiento
i. Banco Privado (SI/NO): iv. Banco/ Entidad financiera estatal (SI/NO): vii. Cajas municipales (SI/NO):
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Tabla 6. Confianza 
 
 
Finalmente, el bloque H titulado Empoderamiento
27
 se soporta en tres ejes, el 
empoderamiento económico, el empoderamiento grupal y el individual. El empoderamiento 
permite que los individuos tomen decisiones basados en el desarrollo de su confianza y su 
seguridad, en sus capacidades y su potencial, sabiendo que las decisiones finales que se 
tomen pueden afectar su vida de manera positiva o negativa. Una sociedad empoderada 
permite construir en colectivo, hace que la organización social sea posible y mediante esa 
organización permite mejorar las condiciones de vida individual y de grupo.    
 
Tabla 7. Empoderamiento 
 
                                                          
27
  Los bloques sobre confianza y empoderamiento hacen parte de la investigación sobre el impacto positivo 
del modelo de reparación de restitución de tierras de la Ley 1448 en la confianza y el empoderamiento de 
sus beneficiarios, desarrollada en la tesis de Laura Gutiérrez Baquero para optar al título de Maestría en 
Ciencias Económicas en la Universidad Nacional de Colombia.  
x. Sistema judicial
xi. Sistema de seguridad social








xxi. Unidad de tierras
xii. Unidad de Víctimas
xxiii. Agentes comercializadores de productos de la parcela
xxiv. Junta de Acción Comunal
i. Fuerzas armadas
ii. Policía





ix. Partidos políticos tradicionales
iv. Medios alternativos de comunicación xvi. Defensores de derechos humanos
G2. Por favor indique el nivel de confianza que tiene hacia cada una de las siguientes instituciones u organizaciones que aparecen en la
tabla contestando "ninguna confianza" (1), "poca confianza" (2), "suficiente confianza" (3) o "mucha confianza" (4)
G] Confianza
G1. Hablando en general, ¿Diría Usted que se puede confiar en la mayoría de las personas o que uno nunca es lo suficientemente
cuidadoso en el trato con los demás?        la mayoría de las personas ____  uno nunca es lo suficientemente cuidadoso_____
Me involucro en las decisiones que me afectan
Promuevo y tengo mis ahorros de dinero
FIN DE LA ENCUESTA
Este mundo lo dirigen los que tienen poder
En mi comunidad ayudo a resolver los conflictos que se presentan
Yo tomo las decisiones importantes para mi vida
Cuando hago algo que no es o era permitido en mi casa me siento incómoda/o
Las mujeres y los hombres tenemos las mismas oportunidades para acceder a empleos de todo tipo
Digo lo que pienso y opino sin temor
H] Empoderamiento
H1. Por favor indique qué tan de acuerdo está con las siguientes afirmaciones, contestando: "estoy absolutamente en desacuerdo" (1),
"estoy en desacuerdo" (2), "estoy de acuerdo" (3) y "estoy absolutamente de acuerdo" (4)
RespuestaAfirmación
Mi pareja o padres deben saber siempre dónde estoy
Para participar políticamente tengo que negociar/concertar con mi pareja, hijos, padre y/o madre 
 
4.2 RECOLECCIÓN DE DATOS 
 
El Municipio de Cabrera limita al norte con los Municipios de Venecia y San Bernardo; al 
Sur con los Departamentos del Huila, Tolima y Meta; al Oriente con Bogotá D.C y al 
Occidente con el Departamento del Tolima. Dada su ubicación geográfica, para los fines 
del presente estudio se tomó como grupo de control el municipio de Venecia (grupo de 
comparación que explicaremos más adelante en el análisis metodológico), ya que no sólo es 
uno de los municipios limítrofes ubicados en la Provincia de Sumapaz (Mapa 1), sino 
también, comparte con Cabrera el mismo clima y territorio (con excepción de la parte alta 
de Cabrera correspondiente al Páramo de Sumapaz), ambos municipios basan su economía 
principalmente en el sector agropecuario, siendo la agricultura la actividad económica más 
representativa. En términos de la población, presentan similitudes respecto al número de 
habitantes: Cabrera 4.499 y Venecia 4.060 (DANE. Censo Nacional de Población. 2005). 
Adicionalmente, comparten un contexto histórico común como se describió en el Capítulo 
3: “Sumapaz y la lucha agraria”.  Estas similitudes incrementan el grado de comparabilidad 
entre los dos municipios, sin embargo la ZRC (y sus implicaciones en término de 
organización de la comunidad y de desarrollo de política pública) no abarca el municipio de 
Venecia, que se vuelve un contrafactual potencial para identificar el impacto, como 
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Mapa 1. Municipios del Departamento de Cundinamarca 
 




En el caso de Cabrera, el tamaño y distribución de la muestra se determinó a partir de un 
muestreo por cuotas, teniendo en cuenta que se acordó con el Comité de Impulso realizar 
un estudio que permitiera una caracterización cercana al Plan de Desarrollo de la ZRC.  En 
ese sentido, se alcanzó una cuota total de 204 observaciones, donde se decidió tomar 
muestras en cada una de las veredas (19 en total) incluyendo las veredas de la zona del 
páramo de Sumapaz, así mismo, se alcanzó 4 encuestas por cada uno de los barrios del 
casco urbano (7 barrios), como se observa en la tabla 8.  
 




Respecto a Venecia, se alcanzaron 86 observaciones, donde se abordaron todas las veredas, 
con excepción de las veredas el Palmar Alto y Bajo, que geográficamente quedaban muy 
alejadas del Casco Urbano de Venecia y a las cuales se fue imposible llegar por las 
condiciones del territorio.   
Vereda Población Alcanzado Vereda Población Alcanzado
Santa Lucia A 99 10 Hoyerías 18 3
Santa Lucia B 500 10 Canadá 35 5
Santa Rita A 80 9 Núñez 75 12
Santa Rita B 383 10 Santa Marta 259 10
Peñas Blancas A 223 10 Quebrada Negra 214 13
Peñas Blancas B 87 9 Paquiló 152 10
Bajo Ariari 102 8 Las Águilas 40 4
Alto Ariari 696 10 La Cascada 34 5
San Isidro 240 14 La Playa 112 10
Pueblo Viejo 97 10
3446 172
La Culebrera 4 Santa Bárbara 4
Cabrera Centro 4 El Peso 5




Total de Hogares Encuestados 204
Cabrera Población (casco urbano)  
DISTRIBUCIÓN DE LA MUESTRA                                                                                                                 
MUNICIP IO DE CABRERA
Cabrera Población Rural Hogares Rurales Encuestados
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Como parte del trabajo de campo, se acordó la socialización de los resultados de la 
investigación con la comunidad de la ZRC de Cabrera, es así como en el mes de septiembre 
del año 2017 se realizó la socialización de los resultados con diferentes integrantes de la 
comunidad y miembros del comité de impulso de la ZRC, igualmente hicieron presencia 





Vereda Encuestados Casco Urbano Encuestados
Agua Dulce 4 Buena Vista 1
Aposentos 7 El Porvenir 1
Buenos Aires 3 Los Fundadores 4
Hungría 5 Diamante 2
La Chorrera 8 Centro 4
La Reforma 2 La Granja 1
Quebrada Grande Alta 6 Divino Niño 3















DISTRIBUCIÓN DE LA MUESTRA                                                                                                                 
MUNICIP IO DE VENECIA




4.3 ESTRATEGÍA ECONOMÉTRICA 
      
En este trabajo, se busca medir el impacto causal de la pertenencia a la ZRC. Por impacto 
causal se entiende un efecto sobre las variables de interés generado por la variable 
independiente de análisis (la pertenencia a la ZRC), a paridad de otras condiciones (ceteris 
paribus).  
 
Las variables de interés son las que por razones teóricas pueden ser afectadas. En el caso de 
un programa o una política pública se suele buscar “efectos” entre los objetivos. Según 
Vedung (1997) todos los programas tiene dos tipos de efectos: los efectos directos los 
cuales son efecto de la acción del programa y están determinados por los logros planteados 
y los colaterales los cuales pueden ser el resultado de la intervención o de acciones conexas 
y simultáneas que terminan afectando de manera directa dichos logros planteados. Para esta 
investigación por ejemplo, se busca medir el impacto en la seguridad alimentaria, la acción 
colectiva y la vulnerabilidad de los hogares.  
 
Sin embargo, uno de los problemas fundamentales a los que se enfrenta la metodología de 
evaluación causal es que “para construir el efecto del tratamiento necesitamos conocer la 
diferencia entre la variable de resultado del individuo participante una vez se ha 
implementado el programa y la variable de resultado que habría obtenido ese individuo en 
el caso hipot tico que no e istiera el programa” (Bernal & Peña, 2011, pág. 17). En 
manera más rigurosa, podemos introducir el concepto de resultado alternativo potencial. 
Sea    la variable independiente de interés, en este caso la pertenencia o menos del hogar i 
a la ZRC. Tenemos dos estados posibles, pertenencia o no pertenencia, identificados con 
los números 1 y 0 respectivamente. En la jerga, se usan los términos de tratamiento para el 
estado 1 y control para el estado 0. Sea Y la variable dependiente de interés, por ejemplo la 
seguridad alimentaria, podemos introducir para el hogar i sus dos resultados alternativos 
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potenciales   
    
 que corresponden a su nivel de seguridad alimentaria respectivamente en 
presencia y ausencia de la ZRC. 
 
Con la imposibilidad de observar ambos resultados para el mismo individuo al mismo 
tiempo (no podemos correr la historia dos veces), tampoco podemos evaluar el impacto 
causal sobre un hogar i de manera aislada. Por lo tanto, buscamos aislar el impacto de la 
variable de análisis sobre la variable de interés en promedio sobre los individuos tratados, 
es decir que fueron beneficiarios de la ZRC. En término técnico, si definimos E() el valor 
esperado sobre la población de referencia (es decir el promedio calculado sobre el total de 
la población), nuestro parámetro de interés es      
    
       , o sea el valor esperado 
de la diferencia entre la seguridad alimentaria que observamos en la población que hace 
parte de la ZRC y la seguridad alimentaria que habríamos observados en los mismos 
hogares si no hubieran tenido exposición a las ZRC. La segunda parte de esa fórmula se lee 
condicionadamente a ser tratados, es decir en los miembros de la población que pertenecen 
al programa de interés (o en general que fueron expuestos al valor 1 de la variable de 
interés). 
 
El problema de esta medición es que no podemos determinar el parámetro de interés a 
menos de computar de alguna manera     
       , que se denomina el contrafactual, que 
obviamente no es observable. En general, el contrafactual no será estimable a partir de las 
personas que no tuvieron exposición a la ZRC, porque podría darse que alguna variable 
omitida (observable o menos) condicione la decisión de     . En término técnico, la 
comparación entre el valor esperado de la seguridad alimentaria entre los hogares ZRC y 
los hogares no-ZRC se puede expresar como     
 |          
       . Sumando y 
restando el contrafactual de interés obtenemos: 
 
    
 |          
 |          
            
        
 
El primer término de esta expresión es el parámetro de interés o efecto promedio sobre los 
tratados (average treatment on the treated (ATT)
28
 teorema 4 del artículo de (Rosenbaum 
& Rubin, 1983), mientras que E (Yi(0)|Di = 1) – E(Yi(0)|Di =0) mide de manera más 
específica el sesgo de selección, es decir, la diferencia entre el contrafactual y la variable de 
resultado en el grupo control (Bernal & Peña, 2014, págs. 29-32). En palabras sencillas, 
este segundo término nos indica la diferencia en la línea de base (en ausencia de 
tratamiento) entre los hogares que fueron beneficiarios de la ZRC y los hogares que no 
fueron beneficiarios. Si ese término no es igual a cero (cosa que no ocurrirá a menos que la 
asignación a la ZRC sea tan exógena como una asignación aleatoria), entonces tenemos un 
sesgo, sobre o subestimamos el impacto a partir de la diferencia entre unidades tratadas y 
no tratadas. 
 
Necesitamos identificar un término de comparación que nos garantice que el resultado 
alternativo potencial en ausencia de tratamiento sea el mismo que para las unidades 
expuestas a la política. La comparación básica entre grupos se soporta teóricamente en el 
artículo de Rosembaum & Rubin (1983): en donde los autores comparan dos grupos que 
reciben determinados tratamientos: 
 
“Las inferencias sobre los efectos de determinados tratamientos involucran especulaciones 
sobre el efecto que estos podrían haber tenido en una unidad que, de hecho, recibe otros 
tratamientos. Consideremos el caso de dos tratamientos, numerados 1 y 0. En principio, una 
porción de las N unidades bajo estudio tiene una respuesta r1i que habría resultado si hubiera 
recibido el tratamiento 1, y una respuesta r0i que habría resultado si hubiera recibido el 
tratamiento 0. En esta formulación, los efectos causales son comparaciones de r1i y r0i, por 
ejemplo, r1i – r0i o r1i/r0i.” 
 
Uno de los elementos claves en la teoría de la evaluación de impacto, es encontrar la 
comparación que nos permita eliminar el sesgo de selección. Donde no haya condiciones de 
diseño (ejemplo el experimento o la asignación determinística según un umbral de 
                                                          
28
 “…pues identifican el efecto del programa sobre el grupo de tratamiento menos lo que habría sido la 
situación del grupo de tratados si no hubieran participado en el programa.” (Bernal & Peña, 2014, pág. 101) 
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participación) o naturales, que hagan plausible la ausencia de sesgo de selección, la única 
estrategia posible es la de controlar por variables observables. El supuesto implícito a esta 
estrategia es que una vez definidas celdas en la población de tratados y no tratados de 
acuerdo a los valores de las variables observables, dentro de cada una de esta celda la 
asignación al tratamiento es tan aleatorio como una lotería y por lo tanto la comparación 
nos restituye el impacto causal dentro del subconjunto de la población definido por los 
valores de las variables observables que caracterizan esa celda. El efecto promedio sobre 
los tratados se calcula como un promedio ponderado de las diferencias en todas las celdas. 
En la literatura hay varios métodos para calcular este promedio, que difiere por los pesos 
que se asignan a las diferentes unidades: uno es Mínimos Cuadrados Ordinarios (MCO) y 
el otro es el emparejamiento o matching. El primer método pondera las celdas según la 
varianza condicional del tratamiento en cada una, el segundo método pondera de acuerdo a 
la probabilidad de tratamiento (condicional a las covariadas). En otras palabras, MCO le da 
mayor peso a esas celdas donde el número de tratados y no tratados es cercano al 50%, 
mientras que el emparejamiento le da más peso a esas celdas que tienen más probabilidad 
de tener los tratados (Angrist and Pischke, 2009) En este último caso, también se impone el 
soporte común, es decir solo se toma en consideración la porción del dominio de las 
variables observables (las celdas) donde tenemos tanto tratados como no tratados.  
   
En este caso, se procede de la siguiente manera. Primero se levanta la información en un 
municipio colindante con Cabrera. Se trata de Venecia, que comparte muchas similitudes 
con Cabrera, son municipios de características campesinas, originarios de los procesos de la 
hacienda del Sumapaz como se mencionó anteriormente en el contexto de la región. Se 
tomaron por tanto observaciones en el área rural como en el casco urbano, en el entendido 
en que la ZRC incluye también el caso urbano de Cabrera. En segundo lugar, se usa un 
conjunto de variables observables para poder controlar por el sesgo de selección y se 
aplican las técnicas de MCO y emparejamiento. 
 
En términos operativos, se procede de la siguiente manera. Primero se generaran las 
variables de resultado. La seguridad alimentaria se obtiene como suma de las respuestas de 
afectación de B1 a B4 en una sola variable (ver Tabla 1), a mayor valor mayor afectación. 
Posteriormente se genera la variable de choques, sumando todos los choques enumerados 
en la sección d del instrumento, donde van de d1_i a d1_xxviii, luego la variable incidencia 
de la deuda que hace referencia a la relación deuda/ingreso (ingreso anual) y ahorro que se 
refiere a la tasa anual de ahorro (la cuota del ingreso anual que se destina a ahorro), 
finalmente se genera la variable acción colectiva, la cual se basa en la sección f del 
instrumento donde se suma las diferentes acciones de participación de la comunidad desde 
f4_i hasta f4_xii. En término teórico, la primera variable y la última no necesitan de 
explicación. Las variables propensión al ahorro, incidencia de la deuda y número de 
choques son variables proxies de la vulnerabilidad, la primera covaría negativamente con el 
constructo de referencia (a mayor ahorro menor vulnerabilidad), las otras dos positivamente 
(más choques o más deuda, más vulnerabilidad). 
 
Segundo, mediante pruebas T-test y Chi2 se identificará si existen diferencias no 
condicionales entre las dos muestras de Cabrera y Venecia. 
 
En tercer lugar, serán utilizadas técnicas de regresión MCO para ver cómo cambia el efecto 
estimado cuando controlamos por las características observables de los hogares.   
 
En cuarto lugar, se utiliza la técnica de emparejamiento que se decidió usar de acuerdo a la 
característica de los datos y de la investigación es Propensity Score Matching (PSM), esta 
metodología consiste en emparejar ex post (después del tratamiento) las observaciones del 
grupo tratado y del no tratado, según la cercanía en el espacio de las variables observables 
que se usan como variables de control, tiene la ventaja de reducir los problemas de calidad 
del emparejamiento. Dicha medida de distancia se calcula a través del propensity score, que 
es la probabilidad de tratamiento condicional a las covariadas y se suele estimar con un 
modelo probit.  
 
Metodológicamente, primero se correrá las regresiones MCO con las variables resultado 
(seguridad alimentaria, choques, propensión al ahorro, acción colectiva y deuda ingreso) y 
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controlando con las variables sociodemográficas y la característica del predio. Esto 
corresponde a definir celdas en la población para aumentar la comparabilidad entre hogares 
de la ZRC y hogares del municipio colindante. Consideramos primero las características de 
la persona que contestó la encuesta: su género, si era jefe de hogar, un nivel de educación. 
Luego las características del hogar (su tamaño), y del predio, la distancia desde la cabecera 
municipal, el número de hectáreas y si se tiene título de propiedad. 
 
Se decidió introducir la variable distancia, con el objetivo de medir en kilómetros mediante 
el programa Google Earth la distancia que existe desde cada centro de la verada hasta el 
casco urbano del pueblo al que pertenecen, esto, entendiendo por ejemplo que las veredas 
ubicadas en el páramo de Sumapaz están entre dos y cuatro horas de la zona urbana de 
Cabrera. Por lo cual, no sería correcto compararlas con hogares de veredas cercanas al 
casco urbano de Venecia por ejemplo.  
    
Luego se utilizarán seis algoritmos de emparejamiento, que combinan diferentes técnicas de 
identificación del contrafactual para cada unidad y de imposición del soporte común. Para 
todos los análisis se utilizó Stata y para el emparejamiento se utilizó la rutina psmatch2 
(Leuven y Sianesi, 2003). El primero pasa reseña a cada una de las unidades tratadas y la 
empareja con la más cercana según el propensity score e imponiendo el soporte común a 
través de la eliminación de todas las observaciones tratadas cuyo propensity score es menor 
al mínimo del propensity score calculado en las unidades de la muestra de control, o mayor 
al máximo.  
 
La segunda usa la misma técnica de emparejamiento pero implementa el soporte común 
eliminando el 10% de las unidades tratadas donde la densidad del propensity score de las 
observaciones de control es más bajo (trimming  al 10%). 
 
La tercera usa la técnica de emparejamiento por radio: emparejamos las unidades de control 
que se encuentran en un entorno definido por una distancia en el propensity score del 0,05 
(5% de caliper). Se corren dos versiones, una con imposición del soporte común y una 
eliminando el 10% de las unidades tratadas donde la densidad del propensity score de las 
observaciones de control es más bajo (trimming  al 10%). 
 
Las últimas utilizan la estimación no paramétrica de un nucleo (kernel en inglés, en 
particular se escogió el Epanechnikov, con ancho de banda del 5%). Funciona como el 
radio, pero al emparejar damos ponderaciones diferentes según la estimación del nucleo. En 
este caso también se corren dos versiones: una con imposición del soporte común y una 
eliminando el 10% de las unidades tratadas donde la densidad del propensity score de las 
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5.1 ANÁLISIS DESCRIPTIVO 
 
Para la recolección de la información en campo en el municipio de Venecia y en la zona de 
Reserva Campesina de Cabrera, se tomó información de todas las veredas del municipio, 
con el objetivo de conocer de manera más cercana las realidades del territorio, entendiendo 
que cada zona geográfica tiene unas particularidades que hace de su relación 
socioeconómica con el entorno una relación única, las distancias con la cabecera municipal 
y la vía principal que conducen a Fusagasugá y Bogotá, la calidad en la carretera y caminos 
de trocha, la variedad de climas de una vereda a otra, hizo necesario en la rigurosidad de la 
investigación llegar a cada rincón de los territorios ya mencionados.  
 
En el desarrollo de la investigación, para el municipio de Venecia, territorio que sirve de 
control para la Zona de Reserva Campesina del municipio de Cabrera, se realizaron 86 
encuestas a hogares campesinos de cada una de las veredas del municipio a excepción de 
Palmar Alto y Bajo, a las cuales por motivos logísticos no se puedo acceder. El 73.26% de 
los encuestas se reconocieron como jefe de hogar. En Cabrera, se encuestaron 204 hogares 
de los cuales 172 corresponden a hogares campesinos y 32 a hogares de la cabecera 
municipal, igualmente el 75% de los encuestados responden como jefes de hogar.  
 
La edad promedio de éstos en Venecia se encuentra en 49 años, mientras en Cabrera 
alrededor de los 47 años. En ambos territorios sus niveles de educación son bajos, solo 6 
años de educación, es decir el periodo de escolarización correspondiente a la primaria 
completa más un año de bachillerato. El tamaño de los hogares en Venecia se encuentra 
alrededor de los tres integrantes, mientras en Cabrera promedia los 4 integrantes por hogar. 
En ambos territorios los jefes de hogar que manifestaron estar casados o en unión libre se 
encuentran alrededor del 66% y 67% como lo muestra la Tabla 10. Finalmente, las mujeres 
que se reconocen como jefes de hogar alcanzaron en la ZRC de Cabrera el 56.37% mientras 
en Venecia llegan al 37.21%.        
 









Con Respecto a los resultados encontrados correspondiente a la Seguridad alimentaria y 
nutricional de los territorios, como se puede ver en la Tabla 11, el 49% de los encuestados 
en Venecia y de la ZRC de Cabrera presentan una inseguridad alimentaria con una 
dimensión leve, es decir han presentado una preocupación durante los últimos tres meses 
por la obtención de los alimentos, ya sea por falta de dinero u otros recursos. En un estado 
moderado de inseguridad alimentaria se encuentra el 54.6% de los hogares encuestados en 
Venecia, y el 62.2% de los hogares encuestados de la ZRC de Cabrera. En este estado, ya 
los hogares han debido ajustar la variedad de alimentos ingeridos por falta de dinero, 
disminuyendo por lo sondeado en el trabajo de campo, los requerimientos alimentarios 
proteínicos.     
 
Variable Venecia ZRC Cabrera
Edad 49.55 46.6
Años de educación 5.82 6.3
Tamaño promedio del hogar 3.12 3.6
Jefe de hogar 73.26% 75%
Casado/Unión Libre 67.44% 65.69%
Sexo (M/F) 62.79% 56.37%
Sociodemográficas (Quien Responde)
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Tabla 11. Descriptivas sobre Seguridad Alimentaria 
 
 
En un grado severo de inseguridad alimentaria para personas adultas, se encuentran el 15% 
de los hogares encuestados de Venecia y el 5% de los hogares de la ZRC, estado en el que 
los adultos han dejado de ingerir alguna de las tres comidas diarias por falta de dinero u 
otros recursos para adquirirla. Finalmente en menores de 18 años de edad, en un estado 
severo de inseguridad alimentaria se encuentra el 8.14% de los hogares encuestados de 
Venecia, y el 11.27% de los hogares de Cabrera.   
 
Posteriormente, la Tabla 12 nos muestra las características de los predios en los territorios, 
en Venecia por ejemplo los hogares con títulos de propiedad o que pagan arriendo alcanza 
el 67.4% mientras en la ZRC llega al 77%. Los campesinos realizan sus actividades en 
ambos territorios como personas naturales, ambos porcentajes superiores al 98%. Para la 
toma de decisiones sobre los cultivos del predio, el 31% en Venecia las toma solo, es decir 
el jefe de hogar, en Cabrera este porcentaje es del 36%. Las decisiones compartidas con la 
conyugue o en familia en Venecia alcanzan el 60% mientras en Cabrera llega al 42%.     
 
Tabla 12. Descriptivas sobre las Características de los Predios 
 
SEGURIDAD ALIMENTARIA Venecia ZRC Cabrera 
B1. En los últimos 3 meses, por falta de dinero u otros recursos, ¿alguna vez usted 
se preocupó porque los alimentos se acabaran en su hogar? 48.84 48.53
B2. En los últimos 3 meses, por falta de dinero u otros recursos, ¿alguna vez usted 
o algún miembro hogar tuvo una alimentación basada en poca variedad de 
alimentos? 54.65 62.27
B3.En los últimos 3 meses, por falta de dinero u otros recursos, alguna vez ¿Usted
o algún adulto en su hogar dejó de desayunar, almorzar o cenar? 15.12 4.9
B4. En los últimos 3 meses, por falta de dinero u otros recursos, ¿alguna vez
tuvieron que disminuir la cantidad servida en las comidas a algún menor de 18
años en su hogar? 8.14 11.27
CARACTERISTICA DE LOS PREDIOS Venecia ZRC Cabrera
Con escritura o en arriendo 67.44% 76.96%
Persona natural 98.84% 98.04%
Toman decisión sobre el predio 1 (30.59); 2 (60.00) 1 (36.27); 2 (41.67)
Tamaño predio
<1Ha 30.23 %  /  [1Ha; 4Ha] 50.00%       
  [4Ha; 9Ha] 8.5%
<1Ha 19.60 %  /  [1Ha; 4Ha] 32.35%    
  [4Ha; 9Ha] 22.05%
Porcentaje agrícola 62.13% 39.89%
Siembra parte para autoconsumo 71.76% 77.27%
Semillas Tradicional 56.47% Tradicional 62.63%
 
El tamaño de los predios en el municipio de Venecia, menores a una hectárea se encuentra 
en el 30.23%; entre una hectárea y cuatro están el 50% de los predios de los hogares 
encuestados; y entre cuatro y nueve hectáreas el 8.5%. Mientras en la ZRC de Cabrera, el 
20% de los hogares encuestados posee un predio menor a una hectárea, el 32.35% entre una 
hectárea y cuatro hectáreas, y el 22% entre cuatro y nueve hectáreas.  
 
De éstos terrenos, en Venecia se usa el 62% para actividades agrícolas, mientras en Cabrera 
el 40% es usado para ésta actividad. El 72% de los hogares de Venecia consumen de lo que 
siembran, el porcentaje en Cabrera es mayor y se encuentra en el 77.3%. Igualmente en la 
ZRC el 62.63% de los encuestados manifestaron usar semillas tradicionales. En Venecia 
este porcentaje fue del 56.47%.  
 
Tabla 13. Descriptivas sobre Exposición a Choques 
  
 
Con respecto a la Taba 13, exposición a choques que afectan a los hogares, el 37.35% de 
los hogares de Venecia sufrieron hasta 4 choques, y el 49.4% tuvieron entre 4 y 10 choques 
en el último año. Mientras en Cabrera, el 26.47% tuvo entre uno y cuatro choques, y el 62% 
tuvo entre cuatro y diez choques. Los choques más frecuentes en ambos municipios son la 
pérdida de la cosecha, los bajos precios en los productos cosechados, los choques en los 
precios de la canasta familiar, y en el caso de Cabrera la disminución en las ventas.  
 
En cuanto a la perdida de los ingresos, los hogares de Venecia en el último año perdieron 
alrededor de 2.6 millones de pesos en promedio, mientras en Cabrera las pérdidas 
ascendieron a 6.6 millones de pesos en promedio. La pérdida de bienes en Venecia en 
EXPOSICIÓN A CHOQUES Venecia ZRC Cabrera
Número de choques en el último año Hasta 4: 37.35% / Entre 4 y 10: 49.4% Hasta 4: 26.47% / Entre 4 y 10: 61.77 
Choques más frecuentes
Perdida cosecha; choque de precios en la 
cosecha; choque de precios en la canasta 
familiar
Perdida cosecha; choque de precios en 
la cosecha; choque de precios en la 
canasta familiar; disminución en las 
ventas 
Pérdida de ingreso (anual) 2.6 millones 6.6 millones
Pérdida Bienes (anual) 2.6 millones 7 millones
Uso de seguro 50% 50%
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promedio estuvo en los 2.6 millones, mientras en Cabrera se ubica en 7 millones de pesos. 
Finalmente en cuanto al uso de seguro, que generalmente hace referencia al Sisben o seguro 
médico, pues los cultivos no se aseguran, en ambos territorios el 50% de los encuestados 
tuvieron acceso a éste.  
 
Tabla 14. Descriptivas sobre Exposición a Violencia 
 
 
Por otra parte, de los habitantes del municipio de Venecia encuestados el 25.58% nunca has 
estado expuestos a algún hecho violento en sus vidas, mientras de los hogares encuestados 
de Cabrera este porcentaje alcanza el 23% (Tabla 14). El 19.7% de los encuestados en 
Venecia han sido víctimas de algún hecho violento en sus vidas, mientras en Cabrera este 
ítem alcanza el 21.6%. Los expuestos a más de cuatro tipologías de violencia como 
emboscadas, amenazas, retenciones, robos, chantajes, secuestros, señalamientos entre otras, 
alcanzan en Venecia el 29% mientras en la ZRC de Cabrera llegan al 21%. La tipología de 
violencia más común fue la de quedar en medio de una confrontación que involucra el uso 
de armas de fuego como lo muestra el cuadro número cinco.  
 
EXPOSICIÓN A VIOLENCIA Venecia ZRC Cabrera 
Ninguna exposición 25.58% 23.04%
Víctimas de un hecho violento 19.77% 21.57%
Más de cuatro tipologías de exposición 29.07% 20.59%
Más común
Tiroteo u otra confrontación que involucre 
el uso de armas de fuego
Tiroteo u otra confrontación que 
involucre el uso de armas de fuego
Tabla 15. Descriptivas sobre Ingreso, Ahorro, Expectativas y Aspiraciones 
  
 
En cuanto a los ingresos, como se reporta en la Tabla 15, del total de los hogares 
encuestados en la población de Venecia el 25% recibe ingresos de 400 mil pesos mensuales 
o menos. El 50% se ubica en el rango de los 600 mil pesos mensuales o menos y el 75% se 
ubica en los 960 mil pesos mensuales o menos. Para la ZRC estás estadísticas son similares, 
el 25% de los encuestados se ubica en un rango de 450 pesos mensuales o menos, el 50% 
recibe 690 mil pesos mensuales o menos, y el 75% de los encuestados percibe un millón o 
menos mensuales. 
 
Las fuentes principales de ingresos de los hogares de ambos municipios corresponden al 
trabajo como jornalero o a la producción como independientes en sus parcelas, y a la venta 
de la producción agropecuaria. Para Venecia y Cabrera el 50% de los encuestados se dedica 
al jornal en otras fincas o al trabajo como independiente, sin embargo la percepción de 
ingresos por la venta de producción agropecuaria en la ZRC de Cabrera es del 71% 
mientras en Venecia alcanza el 64%. El 38.2% de los hogares en Cabrera tiene un solo 
perceptor de ingresos, mientras en Venecia el 45.6% de los hogares tiene un solo perceptor.  
 
En cuanto a las expectativas con respecto al próximo año, los hogares encuestados en 
Venecia tienen expectativas positivas en un 43%, el 15.212% creen que la situación seguirá 
igual y el 41.86% afirma que la situación el año próximo es decir en el 2018 será negativa. 
INGRESO , AHORRO, EXPECTATIVAS Y 
ASPIRACIONES Venecia ZRC Cabrera
Ingreso bruto mensual
Percentil 25: 400mil
Mediano:      600mil
Percentil 75: 960mil
Percentil 25: 450mil
Mediano:      690mil
Percentil 75: 1 millón
Fuentes principales
Jornales o independientes: 50.00%
Venta de la producción agropecuaria: 63.95% 

Jornales o independientes: 50.98%
Venta de la producción agropecuaria: 70.59% 











Nivel de vida satisfactorio
Percentil 25: 600mil
Mediano:      1 millón
Percentil 75: 1.5 millones
Percentil 25: 1 millón
Mediano:      1.5 millones
Percentil 75: 2 millones
Porcentaje que ahorra 60.47% 65.69%
Nivel de ahorros (anuales)
Percentil 25: 0
Mediano:      400mil
Percentil 75: 1.6 millones
Percentil 25: 0
Mediano:      1.12 millones
Percentil 75: 2.95 millones
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Un 40.2% de los hogares encuestados en la ZRC de Cabrera tiene expectativas positivas 
frente al 2018, el 22.5% considera que la situación se mantendrá igual, y el 37.25% piensa 
que la situación será peor.  
 
De la población de Venecia encuestada el 60.4% tiene capacidad de ahorro, el 25% de los 
encuestados no ahorra, el 50% de los encuestados ahorra 400 mil pesos o menos y el 75% 
ahorra 1.6 millones de pesos o menos. Mientras en ZRC el 65.7% de los encuestados 
ahorra, el 25% de los encuestados no ahorra, el 50% de los encuestados ahorra 1.1 millones 
de pesos o menos, y el 75% de los encuestados ahorra 2.9 millones o menos. La mayoría de 
los ahorros de los encuestados son usados para cumplir con los créditos al sistema 
financiero.  
 
Tabla 16. Descriptivas sobre Endeudamiento 
  
 
En cuanto al endeudamiento, esto se reporta en la Tabla 16. El 60.47% de los hogares 
encuestados en Venecia tienen deuda, de los cuales el 34.8% tiene crédito con el Banco 
Agrario, el 15.12% con algún banco privado, y el 15.12% fía en tiendas o con vecinos para 
suplir necesidades diarias y el 8.14% accede al crédito de más de una fuente. En Cabrera el 
porcentaje de personas con deuda asciende al 71.5%, de los cuales el 48.53% acudió al 
Banco Agrario y el 18.15% a alguna entidad bancaria privada, el 15.7% toma fiado y el 
21% accede a crédito de más de una fuente.  
 
ENDEUDAMIENTO Venecia ZRC Cabrera










Más de una fuente 8.14% 21.08%
Nivel de deuda pendiente
Percentil 25: 0
Mediano:      300mil
Percentil 75: 3.54 millones
Percentil 25: 0
Mediano:      2 millones
Percentil 75: 9.5 millones
Subsidios o ayudas del gobierno 43.02% 37.75%
Por otra parte, con respecto a la deuda pendiente el 50% de los hogares con deuda en el 
municipio de Venecia, deben 300 mil pesos o menos, y el 75% de los encuestados con 
deuda pendiente presentan un nivel de endeudamiento de 3.54 millones de pesos o menos. 
Para la ZRC el 50% de los hogares encuestados se ubica en un nivel de endeudamiento de 2 
millones o menos, y el 75% se presenta un endeudamiento de 9.5 millones o menos. En 
Venecia el 43% de los encuestados recibe subsidios o ayudas del Gobierno, y en la ZRC de 
Cabrera el 37.75% es beneficiario de éstos.  
 
Tabla 17. Descriptivas sobre Actividades Comunitarias y de Confianza 
  
 
En la Tabla 17 se reportan las actividades comunitarias y de confianza. En el municipio de 
Venecia, de los encuestados el 20% no participa en ninguna actividad comunitaria, mientras 
en Cabrera este porcentaje alcanza el 13%. Los que participan en una o hasta tres 
actividades comunitarias en el municipios de Venecia alcanza el 62.79% y su participación 
está enfocada en la construcción colectiva de obras comunales, como limpieza de caminos, 
construcción y mantenimiento de escuelas entre otras. Este porcentaje para la ZRC de 
Cabrera alcanza el 60.29%. La confianza generalizada para ambos territorios está alrededor 
del 24% igualmente la confianza en las instituciones y organizaciones para los hogares del 
municipio de Venecia es de un 43% con respecto al 42% de Cabrera. Al no ser parte de esta 




ACTIVIDADES COMUNITARIAS Y DE CONFIANZA Venecia ZRC Cabrera
Ninguna actividad comunitaria 19.77% 12.75%
Entre una y tres actividades 62.79% 60.29
Actividad más común
Construcción colectiva de obras 
comunales (caminos, escuelas, etc)
Construcción colectiva de obras 
comunales (caminos, escuelas, etc)
Confianza generalizada 24.71% 24.51%
Alta Confianza en instituciones y organizaciones 43.02% 41.67%
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5.2 APLICACIÓN ECONOMÉTRICA 
 
5.2.1 Diferencias No Condicionadas 
 
Primero, se analizan las diferencias no condicionales entre Cabrera y Venecia para cada una 
de las variables de interés. Para las variables discretas (Seguridad Alimentaria, número de 
choques y acción comunitaria) realizamos pruebas de   de Pearson, mientras que para las 
variables continuas se utiliza una prueba T de comparación de medias, a dos colas. 
No hay diferencias significativas en términos de seguridad alimentaria (  =6,25, p=0,18) y 
de choques (  =17,07, p=0,45), pero si hay una diferencia significativa en término de 
acción comunitaria (  =17.12, p=0,03). 
 
Luego de realizar las pruebas T-test para las variables propensión a la deuda, y la variable 
ahorros, podemos observar que para estas dos variables las diferencias en el grupo tratado y 
control son estadísticamente significativas. La incidencia de la deuda es más alta en el 
grupo tratado (t=-3,51, p<0,00), y la tasa de ahorro es más alta en el grupo tratado (t=-3,34, 
p<0,01).  
 
Tabla 18. Resultados Prueba Chi2 y T-test 













 17.06           
 





0.181 0.029**  0.450   0.001***      0.001*** 
  Prueba de Chi2 Prueba de T-Test 




5.2.2 Mínimos Cuadrados Ordinarios  
 
Al aplicar un modelo de regresión lineal estimado por MCO para cada una de las variables 
y luego de ir incorporando las diferentes variables control mencionadas anteriormente se 
tiene que para la seguridad alimentaria no se presentan diferencias significativas en relación 
con estar o no en la ZRC, es decir, no es significativo pertenecer a la ZRC para explicar el 
comportamiento de la variable. Estos resultados se presentan en la Tabla 19. 
 
Si bien el modelo no es altamente predictivo, algunas variables como número de hectáreas 
y nivel educativo son significativas al 99% para explicar la variable, la dirección indica que 
a mayor nivel educativo y predios con un mayor número de hectáreas tendrán menores 
implicaciones en la seguridad alimentaria.     
 
 
Tabla 19. Estimación por MCO para la variable Seguridad Alimentaria 
VARIABLES 
(1) (2) (3) (4) 
seguridad seguridad Seguridad seguridad 
     
ZRC 0.00217 -0.0221 -0.0551 -0.000721 
 (0.145) (0.141) (0.143) (0.144) 
Género  0.183 0.188 0.157 
  (0.128) (0.127) (0.127) 
Jefe de Hogar  0.141 0.150 0.153 
  (0.137) (0.137) (0.138) 
Nivel Educativo  -0.0716*** -0.0700*** -0.0703*** 
  (0.0131) (0.0132) (0.0134) 
Personas Hogar  0.0395 0.0374 0.0355 
  (0.0369) (0.0372) (0.0377) 
Distancia   0.0167 0.0216 
   (0.0143) (0.0147) 
Hectáreas    -0.00638** 
    (0.00264) 
Título    -0.205 
    (0.125) 
Constante 1.267*** 1.390*** 1.314*** 1.431*** 
 (0.126) (0.236) (0.240) (0.251) 
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290 290 290 289 
R-squared 0.000 0.089 0.093 0.116 
  Robust standard errors in parentheses 






Con respecto a la variable choques (Tabla 20) la cual agrupa el número de choques de los 
hogares, no existe una significancia entre el grupo tratado y el grupo control como lo 
mostró también la prueba    anteriormente, sin embargo variables como el número de 
personas en el hogar  es significativa al 99%, mostrando que por cada persona adicional en 
un hogar hay en promedio 0.3 choques recibidos. La variable distancia en kilómetros de la 
vereda al casco urbano indica que en las veredas más dispersas los hogares son más 
expuestos a choques.   
 
Tabla 20. Estimación por MCO para la variable Choques 
VARIABLES 
(1) (2) (3) (4) 
choques choques Choques choques 
     
ZRC 0.556 0.529 0.309 0.348 
 (0.423) (0.417) (0.423) (0.432) 
Género  -0.607 -0.572 -0.525 
  (0.404) (0.401) (0.398) 
Jefe de Hogar  -0.0749 -0.0146 0.0289 
  (0.437) (0.436) (0.431) 
Nivel Educativo  -0.0556 -0.0448 -0.0392 
  (0.0439) (0.0439) (0.0438) 
Personas Hogar  0.320*** 0.306*** 0.290*** 
  (0.113) (0.112) (0.110) 
Distancia   0.111** 0.0939* 
   (0.0488) (0.0520) 
Hectáreas    0.0120 
    (0.0128) 
Título    -0.427 
    (0.392) 
Constante 6.081*** 5.685*** 5.181*** 5.351*** 
 (0.354) (0.683) (0.730) (0.773) 
     
Número de 
Observaciones 
290 290 290 289 
R-squared 0.006 0.045 0.062 0.068 
Robust standard errors in parentheses 





En cuanto a la variable acción colectiva, la cual en la prueba    había resultado 
significativa, como se reporta en la Tabla 21, existe una diferencia estadísticamente 
significativa en la acción colectiva con respecto a estar y no dentro de una ZRC: en 
promedio los habitantes de la ZRC de Cabrera participan en 0.5 actividades más al año que 
los hogares del municipio colindante. Igualmente explican la participación a actividades 
comunitarias, variables como el género, el nivel educativo, la distancia y el título de 
propiedad. Quizá variables como la distancia determinen el nivel de participación al igual 
que tener título de propiedad sobre el predio. 
 
 
Tabla 21. Estimación por MCO para la variable Acción Colectiva 
VARIABLES 
(1) (2) (3) (4) 
accion_comun accion_comun accion_comun accion_comun 
     
ZRC 0.721*** 0.728*** 0.543** 0.490** 
 (0.230) (0.239) (0.244) (0.246) 
Género  -0.442* -0.412* -0.393* 
  (0.225) (0.221) (0.223) 
Jefe de Hogar  -0.300 -0.250 -0.256 
  (0.275) (0.270) (0.274) 
Nivel Educativo  0.0715*** 0.0805*** 0.0793*** 
  (0.0266) (0.0260) (0.0263) 
Personas Hogar  0.0912 0.0792 0.0874 
  (0.0624) (0.0622) (0.0609) 
Distancia   0.0938*** 0.0981*** 
   (0.0263) (0.0268) 
Hectáreas    -0.00133 
    (0.00339) 
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Título    0.392* 
    (0.212) 
Constante 1.872*** 1.555*** 1.131*** 0.926** 
 (0.187) (0.380) (0.385) (0.384) 
     
Número de 
Observaciones 
290 290 290 289 
R-squared 0.030 0.077 0.114 0.124 
Robust standard errors in parentheses 
*** p<0.01, ** p<0.05, * p<0.1 
 
Los resultados para la variable deuda se reportan en la Tabla 22. La dummy de pertenencia 
a la ZRC muestra una diferencia estadísticamente significativa entre Cabrera y Venecia. Es 
decir, estar o no en la ZRC si explica el comportamiento de los hogares respeto a la 
incidencia del endeudamiento, el cual es mayor en la ZRC. La propensión al 
endeudamiento aumenta con el aumento en los años de escolaridad. El tamaño del hogar es 
otra variable que como se puede apreciar en las columnas de la 2 a la 4 resulta significativa 
en un 90% y 95% respectivamente. La dirección del resultado nos indica que a mayor 
número de personas en el hogar, aumenta la propensión a la deuda. Finalmente, la variable 
distancia también resultó significativa al 90% indicando que al aumentar la distancia 
aumenta la propensión a la deuda.         
 
 
Tabla 22. Estimación por MCO para la variable Deuda 
VARIABLES 
(1) (2) (3) (4) 
deuda deuda Deuda deuda 
     
ZRC 0.330*** 0.280*** 0.231** 0.207** 
 (0.0939) (0.0996) (0.0952) (0.0968) 
Género  -0.0199 -0.0112 -0.0269 
  (0.113) (0.111) (0.111) 
Jefe de Hogar  0.274** 0.289*** 0.271** 
  (0.111) (0.110) (0.111) 
Nivel Educativo  0.0245* 0.0267** 0.0246** 
  (0.0125) (0.0125) (0.0125) 
Personas Hogar  0.0703*** 0.0674** 0.0726*** 
  (0.0263) (0.0264) (0.0266) 
Distancia   0.0230 0.0269* 
   (0.0140) (0.0140) 
Hectáreas    -0.00156 
    (0.00249) 
Título    0.137 
    (0.108) 
Constante 0.325*** -0.230 -0.334** -0.389** 
 (0.0609) (0.161) (0.164) (0.185) 
     
Observations 285 285 285 284 
R-squared 0.027 0.064 0.073 0.079 
Robust standard errors in parentheses 




Finalmente, en la Tabla 23 se reportan los resultados para la propensión al ahorro. En este 
caso también es significativa la diferencia entre pertenecer o menos a la ZRC: estar en la 
ZRC está asociado a nivel de ahorro más alto. Igualmente las variaciones en las variables 
control como Jefe de hogar y nivel educativo explican la variable resultado. En particular, 
entre mayor sea el nivel educativo de la persona, mayor propensión al ahorro tiene.   
 
 
Tabla 23. Estimación por MCO para la variable Ahorro 
VARIABLES 
(1) (2) (3) (4) 
ahorro ahorro ahorro ahorro 
     
ZRC 0.0929*** 0.0792** 0.0772** 0.0747** 
 (0.0278) (0.0307) (0.0313) (0.0322) 
Género  0.0280 0.0283 0.0259 
  (0.0329) (0.0330) (0.0331) 
Jefe de Hogar  0.0990*** 0.0996*** 0.0962*** 
  (0.0292) (0.0297) (0.0298) 
Nivel Educativo  0.0130*** 0.0131*** 0.0129*** 
  (0.00366) (0.00371) (0.00369) 
Personas Hogar  0.00243 0.00231 0.00214 
  (0.00705) (0.00716) (0.00718) 
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Distancia   0.000983 0.000621 
   (0.00370) (0.00383) 
Hectáreas    0.000481 
    (0.00101) 
Título    -0.00964 
    (0.0305) 
Constante 0.118*** -0.0489 -0.0535 -0.0445 
 (0.0195) (0.0458) (0.0482) (0.0521) 
     
Observations 284 284 284 283 
R-squared 0.027 0.083 0.084 0.081 
                                             Robust standard errors in parentheses 





En el Anexo 7, se reporta la estimación de la probabilidad de ser del municipio de Cabrera 
en función de las variables de control: género,  nivel educativo, personas hogar, distancia y 
hectáreas. Podemos observar que género, jefe de hogar, personas hogar, distancia y 
hectáreas resultan significativas, no es el caso de nivel educativo, sin embargo, 
mantenemos la especificación base del modelo. 
  
Posteriormente, se utilizan los 6 algoritmos de emparejamiento explicados anteriormente en 
el capítulo metodológico, la Tabla 24 muestra en la primera columna las variables 
resultado, en la columna siguiente el algoritmo de emparejamiento, la tercera columna ATT 
es el impacto del programa y la columna final T-stat presenta el estadístico t para 
determinar si el efecto es diferente de cero, y muestra el grado de significancia estadística. 
Repetimos la lógica de esta comparación: estas variables de control nos sirven para 
comparar hogares con características similares adentro y afuera de la ZRC para poder aislar 












N(1) 0.082 0.40 
Trimming 10% .093 0.40 
Caliper 0.05 -.076 -0.45 
Caliper 0.05(Trim10%) -.029 -0.16 
Kernel -.077 -0.45 
Kernel (Trim10%) -.004 -0.02 
    
Choques 
N(1) -0.070 -0.11 
Trimming 10% .110 0.15 
Caliper 0.05 -.151 -0.31 
Caliper 0.05(Trim10%) -.406 -0.75 
Kernel -.139 -0.28 
Kernel (Trim10%) -.391 -0.71 
    
Propensión al Ahorro 
N(1) 0.058 1.43* 
Trimming 10% .082 1.82** 
Caliper 0.05 .061 1.95** 
Caliper 0.05(Trim10%) .080 2.38*** 
Kernel .059 1.88** 
Kernel (Trim10%) .082 2.42*** 
    
Incidencia de la 
Deuda 
N(1) 0.186 1.44* 
Trimming 10% .262 1.83** 
Caliper 0.05 .180 1.75** 
Caliper 0.05(Trim10%) .150 1.37* 
Kernel .176 1.71** 
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Kernel (Trim10%) .149 1.34* 
      
Acción Colectiva 
N(1) 0.18 0.50 
Trimming 10% .397 1.00 
Caliper 0.05 .316 1.14 
Caliper 0.05(Trim10%) .307 1.03 
Kernel .304 1.09 
Kernel (Trim10%) .352 1.16 
*** p<0.01, ** p<0.05, * p<0.1 
 
 
Al revisar el impacto de los hogares con respecto a la seguridad alimentaria, estar en una 
ZRC disminuye por cuatro de los emparejamientos el nivel de afectación. En dos de ellos 
muestra que se reduce en 0.07 el nivel de la vulnerabilidad en seguridad alimentaria, 
recordemos que esta fue medida en 4 niveles, donde el último representaba mayor 
vulnerabilidad pues padecía las 4 afectaciones. Mientras en el emparejamiento por 
trinmming 10% y vecino más cercano N(1)  diferencia está entre 0.08 y 0.09 niveles pero en 
dirección contraria, es decir estar en la ZRC aumenta la vulnerabilidad de los hogares en 
materia de seguridad alimentaria. Estos resultados muestran que no hay evidencia 
concluyente. 
 
La exposición a choques muestra para cinco de los seis diferentes emparejamiento que para 
la ZRC estos disminuyen entre 0.07 y hasta 0.4 es decir casi hasta medio choque menos al 
año, es decir, sus habitantes tienen menor afectación de los diferentes fenómenos externos 
que afectan los hogares campesinos. Solamente mediante trinmming 10% estar en una ZRC 
aumentaría los choques en 0.1 al año. En cuanto a la acción colectiva, estar en una ZRC 
promueve que los hogares participan en hasta 0.4 actividades más al año, es decir, hasta 
casi media actividad colectiva más al año. Sin embargo, ninguno de los emparejamientos 
para estas variables, presentan impactos con un nivel estadístico de significancia. 
 
A diferencia, la propensión al ahorro y la incidencia de la deuda son significativamente 
estadísticas en los 6 emparejamientos a diferente nivel, desde el 90% en adelante. La 
incidencia de la deuda por ejemplo es mayor en la ZRC entre 0.15% y 0.26% respecto a los 
hogares que no pertenecen a ella, es decir, por cada peso en la deuda de un hogar de 
Venecia, un hogar de la ZRC tiene una mayor propensión a la deuda, entre 0.15% y 0.26% 
más de endeudamiento. Sin embargo, los niveles de ahorro son mayores en la ZRC, entre 
0.06 y 0.08, lo que indica que por cada peso ahorrado en un hogar de Venecia, un hogar de 
la ZRC ahorra en promedio de 0.06 a 0.08 pesos más, posiblemente para soportar el pago 
de la deuda o como seguro ante cualquier choque que se pueda presentar.   
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6. DISCUSIÓN Y CONCLUSIONES 
 
La presente investigación, recoge algunas evidencias preliminares sobre el impacto de la 
política de Zona de Reserva Campesina, en la seguridad alimentaria, la acción colectiva y la 
vulnerabilidad en los hogares campesinos (esta última medida como incidencia de la deuda 
y propensión al ahorro) de los beneficiarios de la política. El estudio se basa en el caso de la 
ZRC de Cabrera, Cundinamarca, donde se realizaron jornadas de trabajo de campo en las 
que directamente se recolectaron datos de los habitantes pertenecientes a todas las veredas 
incluyendo las ubicadas en zona del páramo de Sumapaz, y en el municipio de Venecia, 
Cundinamarca.  
 
La información fue capturada entre los días 19 y 30 de mayo del año 2017. Como se 
mencionó en el apartado metodológico, la muestra total fue de 290 observaciones, 86 del 
municipio de Venecia (grupo control) y 204 de la ZRC de Cabrera (grupo tratado). Cabe 
resaltar, que esta es la primera evaluación de impacto que se hace de una Zona de Reserva 
Campesina, lo cual abre el camino a profundizar en este tipo de estudios, importantes para 
brindar argumentos técnicos en el debate sobre desarrollo rural.  
 
La investigación arroja algunos resultados interesantes. Al medir el impacto de la política 
de ZRC, utilizando MCO y PSM, sobre la acción colectiva entendida como la participación 
comunitaria en diversas actividades de grupo, se encontró que devela un impacto positivo 
en la acción colectiva por la metodología de MCO, sin embargo por PSM está variable de 
impacto positivo no fue estadísticamente significativa, al igual que seguridad alimentaria y 
choques, éstas últimas tampoco resultaron estadísticamente significativas por ninguno de 
los métodos anteriores.  
 
En cuanto a variables como ahorro y deuda el impacto de ambas es mayor para la 
población tratada, el ahorro entendido positivamente y como seguro ante cualquier choque, 
la deuda a pesar de ser mayor en la ZRC la metodología no identifica si ésta es negativa o 
positiva (por ejemplo la deuda puede darse para proyectos de emprendimiento). Como se 
percibió durante las labores del trabajo de campo y en las charlas con la comunidad, la 
mayoría de los ahorros van destinados al pago de deuda, igualmente el campesino 
condiciona como colaterales derechos de propiedad para futuros créditos, con los que 
asegurará la próxima siembra y su reproducción en el territorio.  
 
El nivel de deuda como ya se mencionó, es mayor en la comunidad de Cabrera, esto puede 
deberse a que al tener en su mayoría título de propiedad los accesos a capital mejoran. Sin 
embargo, el tener altos niveles de deuda puede condicionar la capacidad de respuesta a 
algún choque externo, pues el ahorro ya está predispuesto a cumplir obligaciones de tipo 
financiero.  
 
Con esta investigación se avanza también en el reconocimiento del campesinado como 
sujeto político, participe y tomador de decisiones activo en el modelo de desarrollo 
propuesto para los territorios, por tanto, la participación en la construcción de los planes de 
desarrollo sostenible para las ZRC los cuales son de carácter vinculante para las autoridades 
locales, pueden marcar la diferencia en el direccionamiento del modelo de desarrollo que 
quieren las comunidades en su territorio.  
 
La figura de las ZRC como estrategia para el desarrollo rural, puede ser una alternativa 
válida, en la medida en que se garanticen y materialicen con voluntad política de parte del 
Estado, los recursos y ayudas en proyectos productivos en el territorio, la acción colectiva 
en la ZRC ha causado un efecto bola de nieve para las otras regiones, por ejemplo, la 
comunidad de Venecia se vio beneficiada de ésta, pues la organización campesina que ganó 
la consulta popular contra el proyecto hidroeléctrico El Paso en Cabrera, sirvió de base 
para impulsar a la población de Venecia a manifestarse también contra este megaproyecto 
que comprometía las aguas del Rio Sumapaz, vitales en el ecosistema de vida de los 
pobladores de la región. Esto sugiere que el análisis econométrico estaría subvalorando el 
impacto real de la ZRC y su acción en el territorio.   
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Las ZRC pueden ser ordenadoras del territorio, servir de semilla para la organización 
campesina y mediante esa fuerza comunal enfrentar diferentes problemáticas a las que se 
encuentran expuestos los hogares campesinos, la fuerza de su trabajo demostrada en su 
capacidad de respuesta frente a amenazas externas que consideren ponga en peligro su 
reproducción social del territorio es sin duda su fortaleza.  
 
La voluntad política en términos del cumplimiento de los acuerdos de la Habana, podrían 
ser factores que marquen un impacto positivo a la hora de futuras investigaciones sobre esta 
política. Como lo mencionan los habitantes de la zona y lo recalcan informes citados 
anteriormente, los diferentes programas se paralizaron durante el gobierno del expresidente 
Álvaro Uribe mediante presiones políticas al INCODER, y solo hasta los acuerdos de paz 
con las FARC la figura ha vuelto a tomar interés quedando como una figura ordenadora del 
territorio y promotora del desarrollo rural con enfoque territorial.  
 
La visión de desarrollo imperante es quizá la principal amenaza para figuras como las ZRC, 
mientras en la Habana se pactó un acuerdo histórico en materia de desarrollo rural con una 
guerrilla de origen campesino y de reivindicaciones agrarias (Acuerdo Final para la 
Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera), en la 
realidad política del día a día, se impone la visión de la gran agroindustria de monocultivos 
respaldadas en figuras tipo ZIDRES que promueven vastas acumulaciones de tierra por 
parte de grandes empresarios y capital foráneo. Figuras que insisten en anular la 
importancia del pequeño productor campesino, bastión de la seguridad y soberanía 
alimentaria nacional, y desconocer el gran problema de la desigualdad en la tenencia de la 
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Anexo 1. Mapa de la Incidencia de la pobreza multidimensional en Colombia. Año 
2005. 
 
Nota: izquierda: población dispersa, derecha: cabeceras. 
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Anexo 2. Tabla Zonas de Reserva Campesina Constituidas 
ZONAS DE RESERVA CAMPESINA CONSTITUIDAS  
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San Pablo (Sur de 
Bolívar) 
35.810 
Fuente: ILSA-INCODER 2012 Zonas de Reserva Campesina, Elementos Introductorios y de Debate                                                   
Cuadro: Elaboración Propia  
 
 
Socialización de resultados con la comunidad de la ZRC de Cabrera 
El día 7 de octubre del año 2017 se realizó la socialización de los resultados ante los 
campesinos del comité de impulso de la Zona de Reserva Campesina de Cabrera. Allí se 
mostraron los resultados encontrados tras el levantamiento de la información en campo, se 
explicaron los datos y se interactuó sobre los mismos, tratando de llegar más allá de las 
estadísticas a través de la experiencia diaria en el territorio y las retroalimentaciones con la 
comunidad. 
Anexo 3. Socialización de resultados ZRC de Cabrera. 
 
Esta investigación se da por el apoyo económico de la Universidad Nacional, gracias a la 
financiación del proyecto fue posible realizar todos los desplazamientos a Venecia y 
Cabrera, y movilizar a los recolectores en cada una de las veredas de ambos municipios 
para el levantamiento total de la información. Es importante resaltar que hasta el momento 
ningún estudio sobre la Zona de Reserva Campesina de Cabrera, había logrado llegar de 
manera detallada a cada vereda del municipio, lo que permitió tener una lectura más amplia 
de la realidad socioeconómica del territorio, lo cual sin el apoyo de la universidad como lo 
mencionamos anteriormente, no hubiese sido posible.    
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Anexo 4. Socialización de Resultados en la ZRC de Cabrera (preguntas de los asistentes) 
 
 




Anexo 6. Descriptivas sobre Empoderamiento. 
 
 
El anexo 6 referente al empoderamiento, muestra que entre el 94% y el 96% los 
encuestados en Venecia y Cabrera respectivamente, consideran que sus parejas e hijos 
deben saber siempre el lugar donde se encuentran. El 67% de los encuestados en Venecia 
consideran que deben consultar con su familia si desean participar en política, mientras en 
Cabrera este porcentaje llega al 72%. El 87% en Venecia y el 90% en Cabrera manifiestan 
que toman las decisiones más importantes para su vida. El 91% de los encuestados en 
Venecia manifiestan sentirse incómodos en casa al hacer algo indebido, este porcentaje 







Afirmación Venecia ZRC Cabrera
Mi pareja o padres o hijos deben saber siempre dónde estoy 94.19% 95.59%
Para participar políticamente tengo que negociar/concertar con mi 
pareja, hijos, padre y/o madre 67.44% 72.06%
Yo tomo las decisiones importantes para mi vida 87.21% 89.71%
Cuando hago algo que no es o era permitido en mi casa me siento 
incómoda/o 90.70% 95.10%
Las mujeres y los hombres tenemos las mismas oportunidades para 
acceder a empleos de todo tipo 74.42% 70.10%
Digo lo que pienso y opino sin temor 84.88% 55.88%
Promuevo y tengo mis ahorros de dinero 56.98% 75.49%
Me involucro en las decisiones que me afectan 63.95% 75.49%
Este mundo lo dirigen los que tienen poder 83.72% 71.75%
En mi comunidad ayudo a resolver los conflictos que se presentan 59.30% 60.88%
EMPODERAMIENTO
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Anexo 7. Módelo próbit. 
 




   
Género  0.593*** 
  (0.170) 
Jefe de Hogar  0.407** 
  (0.202) 
Nivel Educativo  0.0258 
  (0.0212) 
Personas Hogar  0.0966** 
  (0.0478) 
Distancia  0.0689*** 
  (0.022) 
Hectáreas   0.0229** 
  (0.0115) 
Constante  -1.007*** 
  (0.329) 
   
Observaciones   289 
Robust standard errors in parentheses   
*** p<0.01, ** p<0.05, * p<0.1   
 
 
 
 
 
 
 
